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Santiago de Cali, 19 de Octubre de 2020 

  

  

  

Señor: 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO (REPARTO) 

E.S.D 

  

  

  

Asunto:          ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE: FELIPE CHAVEZ CORAL 

ACCIONADOS: INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR Y COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL.  

 

 

FELIPE CHAVEZ CORAL, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía N° 

98.397.549 de Pasto (Nar.), en calidad de elegible de la Convocatoria 433 de 2016 - ICBF 

(Instituto Colombiano de Bienestar Familiar), creado mediante Acuerdo No 

20161000001376 de 05-09-2016, actualmente inscrito en lista de elegibles Resolución No. 

CNSC 20182230040585 del 26 de Abril del 2018, en la cual, por recomposición de listas 

ostento el segundo lugar, actuando a nombre propio y en ejercicio del artículo 86 de la 

Constitución Política, instauro la presente Acción de Tutela, en contra de la COMISIÓN 

NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  (CNSC) y  el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR (ICBF), con el fin de que sean protegidos mis derechos 

fundamentales a la igualdad, trabajo, debido proceso, administración de justicia, derecho 

de los niños y acceso a cargos públicos, así como los principios de seguridad jurídica, 

coherencia, confianza legítima, buena fe; los cuales se vieron quebrantados por que dichas 

entidades al no dar cumplimiento con el mandato contenido en los artículos 6º y 7º de la 

Ley1960 de 2019 y en consecuencia, niegan y/u omiten realizar los actos tendientes para 

que se dé el uso de mi lista de elegibles, para proveer las vacantes  de  la  planta  

global  del  ICBF  Código  2044  Grado  11, creados con posterioridad a la expedición 

de los acuerdos de la citada convocatoria, así como aquellas vacantes desiertas, ocupadas 

por funcionarios de carácter provisional, en encargo y no provistas, en iguales 

circunstancias que lo ordenado por la Corte Constitucional mediante sentencia de tutela 

T-340 del veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020), así como por diversos 

fallos de tutela proferidos por tribunales del país a nivel nacional (hasta la fecha 26 en 

total). Con base en los siguientes: 

 

1. HECHOS 

 

1º. El día veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020) -p o s t e r i o r  a l  f a l l o  

d e l  1 8  d e  Agosto; notificado el día 20 de ese mismo mes de esta anualidad, de la 

tutela inicial; que más abajo referenciare-, la Honorable Corte Constitucional – Sala 

Tercera de Revisión -como hecho nuevo-, profirió la Sentencia T-340 de 2020, en la cual 

protegió los derechos fundamentales de JOSÉ FERNANDO ÁNGEL PORRAS y ordenó a 

CNSC e ICBF usar su lista de elegibles para proveer una vacante Código 2125 Grado 17 

denominado DEFENSOR DE FAMILIA, en virtud de la Convocatoria 433 de 2016 – 

ICBF. 

 

Lo relevante de este fallo constitucional es lo siguiente: 

 

a. Procedencia de la tutela en concursos de mérito: 
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En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por vía de 

excepción para cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de un concurso de 

méritos, y que, más allá de la causal del perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia 

en concreto del medio existente y de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, 

teniendo en cuenta, como ya se dijo, la naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su 

impacto respecto de derechos, principios o garantías constitucionales, siendo, prevalente, 

en este escenario, la protección del mérito como principio fundante del Estado colombiano y 

del actual modelo democrático, como lo señaló expresamente Sentencia T-059 de 2019. 
 
Para la Sala, en este caso, la acción de tutela procede como mecanismo principal de 

protección de los derechos al trabajo y al acceso a cargos públicos, en un contexto 

indefectible de amparo al mérito como principio fundante del orden constitucional. Por las 

razones que a continuación se exponen: 
 
En primer lugar, el accionante actualmente ocupa el primer lugar en la lista de elegibles, 

luego de haberse ocupado los dos empleos que inicialmente fueron objeto de 

convocatoria, por lo que, al haber quedado una vacante definitiva frente exactamente el 

mismo cargo para el cual él concursó, aparece la disputa que es objeto de revisión en esta 

tutela, consistente en determinar si cabía el encargo frente a un funcionario de la entidad, o 

si, por el contrario, debía hacerse uso de la lista de elegibles en el orden y conforme al 

mérito demostrado, por parte de las personas que concursaron para acceder a la función 

pública. Así las cosas, como lo manifestó este Tribunal en la citada Sentencia T-059 de 

2019, se observa que, en esta oportunidad, la controversia implica verificar el “(…) 

principio de mérito como garantía de acceso a la función pública y ello, a todas luces, 

trasciende de un ámbito administrativo y se convierte en un asunto de carácter 

constitucional, que torna necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la 

protección de los derechos fundamentales”. 
 
En segundo lugar, se avizora en este caso una de las causales mencionadas en la citada 

providencia, a  fin  de  determinar  que,  en  concreto, los  medios  ante  lo  contencioso 

administrativo no son siempre eficaces, concerniente a que “(…) la lista de elegibles en la 

que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de manera pronta”. Al respecto, como se 

mencionó en el acápite de antecedentes, su vigencia se limitó a dos años, por lo que si ella 

quedó en firme el día 31 de julio de 2018, la posibilidad de aplicarla se extendió hasta 

máximo el 30 del mismo mes pero de este año, de suerte que hoy en día no cabe proceder a 

su uso y, en caso de no asumir la revisión de lo resuelto por el juez de instancia y decretar 

la improcedencia de la acción de tutela, prácticamente el accionante no tendría 

mecanismo alguno para reclamar su acceso a la función pública, y se estaría, por razones 

meramente formales, excluyendo la verificación del mérito como principio fundante del 

Estado colombiano. No sobra recordar que el actor ocupa en la actualidad el cargo que 

reclama, en virtud de lo resuelto por el juez de segunda instancia en este trámite de amparo 

constitucional, por decisión del 3 de julio de 2019. 
 
En tercer lugar, como ya se dijo, la exclusión de la procedencia del amparo llevaría a que, 

al momento de proferirse una decisión definitiva en sede de lo contencioso administrativo, 

la lista de elegibles definitivamente ya no estaría vigente y, por ende, el accionante no 

podría ocupar el cargo al que –según alega– tiene derecho, con lo cual únicamente podría 

recibir una compensación económica. Esta realidad descarta la eficacia de la garantía de 

acceso a cargos públicos y excluye la verificación del mérito, en contravía del mandato 

del artículo 2 del Texto Superior, que impone como obligación del Estado velar por el goce 

efectivo de los derechos, lo cual no se satisface con el reconocimiento de una 

compensación económica. 
 
(...) 
 
Además de las razones previamente expuestas, se considera que la pretensión del 

accionante no se enmarca dentro del escenario de efectividad de las medidas cautelares en 

el proceso contencioso administrativo, por las siguientes razones: 
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Primero, porque la suspensión de un acto administrativo exige que se aprecie una posible 

violación de la ley, que surja del análisis del acto demandado y de su confrontación con 

las normas invocadas como vulneradas. En este caso, no se advierte la existencia de una 

oposición normativa que sea evidente, como lo demanda la ley y lo requiere la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, sino de una controversia en la que se solicita darle 

aplicación directa al criterio de mérito que introduce la Constitución, con la particularidad 

de que, en el curso de la tutela, se produjo un proceso de tránsito legislativo que, como lo 

advierte la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, contaba con un criterio 

unificado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, conforme al cual la Ley 1960 de 

2020, en cuyo artículo 6 se dispone que la lista de elegibles se aplicará “en estricto orden 

de méritos” para cubrir “las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes 

definitivas de cargos equivalentes no  convocados, que surjan con posterioridad a la 

convocatoria de concurso en la misma entidad”, únicamente se debía aplicar para los 

procesos de selección cuyos acuerdos de convocatoria hayan sido aprobados después de su 

entrada en vigor, esto es, el 27 de junio de 2019 y, en el caso bajo examen, tal actuación 

tiene su origen en el año 2016. Por consiguiente, no se trata de un caso en donde se advierta 

la simple confrontación de normas como supuesto legal que habilite la medida cautelar de 

suspensión provisional, en los términos del artículo 231 del CPACA. 

 

Segundo, porque la discusión no permite una medida conservativa, en tanto que lo que se 

busca es precisamente reclamar un derecho que había sido objeto de una respuesta 

negativa por parte de la administración. Y tampoco cabe la orden de adoptar una decisión 

administrativa, por cuanto ella es el sustento propio de la controversia de fondo, y al tratarse 

de una medida anticipativa, solo se justifica ante la inminencia de un daño mayor, hipótesis 

de apremio que no resulta evidente en este caso, al tener que verificarse el alcance de una 

garantía de raigambre constitucional y el tránsito legislativo ocurrido sobre la materia. 

 

Por el conjunto de razones expuestas, se advierte la falta de eficacia e idoneidad de las 

vías de lo contencioso administrativo para dar respuesta a la controversia planteada, lo 

que  amerita  su  examen a  través  de  la  acción  de  tutela,  como  medio  principal de 

protección de los derechos invocados. Por esta razón, se procederá a plantear el problema 

jurídico bajo examen y a determinar los aspectos que serán objeto de evaluación por parte 

de este Tribunal, con base en los cuales se adelantará el examen del caso concreto. 

 

b. Problema jurídico 
 
(…) la Corte debe determinar si se configura una vulneración de los derechos del 

accionante al trabajo y al acceso y ejercicio de cargos públicos, como consecuencia de la 

decisión del ICBF de no acudir a la lista de elegibles contenida en la Resolución No. 

20182230073845 del 18 de julio de 2018 para ocupar la vacante de Defensor de 

Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, que se generó con 

posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016. 
 
c. Ley 1960 de 2019 y su aplicación en el tiempo: 

 

3.6.1. El 27 de junio de 2019, el Congreso de la República expidió la Ley 1960 de 2019, 

"Por el cual se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto Ley 1567 de 1998 y se dictan 

otras disposiciones". En ella se alteraron figuras como el encargo, se dispuso la 

profesionalización del servicio público, se reguló la movilidad horizontal en el servicio 

público y, en particular, respecto de los concursos de méritos, se hicieron dos cambios a la 

Ley 909 de 2004. 
 
(…) 
 
El segundo cambio consistió en la modificación del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, en 

el sentido de establecer que, como se mencionó con anterioridad, con las listas de elegibles 

vigentes se cubrirían no solo las vacantes para las cuales se realizó el concurso, sino también 
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aquellas “vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con 

posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma entidad”. Por último, la normativa 

en comento dispuso que su vigencia se daría a partir de la fecha de publicación. 
 
Como se aprecia, el cambio incluido en el artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, comporta una 

variación en las reglas de los concursos de méritos, particularmente en relación con la 

utilización de las listas de elegibles. Así, la normativa anterior y la jurisprudencia de esta 

Corporación sobre el tema, partían de la premisa de que la norma establecía que las listas 

de elegibles únicamente podrían usarse para los cargos convocados y no otros, a pesar de 

que con posterioridad a la convocatoria se generaran nuevas vacantes definitivas. Con 

ocasión de la referida modificación, esta Sala deberá definir la aplicación en el tiempo de 

dicha norma, comoquiera que, su uso, en el caso concreto, prima facie, proveería un 

resultado distinto de aquel que podía darse antes de su expedición, no solo debido al 

cambio normativo, sino también a la consecuente inaplicabilidad del precedente señalado 

de la Corte respecto del uso de la lista de elegibles, ya que la normativa en la cual se 

insertaron esos pronunciamientos varió sustancialmente. 
 
3.6.3. Ahora bien, en lo que respecta a la aplicación del artículo 6 la Ley 1960 de 2019 a las 

listas de elegibles conformadas por la Comisión Nacional del Servicio Civil y a aquellas 

que se expidan dentro de los procesos de selección aprobados antes del 27 de junio de 

2019, sea lo primero advertir que, por regla general, esta disposición surte efectos sobre 

situaciones que acontecen con posterioridad a su vigencia. Sin embargo, el ordenamiento 

jurídico reconoce circunstancias que, por vía de excepción, pueden variar esta regla 

general dando lugar a una aplicación retroactiva, ultractiva o retrospectiva de la norma, 

por lo que se deberá definir si hay lugar a la aplicación de alguno de dichos fenómenos, 

respecto de la mencionada ley. 
 
(…) 
 
Ninguno de los anteriores efectos de la ley en el tiempo se aplica en el caso subjudice. El 

último fenómeno, que por sus características es el que podría ser utilizado en el caso 

concreto, es el de la retrospectividad, que ocurre cuando se aplica una norma a una 

situación de hecho que ocurrió con anterioridad a su entrada en vigencia, pero que nunca 

consolidó la situación jurídica que de ella se deriva, “pues sus efectos siguieron vigentes o 

no encontraron mecanismo alguno que permita su resolución en forma definitiva”. Este 

fenómeno se presenta cuando la norma regula situaciones jurídicas que están en curso al 

momento de su entrada en vigencia. 
 
Para el caso de la modificación introducida al artículo 31 de la Ley 909 de 2004 por la 

Ley 1960 de 2019, se tiene que la situación de hecho respecto de la cual cabe hacer el 

análisis para determinar si hay o no una situación jurídica consolidada es la inclusión en la 

lista de elegibles. De esta forma, deberá diferenciarse, por un lado, la situación de 

quienes ocuparon los lugares equivalentes al número de vacantes convocadas y que, en 

virtud de ello tienen derecho a ser nombrados en los cargos convocados y, por el otro, la 

situación de aquellas personas que, estando en la lista de elegibles, su lugar en ellas 

excedía el número de plazas convocadas. 
 
Como fue planteado en el capítulo anterior, la consolidación del derecho de quienes 

conforman una lista de elegibles “se encuentra indisolublemente determinado por el lugar 

que se ocupó dentro de la lista y el número de plazas o vacantes a proveer”. Así las cosas, 

las personas que ocuparon los lugares equivalentes al número de vacantes convocadas 

tienen un derecho subjetivo y adquirido a ser nombrados en período de prueba en el cargo 

para el cual concursaron, de suerte que respecto de ellos existe una situación jurídica 

consolidada que  impide la  aplicación de  una  nueva ley  que  afecte o  altere dicha 

condición. Sin embargo, no ocurre lo mismo respecto de quienes ocuparon un lugar en la 

lista que excedía el número de vacantes a proveer, por cuanto estos aspirantes únicamente 

tienen una expectativa de ser nombrados, cuando quiera que, quienes los antecedan en la 
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lista, se encuentren en alguna de las causales de retiro contenidas en el artículo 41 de la Ley 

909 de 2004. 
 
Para la Sala, el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la Ley 1960 de 

2019, regula la situación jurídica no consolidada de las personas que ocupaban un lugar en 

una lista de elegibles vigente que excedía el número de vacantes ofertadas, por lo que las 

entidades u organismos que llevaron a cabo los concursos deberán hacer uso de estas, en 

estricto orden de méritos, para cubrir las vacantes definitivas en los términos expuestos en 

la referida ley. Lo anterior no implica que automáticamente se cree el derecho de quienes 

hacen parte de una lista de elegibles a ser nombrados, pues el ICBF y la CNSC deberán 

verificar, entre otras, que se den los supuestos que permiten el uso de una determinada 

lista de elegibles, esto es, el número de vacantes a proveer y el lugar ocupado en ella, 

además de que la entidad nominadora deberá adelantar los trámites administrativos, 

presupuestales y financieros a que haya lugar para su uso. 
 
Por último, se aclara que en este caso no se está haciendo una aplicación retroactiva de la 

norma respecto de los potenciales aspirantes que podrían presentarse a los concursos 

públicos de méritos para acceder a los cargos que ahora serán provistos con las listas de 

elegibles vigentes en aplicación de la nueva ley. En efecto, tanto la situación de quienes 

tienen derechos adquiridos como de quienes aún no han consolidado derecho alguno, 

están reservadas para las personas que conformaron las listas de elegibles vigentes al 

momento de expedición de la ley, de manera que el resto de la sociedad está sujeta a los 

cambios que pueda introducir la ley en cualquier tiempo, por cuanto, en esas personas 

indeterminadas no existe una situación jurídica consolidada ni en curso. 
 
(…) 
 
3.6.5. En conclusión, con el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la 

mencionada ley respecto del uso de la lista de elegibles, hay lugar a su aplicación 

retrospectiva, por lo que el precedente de la Corte que limitaba, con base en la normativa 

vigente en ese momento, el uso de las listas de elegibles a las vacantes ofertadas en la 

convocatoria, ya no se encuentra vigente, por el cambio normativo producido. De manera 

que, para el caso de las personas que ocupan un lugar en una lista, pero no fueron 

nombradas por cuanto su posición excedía el número de vacantes convocadas, es posible 

aplicar la regla contenida en la Ley 1960 de 2019, siempre que, para el caso concreto, se 

den los supuestos que habilitan el nombramiento de una persona que integra una lista de 

elegibles y ésta todavía se encuentre vigente. 
 
2º. Como ya se expresó, es dable aducir que los hechos a mencionarse transcurrieron con 

anterioridad a la expedición de la Sentencia T-340 de 2020 por parte de la Corte 

Constitucional. 

 

3. Mediante acuerdo No. 2016000001 del 5 de Septiembre del 2016 la CNSC convoco a 

concurso de méritos para proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al 

sistema general de carrera administrativa de la planta de personal del ICBF; Convocatoria 

número 433 de 2016. 

  

4. Me inscribí para optar por la vacante del empleo identificado con el código OPEC No. 

39458, denominado profesional universitario código 2044, grado 11, superando a 

satisfacción todas las etapas. 

  

5. Mediante resolución No. CNSC 20182230040585 del 26 de Abril del 2018 se conformó 

la lista de elegibles para proveer una vacante, quedando el suscrito en el tercer (3) lugar. 

Dicha resolución quedo en firme el 17 de Mayo del 2018 y conforme al art. 64 del acuerdo 

20161000001376 de 2016 tiene una vigencia de dos (2) años.  
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6. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar nombró en el empleo a quien ocupó el 

primer lugar, evento en que automáticamente –por recomposición- pase a ocupar el 

segundo puesto, de conformidad con el artículo 63 del acuerdo de la convocatoria. 

  

7. En la resolución antes referenciada por la que se conformó la lista de elegibles, en el 

ARTÍCULO CUARTO se dispuso: 

 

“ARTÍCULO CUARTO. Una vez agotadas las listas de elegibles para cada ubicación 

geográfica de un mismo empleo, se consolidará la lista general que será usada en estricto 

orden de mérito para proveer las vacantes que no se puedan cubrir con la lista territorial, 

previa realización de una audiencia de escogencia de plaza de conformidad conel 

procedimiento establecido en la Resolución 3265 de 2010.  Así mismo dichas listas serán 

utilizadas para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 

empleos convocados.” 

  

8. La disposición antes transcrita me otorgaba la posibilidad de acceder a uno de los cargos 

nuevos que quedaran vacantes durante la vigencia de la lista de elegibles, lo que era mi 

expectativa y me encontraba a la espera de ello. 

 

9. Sin embargo, fue revocada con posterioridad por la Comisión, mediante Resolución No, 

20182230156785 del 22 de noviembre de 2018, con el argumento de que no armonizaba 

con el artículo 1 de la ley 1894 de 2012, el artículo 62 de la convocatoria y la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, en el entendido de que conforme a tales 

disposiciones, las listas solo podían ser utilizadas para proveer de manera específica las 

vacantes definitivas que se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, por la 

configuración de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 

de la ley 909 de 2004. 

 

10. Esta determinación impidió que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar hiciera 

uso de las listas de elegibles para el cargo para el que concursé y que en la actualidad me 

encuentro reclasificado de segundo en la lista. 

  

11. Previo a la conformación de la lista de legibles, el Gobierno Nacional expidió el 

Decreto 1479 de 2017, “Por medio del cual se suprime la planta de personal de carácter 

temporal y se modifica la planta de personal de carácter permanente del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de Lleras” y se dictan otras 

disposiciones.”, suprimiendo 10 cargos de Profesional Grado 11 código 2044 y creando 10 

de igual denominación de carácter permanente, determinando que los mismos debían 

proveerse siguiendo el procedimiento establecido en el decreto ley 909 de 2004. 

  

12. Con base en la revocatoria del ARTÍCULO CUARTO de las Resoluciones que 

conformaron las listas de elegibles, la Comisión Nacional del Servicio Civil, aun 

existiendo listas de elegibles, mediante Resolución 20182230162005 del 4 de diciembre de 

2018 declaró desierto el concurso para algunas vacantes ofertadas en el marco de la 

convocatoria 433 de 2016, entre ellas 5 del cargo de PROFESIONAL UNIVERSITARIO 

código 2044 grado 11 para el que concursé y estoy en lista de elegibles, con el argumento 

de que no contaban con aspirantes inscritos o no cumplen con los requisitos mínimos, o no 

superaron las pruebas escritas eliminatorias de competencias básicas y funcionales. 

 

13. El 27 de junio de 2019 se expidió la ley 1960 de 2019, la cual modificó la forma en 

que se deben proveer los empleos de acuerdo al siguiente texto: 

 

“ARTÍCULO 6. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

“ARTÍCULO 31. El proceso de selección comprende: 
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1 (…)  

 

2 (…) 

 

3 (…) 

 

4 Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 

contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito la lista de 

elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de méritos 

se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de 

cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de 

concurso en la misma Entidad. 

 

ARTÍCULO 7. La presente Ley rige a partir de su publicación, modifica en lo pertinente la 

Ley 909 de 2004 y el Decreto-Ley 1567 de 1998, y deroga las demás disposiciones que le 

sean contrarias.” 

 

14. También, por cuanto de conformidad con lo previsto en el Decreto 1083 de 2015, se 

entiende por cargos equivalentes: 

  

“ARTÍCULO 2.2.11.2.3 Empleos equivalentes. Se entiende que un cargo es equivalente a 

otro cuando tienen asignadas funciones iguales o similares, para su desempeño se exijan 

requisitos de estudio, experiencia y laborales iguales o similares y tengan una asignación 

básica mensual igual o superior, sin que en ningún caso la diferencia salarial supere los dos 

grados siguientes dela respectiva escala cuando se trata de empleos que se rijan por la 

misma nomenclatura, o el 10% de la asignación básica cuando a los empleos se les aplique 

nomenclatura diferente. (Decreto 1227 de 2005, art. 89 modificado por el art. 1 del 

Decreto 1746 de 2006). 

 

15. La jurisprudencia Constitucional, y en especial, la Sentencia de tutela T-340 del 

veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020), y diversos fallos judiciales proferidos 

en el marco de la convocatoria 433 precisamente por casos semejantes al aquí planteado, 

han reconocido que la Ley 1960 de 2019 aplica a los concursos vigentes, convocados con 

anterioridad a su entrada en vigencia, para el caso concreto la convocatoria 433 del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, como también por optar por cargos 

equivalentes ya que la misma ley al reformar la ley 909 de 2004 así lo estipulo. 

 

A continuación los relaciono:  

 

1. Radicado: 76001-33-33-021-2019-00234-01, Tribunal Contencioso Administrativo del 

Valle del Cauca, Accionante: Jessica Lorena Reyes Contreras; Magistrada Ponente: 

Zoranny Castillo Otálora: proferido el 18 de noviembre de 2019, fallo de segunda 

instancia. En este se dispuso: 
 

"TERCERO: INAPLÍQUESE por inconstitucional, el "Criterio 

Unificado sobre listas de elegibles en el contexto de la Ley 1960 de 

2019", proferido por la CNSC el 1° de agosto de 2019, por lo 

expuesto en la parta motiva de este proveido. 

 

CUARTO: ORDENASE a la CNSC que (i) dentro de las cuarenta 

y ocho notes siguientes de notificada esta decisión, oferte los 49 

cargos de Profesional universitario Código 2044, grado 8 creados 

mediante el Decreto 1479 de 2017 para el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar, con el fin de que quienes conforman las listas 

de elegible opten, proceso que no podrá exceder el término de un 
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mes calendario contado a partir del cumplimiento de 48 horas; (ii) 

elabore  la  lista  de  elegibles  dentro  de  los quince  (15)  días 

siguientes y debidamente notificado el acto y en firme lo remita al 

ICBF en el término máximo de cinco (5) días hábiles. 

 

QUINTO: ORDENASE al ICBF, recibida la lista de elegibles por 

parle de la CNSC, en el término de ocho (8) diez hábiles deberá 

nombrar a los aspirantes en estricto orden de mérito. 
 

SEXTO: La presente decisión tiene efectos inter comunis para 

todas aquellas personas que conforman la lista de elegibles 

contenida en la resolución N° CNSC-201822300040835 del 26 de 

abril de 2018, y que no acudieron al proceso coma accionantes." 

 

2. Radicado: 15001-33-33-012-2020-00007-01, Tribunal Administrativo de Boyacá, 

Accionante: Fabián Orlando Orjuela Ramírez; Magistrada Ponente: Clara Elisa 

Cifuentes Ortiz proferido el 12 de marzo de 2020, fallo de segunda instancia 

 

3. Radicado: 11001-33-42-055-2020-00079-00, Tribunal Administrativo De 

Cundinamarca - Sección Primera - Subsección “A”, Accionante: Manuel Fernando 

Duran Gutiérrez; proferido el 16 de junio de 2020; Magistrado Ponente: Luis Manuel 

Lasso Lozano; fallo de segunda instancia 

 

4. Radicado: 17174310400120200000901, Tribunal Superior - Penal – Manizales”, 

Accionante: Eleonora Maya Ospina; Magistrado Ponente: Antonio María Toro Ruiz 

proferido el 17 de abril de 2020, fallo de segunda instancia. 

 

5. Radicado: 73001-33-33-005-2020-00058-01, Tribunal Administrativo Del Tolima, 

Accionante: Alexis Díaz González- María Cecilia Arroyo Rodríguez- Yennifer Ruiz 

Gaitán; Magistrado Ponente: José Andrés Rojas Villa; proferido el 14 de abril de 2020, 

fallo de segunda instancia. En un aparte de su parte motiva dijo:  
 

“Adicionalmente, se debe tener en cuenta que aunque la redacción original del 

numeral 4° del artículo 31 de la ley 909 del 23 de septiembre de 2004 dictó que con la 

lista de elegibles “se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso”, la 

ley 1960 del 27 de junio de 2019, modificó tal artículo, según el cual con la lista de 

elegibles “se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las 

vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con 

posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma entidad”.   

 

Resulta, entonces, evidente que ha operado un tránsito de legislación en cuya virtud, 

compete la sala evaluar si se dan los presupuestos para que la Ley 1960 de 2019 sea 

aplicable a Alexis Díaz González, María Cecilia Arroyo y Yennifer Ruiz Gaitán o si, 

por el contrario, debe seguirse con la Ley 909 de 2004 sin modificaciones.  

 

Respecto a esto, es claro que, por regla general, las normas rigen hacia el futuro una 

vez son divulgadas, y excepcionalmente regirán ultra activa o retroactivamente, pero 

adicionalmente se ha aceptado otra modalidad de aplicación temporal de las normas 

denominada retrospectividad, que a las luces de la sentencia T-564 de 2015 consiste 

en:  “la posibilidad de aplicar una determinada norma a situaciones de hecho que, si 

bien tuvieron lugar con anterioridad a su entrada en vigencia, nunca vieron 

definitivamente consolidada la situación jurídica que de ellas se deriva, pues sus 

efectos siguieron vigentes o no encontraron mecanismo alguno que permita su 

resolución en forma definitiva.  
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En este sentido, ha sido unánimemente aceptado por la jurisprudencia de todas las 

Altas Cortes que si bien en principio las normas jurídicas solo tienen aplicabilidad a 

situaciones que tuvieron lugar con posterioridad a su vigencia, ello no presenta 

impedimento alguno para que, en los casos en los que la situación jurídica no se ha 

consolidado o sus efectos siguen surtiéndose, una nueva norma pueda entrar a regular 

y a modificar situaciones surtidas con anterioridad a su vigencia.”  

 

Como consecuencia de lo anterior, siendo la generalidad de las leyes que surjan 

efectos ex nunc, una norma posterior podrá regular situaciones anteriores siempre y 

cuando sean meras expectativas y no situaciones jurídicas consolidadas, como quiera 

que de estas últimas se entenderán finiquitadas sus consecuencias bajo la ley antigua.  

 

Bajo esta premisa de que los aspirantes que figuran en una lista de elegibles cuentan 

con una mera expectativa salvo aquél que ocupe el primer lugar, único de quien se 

predica un derecho adquirido, y teniendo de presente que el nominador no cuenta con 

una facultad sino con un deber al momento de recurrir a la lista de elegibles, a efectos 

de proveer un cargo de grado y denominación iguales para el cual se abrió 

originalmente el concurso de méritos, la sala encuentra que es dable aplicar 

retrospectivamente la Ley 1960 de 2019 a las accionantes, puesto que su situación no 

se encuentra consolidada dentro de la Convocatoria 433 de 2016.” 

 

El Consejo De Estado Sala de Lo Contencioso Administrativo Sección Tercera 

Subsección A; Consejera Ponente: María Adriana Marín el día, diecinueve (19) de 

junio de dos mil veinte (2020), número de Radicación: 11001-03-15-000-2020-01727-

00; Demandante: Roberto Salazar Fernández; Demandado: Tribunal Administrativo 

Del Tolima. En la parte considerativa de su sentencia, la sala del Consejo de estado 

frente al fallo de tutela del Tribunal Administrativo Superior del Tolima Radicado: 

73001-33-33-005-2020-00058-01, que se pretendió atacar por medio de otra acción de 

tutela dijo lo siguiente:  

 

“Visto lo anterior, es claro que la presente solicitud de amparo deviene en 

improcedente, justamente porque busca revivir la discusión del proceso de tutela que 

ahora se cuestiona, concerniente a la viabilidad del uso de la lista de elegibles que se 

conformó luego de haberse concluido todas las etapas de la Convocatoria 433 de 

2016, a fin de proveer unas vacantes de iguales características a las del cargo 

denominado defensor de familia, código 2125, grado 17, lo cual fue estudiado y 

resuelto razonablemente por el Tribunal Administrativo del Tolima en la providencia 

atacada, decisión que se fundó no solo en la ley y la jurisprudencia, sino en el mérito 

como postulado constitucional de indispensable aplicación en casos relacionados con 

el acceso a la carrera administrativa.” 

 

6. Radicado: 19-001-31-05-002-2020-00072-01, Tribunal Superior Del Distrito Judicial 

De Popayán Sala Laboral, Accionante: Ángela Cecilia Astudillo Montenegro; 

Magistrado Ponente: Leónidas Rodríguez Cortés; proferido el 09 de junio de dos mil 

veinte (2020), fallo de segunda instancia 

 

7. Radicado: 54-518-31-12-002-2020-00033-01, Tribunal Superior Del Distrito Judicial 

De Pamplona Sala Única De Decisión   Accionante: Luz Mary Díaz García; 

Magistrado Ponente: Nelson Omar Meléndez Granados; proferido el 30 de junio de dos 

mil veinte (2020), fallo de segunda instancia.  

 

8. Radicado: 15238-31-04-002-2020-00002-01, Tribunal Superior Del Distrito Judicial 

De Santa Rosa De Viterbo Accionante: Luis Orlando Buitrago Sánchez; Magistrado 

Ponente: Eurípides Montoya Sepúlveda; proferido el 25 de junio de dos mil veinte 

(2020), fallo de segunda instancia. 
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9. Radicado: 76147-33-33-001-2020-00065-00, Tribunal Administrativo Del Valle Del 

Cauca Accionante: Luisa María Flórez Valencia; Magistrado Ponente: Omar Edgar 

Borja Soto; proferido el 30 de abril de 2020; fallo de segunda instancia. 

 

10. Radicado: 680013333001-2020-00079-01, Tribunal Administrativo De Santander 

Accionante: MARTHA LUCIA PERICO RICO; Magistrada Ponente: Claudia Patricia 

Peñuela Arce; proferido el 10 de junio de 2020; fallo de segunda instancia 

 

11. Radicado: 52-001-33-33-007-2020-00041, Tribunal Administrativo De Nariño 

Accionante: ANDRES MAURICIO JARAMILLO VALLEJO; Magistrada Ponente: 

PAULO LEÓN ESPAÑA PANTOJA; proferido el veinticuatro (24) de junio de dos 

mil veinte (2020); fallo de segunda instancia. 

 

12. Radicado: 23-001-31-05-001-2020-00028-00, Tribunal Superior De Montería, 

Accionante: Oscar Eduardo Sánchez Rodríguez; proferido el junio 1º de 2020; 

Magistrado Ponente: Cruz Antonio Yánez Arrieta; Fallo de segunda instancia. 

 

13. Radicado: 760013105 006 2020 00149 02, Tribunal Superior Del Distrito Judicial De 

Cali Sala Cuarta De Decisión Laboral, Accionante: Carmenza Mesa Muñoz; 

Magistrada Ponente: Mónica Teresa Hidalgo Oviedo; proferido el junio 23 de 2020; 

Fallo de segunda instancia. En este se dispuso:  

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO. REVOCAR la sentencia 104 del 14 de mayo de 2020 

proferida por el Juzgado Sexto Laboral del Circuito de Cali, para 

en su lugar, CONCEDER el amparo constitucional deprecado por 

la señora CARMENZA MESA MUÑOZ en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF y de la 

COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, por la 

vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso 

administrativo, el acceso a la carrera administrativa por mérito, 

igualdad de oportunidades y al trabajo, ello conforme a las razones 

expuestas en la parte considerativa de esta providencia.  

 

SEGUNDO. En consecuencia, REQUERIR al INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR –ICBF, para que 

adelante los trámites administrativos y financieros necesarias y 

suficientes, derivados del uso de lista de elegibles para proveer 

vacantes surgidas con posterioridad a la convocatoria de que hace 

parte la accionante CARMENZA MESA MUÑOZ y en 

consecuencia, se le ORDENA a su Directora General LINA MARÍA 

ARBELÁEZ, o quien haga sus veces, que en el término perentorio 

de CINCO (5) DÍAS HÁBILES contados a partir de la notificación 

de esta providencia, en virtud de la petición elevada por la 

accionante, proceda a: 1) realizar la verificación de la planta 

global de los empleos que cumplen con las características de aquel 

solicitado por la accionante, que corresponde al mismo por el que 

concursó y en especial la ubicación geográfica de cada uno de 

estos, 2) reportar la OPEC o actualizar la IMPUGNACIÓN DE 

CARMENZA MESA MUÑOZ Vs/. CNSC e ICBF RADICACIÓN 

No. 76001 31 05 006 2020 00149 02 M.P. DRA. MÓNICA TERESA 

HIDALGO OVIEDO 25 existente en el aplicativo Sistema de Apoyo 

para la Igualdad, el mérito y la oportunidad –SIMO- y, 3) realizar 

ante la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC, la 
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solicitud de uso de las listas de elegibles en los términos dispuestos 

por la Ley y los reglamentos con las erogaciones presupuestales 

que ello implica, debidamente determinadas por la CNSC y 

finalmente, en el evento de ser autorizado el uso de la lista por la 

CNSC, en el mismo término, contado desde la comunicación de 

dicha autorización, proceda a realizar el nombramiento de la 

accionante en el cargo deprecado.  

 

TERCERO. ORDENAR a la COMISIÓN NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL – CNSC, representada legalmente por su 

Presidente, FRÍDOLE BALLÉN DUQUE, que en el término 

perentorio de DIEZ (10) DÍAS contados a partir de la solicitud de 

uso de listas de elegibles por parte del ICBF para proveer vacantes 

iguales al empleo ofertado con la OPEC 39529 en la Convocatoria 

433 de 2016, proceda a: 1) informar si existen elegibles que 

cumplan con los requisitos para el uso de listas de los empleos que 

satisfacen las condiciones, 2) definir la tarifa que debe asumir y 

pagar la entidad - ICBF, y 3) realizar todos los demás trámites 

correspondientes para que finalmente de resultar procedente se 

expida acto administrativo de autorización de uso listas de 

elegibles y su remisión, y con ello el ICBF pueda realizar los pagos 

respectivos y efectuar el nombramiento a que haya lugar, todo, sin 

perjuicio de ajustar conjuntamente, las accionadas, los 

cronogramas que deben adoptar antes del vencimiento de la lista 

de la accionante.  

 

CUARTO. ORDENAR al ICBF que publique el presente fallo en el 

aparte correspondiente de su página web.  

 

QUINTO. Dentro del término legal envíese el expediente en 

medios electrónicos a la H. Corte Constitucional para su eventual 

revisión. SEXTO. NOTIFÍQUESE electrónicamente a las partes 

esta decisión por ser el medio más expedito, conforme a los 

Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, a los correos que reposan 

en las diligencias, en atención a la situación de emergencia 

sanitaria derivada de la pandemia por COVID 19 y las medidas de 

aislamiento preventivo obligatorio.” 

 

En la parte considerativa del fallo también se expuso: 

 

“En consecuencia, advierte la Sala que con el proceder omisivo de las accionadas, 

relativo a dar pronto y cabal inicio a los procedimientos señalados para que se 

determine la procedencia o no del nombramiento deprecado por la accionante, se 

generan barreras de carácter administrativo y una dilación injustificada que, sin duda 

trasgrede el derecho al debido proceso de la señora CARMENZA MESA MUÑOZ, 

pues a la fecha el ICBF no ha demostrado el más mínimo interés, a pesar de señalar 

en su respuesta que ha dado inicio a ello, en adelantar los trámites respectivos para 

dar cumplimiento al criterio unificado emitido por el órgano rector de la carrera 

administrativa, lo que trasgrede el derecho que le asiste a la tutelante de solicitar un 

cargo que se ajuste a aquel para el cual concursó en la convocatoria 433 de 2016 y 

frente al cual las decisiones del órgano competente, incluso antes de la expedición del 

criterio unificado dirigido al IMPUGNACIÓN DE CARMENZA MESA MUÑOZ Vs/. 

CNSC e ICBF RADICACIÓN No. 76001 31 05 006 2020 00149 02 M.P. DRA. 

MÓNICA TERESA HIDALGO OVIEDO 22 “uso de listas de elegibles en el contexto 

de la ley 1960 de 27 de junio de 2019” proferido el 16 de enero de 2020 por la Sala 

Plena de la CNSC, le han conferido confianza legítima acerca de que es una potencial 
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aspirante. Con lo expresado, concluye esta Sala que tanto la COMISIÓN NACIONAL 

DEL SERVICIO CIVIL -CNSC como el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR –ICBF, vulneraron los derechos al debido proceso administrativo y 

trabajo de la accionante, y de contera el principio de confianza legítima, así como el 

acceso a la carrera administrativa por mérito e igualdad de oportunidades, y por tal 

razón, habrá de revocarse la sentencia impugnada.” 

 

Importante decir; la señora se presentó para un municipio en el Departamento del 

Tolima, y reclamó la utilización de los “empleos equivalentes”, concepto definido en 

la Ley 1083 de 2015, porque en la OPEC donde ella participo no quedaron plazas. En 

otras palabras, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali, ya decidió sobre un caso 

igual pues se trataba de una vacante del mismo código, mismo grado que el mío -por 

empleo equivalente-, debido a que en la ciudad para la cual se presentó, no había 

vacantes.  

 

14. Radicado: 680013333011-2020-00070-00, Tribunal administrativo de Santander, 

Accionante: Ángela Patricia Caicedo Lara; Magistrado Ponente: Rafael Gutiérrez 

Solano; proferido el mayo 19 de 2020; Fallo de segunda instancia 

 

15. Radicado: 76001333300720200006000, Tribunal Contencioso Administrativo 

Risaralda Juliana Muñoz Jiménez; Fallo de segunda instancia 

 

16. Radicado: 76834310300120200005201, Tribunal Superior - Civil - Familia - Buga, 

Accionante: Alejandra García Serna; Magistrado Ponente: María Patricia Balanta 

Medina; proferido el junio 6 de 2020; Fallo de segunda instancia 

 

17. Radicado: 19001-3185-002-2020-00024-00, Tribunal Superior Del Distrito Judicial De 

Popayán, Accionante: Olga Lucia Chavarría Arboleda Magistrada Ponente: María 

Consuelo Córdoba Muñoz; proferido el junio 23 de 2020; Fallo de segunda instancia 

 

18. Radicado: 54001333300220200009800, Tribunal Superior Administrativo Cúcuta, 

Accionante: Jesús Armando Osorio; proferido el julio 30 de 2020; Fallo de segunda 

instancia 

 

19. Radicado: 19001311000220200011001, Tribunal Superior Del Distrito Judicial De 

Popayán Sala Civil Familia, Accionante: Eliud Velasco Gómez; Magistrado Ponente: 

Manuel Antonio Burbano Goyes; proferido el 6 de agosto de 2020; Fallo de segunda 

instancia 

 

20. Radicado: 11001334205520200013001, Tribunal Administrativo De Cundinamarca - 

Sección Primera - Subsección “A”, Accionante: Luz Helena Arévalo Rodríguez; 

proferido el 4 de septiembre de 2020; Magistrado Ponente: Alfonso Sarmiento Castro; 

fallo de segunda instancia 

 

21. Radicado: 05001 33 33 031 2020 00152 01 acumulado con el proceso 05001 33 33 031 

2020 00054 01; Tribunal Administrativo De Antioquia Sala Quinta – Mixta 

accionantes: Gustavo Adolfo Pineda y Wilson Bastos Delgado, sentencia proferida el 

quince (15) de septiembre de dos mil veinte (2020), fallo de segunda instancia  

 

22. Radicado: 05001 33 33 031 2020 00152 01 Tribunal Superior Del Distrito Judicial De 

Pamplona Sala Única De Decisión   Accionante: Martha Cecilia Luque Villareal; 

Magistrado Ponente: Nelson Omar Meléndez Granados; proferido el 18 de septiembre 

dos mil veinte (2020), fallo de segunda instancia 

 

23. Número: 2020-00178—01 (193) Tribunal Superior Del Distrito Judicial De Pasto Sala 

de decisión laboral; Accionante: Luz Helena Martínez Recalde; Magistrado Ponente: 
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Juan Carlos Muñoz; proferido el 16 de septiembre dos mil veinte (2020), fallo de 

segunda instancia 

 

24. Radicado: 08-001-31-5-007-2020-00141-01(000) Tribunal Superior Del Distrito 

Judicial De Barranquilla Sala Uno De Decisión Laboral; Accionante: Martha Helena 

Navarro Pizaro; Magistrado Ponente: Claudia María Fandiño de Muñiz; proferido el 07 

de octubre de dos mil veinte (2020), fallo de segunda instancia.  

 

25. Radicado: 05001310902720200004502 DESPACHO 000 - Tribunal Superior - Penal - 

Medellín; Accionante: Diana Patricia Gómez Madrigal; Magistrado Ponente: Santiago 

Apraez Villota; proferido el Fecha: 24 de Julio de 2020, fallo de segunda instancia. 

 

26. Radicado: 76001-33-33-008-2020-00117-01 Tribunal Contencioso Administrativo Del 

Valle Del Cauca Sin Sección Oral; Accionante: Yoriana Astrid Peña Parra Y Ángela 

Marcela Rivera Espinosa; Magistrado Ponente: Zoranny Castillo Otalora; proferido el 

Fecha: 17 septiembre de 2020, fallo de segunda instancia. 

 

16. Desconocer esta disposición es aceptar que las vacantes sean designadas a dedo y no 

por meritocracia, en contra del artículo 125 de la Constitución Nacional que prevé: 

 

“Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de 

elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los 

demás que determine la ley. 

 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la 

Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público. 

 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo 

cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y 

calidades de los aspirantes. 

  

El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por 

violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o 

la ley. 

 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento 

para un empleo de carrera, su ascenso o remoción. 

 

“PARÁGRAFO. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para 

cargos de elección tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o 

elegidos para ocupar tales cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán 

por el resto del período para el cual este fue elegido”. 

 

17. El día 16 de enero de 2020, la Sala Plena de la CNSC, aprobó el Criterio Unificado 

“USO DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DEL 27 DE 

JUNIO DE 2019”, donde estableció lo siguiente: 

 
De conformidad con lo expuesto, las listas de elegibles conformadas por la CNSC y aquellas 

que sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 

27 de junio de 2019, deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los 

empleos que integraron la Oferta Pública de Empleos de Carrera -OPEC- de la respectiva 

convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que 

correspondan a los "mismos empleos' entiéndase, con igual denominación, código, 

grado, asignación básica mensual, propósito, funciones, ubicación geográfica y 
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mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el proceso de selección se identifica el 

empleo con un numero de OPEC. 

 

18. En razón a lo anterior, me dirigí mediante derecho de petición calendado 29 de enero 

de 2020 a la CNSC y ICBF solicitando nombramiento; en síntesis responden, que debe 

realizar una serie de actividades de carácter administrativo y financiero para luego 

acceder a mi petición; respuesta que resulta estéril porque no da solución a lo solicitado 

vulnerando de esta forma mis derechos fundamentales a acceder a un cargo público de los 

que pido protección. 

 

19. Como se puede apreciar, la petición que elevé durante el termino de vigencia de mi 

lista de elegibles, tenía como finalidad lograr que CNSC e ICBF, en virtud de lo ordenado 

por el artículo 6º de la Ley 1960 de 2019, realicen acciones administrativas conjuntas para 

que se provean bajo el principio del mérito, las vacantes definitivas disponibles Código 

2044 Grado 11 con mi lista de elegibles. 

 

20. Bajo los argumentos esbozados, más que una expectativa de nombramiento es un 

derecho que tengo, porque existen vacantes a nivel nacional que no fueron provistas con el 

concurso de méritos, lo que va en contra de mi derecho a acceso a cargos públicos por el 

sistema de méritos, al trabajo, al debido proceso porque se interpretan normas al libre 

albedrío, y el derecho a la igualdad frente a quienes han acudido a este medio y se ha 

dispuesto su nombramiento.  Igualmente el derecho de petición, por cuanto no se 

absolvieron las inquietudes presentadas por el suscrito, mediante una respuesta de fondo, 

clara, concreta y precisa. 

 

21. El día 15 de Mayo de los cursantes, antes del vencimiento del termino de vigencia de mi 

lista, instaure acción de tutela; siendo asignada por reparto al juzgado 17 laboral del circuito 

de Cali; quien, mediante sentencia del 29 de Mayo, notificada el 10 de Junio de 2020 (Diez 

días después), TUTELO los derechos por mi invocados. 

 

22. Las accionadas, frente a la decisión adversa, deciden impugnar la sentencia de primera 

instancia; siendo asignada por el sistema de reparto al magistrado Antonio José Valencia 

M., Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral. 

 

23. El día 18 de agosto de esta anualidad, el Tribunal del Distrito Judicial de Cali, Sala 

laboral, dicta sentencia donde la declara improcedente, la notifica el 20 de agosto del 

2020. 

 

24. Dentro de su ejecutoria, el suscrito presenta escrito de solicitud de nulidad. Con 22 días 

de mora sin resolverse la misma, el día 16 de Septiembre, elevo petición solicitándoles 

textualmente: “Por medio de la presente me dirijo a Ud., con el fin de solicitarle me 

informe que trámite se le está dando a la solicitud de nulidad que radique en día 25 de 

Agosto de los cursantes, dentro de la acción de amparo con Rad.:76001-31-05-017-2020-

000178; en donde funjo como su promotor. Toda vez que hasta la fecha ya han 

transcurrido 22 días y que además no estamos frente a un proceso ordinario; donde los 

principios que gobierna a la misma es el de la celeridad y eficacia”. Al no recibir 

respuesta, el día 7 de Octubre, con 42 días de mora a esa fecha, quien promueve esta 

acción presenta escrito ante el Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca 

solicitando vigilancia judicial administrativa (todavía se encuentra en trámite). Anexo 

como prueba. 

 

25. Cumplidos 50 días de mora; mediante auto con fecha del 15 de Octubre del 2020; 

notificado ese mismo día, resuelve negar la solicitud de nulidad. 

Como se puede dar cuenta, la referida corporación, me ha violado lo(s) derecho(s) al 

debido proceso (artículo 29 superior), (artículo 228 ibídem), como también el derecho a la 

administración de justicia consagrado en el (artículo 229 de la C.P), el cual preceptúa: “Se 
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garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. La ley 

indicará en qué casos podrá hacerlo sin la representación de abogado”. 

 

Ahora bien, y tal como se expuso en la solicitud de nulidad; además de otros aspectos ahí 

planteados. El tribunal expide un fallo que a la luz de la jurisprudencia que ahí se 

referencia del órgano de cierre Constitucional, resulta arbitrario y carente de motivación, 

teniendo en cuenta que, sin ninguna justificación; omite, pasa por alto el precedente 

vertical de la Corte Constitucional, como el horizontal proferido por sus homólogos y que 

fueron puestos de presente; inclusive el de su misma sala -sala cuarta de decisión laboral-, 

(Radicado: 760013105 006 2020 00149 02, Tribunal Superior Del Distrito Judicial De Cali 

Sala Cuarta De Decisión Laboral, Accionante: Carmenza Mesa Muñoz; Magistrada 

Ponente: Mónica Teresa Hidalgo Oviedo; proferido el 23 de Junio de 2020; Fallo de 

segunda instancia). En este, la Accionante comparte el mismo código: 2044 y grado: 11 

que el mío, incluso se encuentra en la misma posición en su lista de elegibles por - 

recomposición- segundo lugar. En él se dispuso CONCEDER el amparo constitucional 

deprecado por la señora CARMENZA MESA MUÑOZ en contra del INSTITUTO 

COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – ICBF y de la COMISIÓN NACIONAL 

DEL SERVICIO CIVIL – CNSC, por la vulneración de los derechos fundamentales al 

debido proceso administrativo, el acceso a la carrera administrativa por mérito, igualdad de 

oportunidades y al trabajo. 

 

Con ese actuar el tribunal, no solo me violo el derecho al debido proceso y el derecho a la 

igualdad (Por desconocimiento del precedente de la H. Corte Constitucional); sino que 

además, violo los principios de la buena fe, confianza legítima, seguridad jurídica, 

transparencia y razón suficiente. Al limitarse solo a decir que la acción de amparo es 

improcedente, que debía acudir a la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, y 

para ello cita una jurisprudencia del Consejo de Estado; desconoce, que el precedente de 

la Corte Constitucional es prevalente y preferente, pero también por que, dada la 

contingencia, los despachos judiciales no prestaron sus servicios de justicia desde el 16 de 

marzo de este año y por lo tanto la acción contenciosa administrativa, tanto en esa 

oportunidad como ahora no ofrece la suficiente solidez para proteger en toda su dimensión 

los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a los cargos públicos; 

así lo dejo sentado la reciente sentencia de la H. Corte Constitucional . 

 

Así entonces, según los diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional, que 

constituyen precedente, y en concreto la reciente providencia de la H Corte Constitucional; 

la acción de tutela es el mecanismo idóneo para definir mi situación.  Se trata de mi 

derecho de ser nombrado en un cargo de carrera por ocupar en la actualidad un segundo 

lugar en la lista de elegibles y no es justo que la CNSC como el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar opte por no aplicar la ley 1960 de 2019 o interpretarla a su acomodo. 

 

26. Mientras estaba en trámite la tutela inicial, El día 6 de Agosto la comisión expidió 

COMPLEMENTACIÓN AL CRITERIO UNIFICADO "USO DE LISTAS DE 

ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 DE JUNIO DE 2019" del 

16 de enero de 2020. 

 

27. Desde cuando se instauró la tutela inicial hasta la fecha actual, se han proferido 26 

fallos, emitidos por distintos tribunales del país, donde tutelan nuestros derechos de los 

elegibles, convocatoria 433 de 2016- ICBF.  En la primera tutela solo se relacionaron 17, 

que se habían proferido hasta ese momento. Estos nuevos fallos, también constituyen 

hechos nuevos. 

 

28. En respuesta dada al señor Manuel Mena Zapata  -primero en la lista de elegibles de la 

cual hacemos parte-, dentro de una acción de amparo que el promovió; la accionada ICBF 

presenta un anexo técnico; en este se puede evidenciar que existe una de dos vacantes para 

Cali (V), Centro Zonal Suroriental, -lugar para la cual nos inscribimos-, que cumple con 
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el criterio de mismo empleo; las otras dos que se nombran ahí, que se encuentran en 

Bogotá, Centro Zonal Ciudad Bolívar y Risaralda Centro Zonal Pereira cumplen con el 

criterio de empleo equivalente –Rol apoyo y soporte. La adjunto –como prueba-, a la 

presente acción. 

 

Así también, en respuesta dada al mismo señor Mena; conforme a lo ordenado en el 

incidente de desacato, la accionada ICBF responde -se infiere por ser diferente Centro 

Zonal, en este caso Centro-; que existe otra para Cali (V), lugar para la cual nos 

inscribimos y que cumplen con el criterio de mismo empleo. A manera de ilustración, hay 

que decir, que en el Valle del Cauca existen 15 Centros Zonales, 6 de ellos se encuentran 

ubicados en la ciudad de Cali así: Centro Zonal Nororiental, Centro Zonal Sur, Centro 

Zonal Suroriental, Centro Zonal Especializado Centro, Centro Zonal Especializado 

Restaurar Cali y Centro Zonal Especializado Ladera. La que adjunto –como prueba-, a la 

presente acción. 

 

29. A causa de la pandemia generada por el Covid 19, la CNSC profirió actos 

administrativos, en los cuales suspendió los cronogramas y términos en los procesos de 

selección que adelanta dicha entidad, incluidas la firmeza individual y general de listas de 

elegibles, así: 

 

 Resolución N°4970 del 24 de marzo de 2020 “Por la cual la Comisión Nacional del 

Servicio Civil adopta medidas transitorias para prevenir y evitar la propagación del 

Covid-19”, la cual en su artículo primero estableció: “ Suspender los cronogramas y 

términos de los procesos de selección que adelanta la CNSC, incluidos aquellos 

atinentes a las reclamaciones, solicitudes de exclusión, expedición de listas y firmeza 

individual y general de listas, a partir del 24 de marzo y hasta el 13 de abril de 2020.”  

 

 Resolución N° 5265 del 13 de abril del 2020 “Por la cual se prorroga la Resolución 

4970 del 24 de marzo de 2020”, la cual en su artículo primero estableció: “-Prorrogar 

la Resolución 4970 del 24 de marzo de 2020, entre el 13 y el 26 de abril del mismo 

año, en atención a lo dispuesto en el Decreto 531 de 2020 en el marco de la emergencia 

por causa del Coronavirus COVID19”.  

 

 Resolución N° 5804 del 24 de abril de 2020 “Por la cual se prorroga la Resolución 

4970 del 24 de marzo de 2020 y se dictan otras disposiciones” la cual estableció: 

“ARTÍCULO PRIMERO:- Prorrogar lo dispuesto en las Resoluciones 4970 de 24 de 

marzo y 5265 del 13 de abril de 2020, hasta las cero horas (00:00 am) del día 11 de 

mayo de 2020.” , “ARTÍCULO SEGUNDO: - Reanudar las actuaciones 

administrativas de competencia de la CNSC, no referidas a los procesos de selección a 

que hace mención el artículo primero de la resolución 4970 de 2020. 

 

 Resolución No 5936 de 2020 "Por la cual se prorroga el término de aplazamiento de 

las etapas de reclutamiento y aplicación de pruebas en los procesos de selección, 

establecido en la Resolución 5804 de 24 de abril de 2020 y se dictan otras 

disposiciones. 

 

 Resolución 6264 de 2020 “Por la cual se prorrogan las Resoluciones 5804 del 24 de 

abril y 5936 del 8 de mayo de 2020, expedidas por la CNSC en el marco de la 

Emergencia Sanitaria por el Covid-19”. 

 

 Resolución 6451 de 2020 "Por la cual se prorroga el término de aplazamiento de las 

etapas de reclutamiento y aplicación de pruebas en los procesos de selección, 

establecido en las Resoluciones 5936 y 6264 de 2020, y se dictan otras disposiciones”. 
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 Resolución № 6858 de 26-06-2020 "Por la cual se prorroga la suspensión de términos 

establecida en la Resolución 6451 de 2020, y se dictan otras disposiciones”. 

 

 Resolución No 7068 de 2020 "Por la cual se prorroga la suspensión de términos 

establecida en la Resolución 6858 de 2020, y se dictan otras disposiciones”. 

 

 Resolución No 8294 de 2020 "Por la cual se prorroga la suspensión de términos 

establecida en la Resolución 7068 del 14 de julio de 2020 y se dictan otras 

disposiciones” 

 

30. Como circunstancia especial informo que soy padre de una niña menor de edad, que 

dependen completamente de mí, y que se ha visto afectada negativamente por el actuar del 

ICBF y la CNSC –Derecho de los niños-. Sobre este particular, en la sentencia emitida por 

el tribunal de Pamplona del 30 de Junio del 2020, Rad. 54-518-31-12-002-2020-00033-01, 

Mag. Ponente Dr. Nelson Mora Meléndez Granados, que arriba se referencia, se dijo: 

“(…) SUBSIDIARIEDAD.- 
 

Sobre este criterio, que controla el ejercicio suplementario de la acción de tutela, ha 

señalado la Corte Constitucional: (…) 45.   No   obstante,   la   Corte   ha   advertido   que   

el   estudio   de   la subsidiariedad de   la   acción   de   tutela   no   consiste en   una   

mera verificación formal de la existencia de otros mecanismos judiciales o 

administrativos. Por el contrario, le corresponde al juez constitucional analizar la 

situación particular del accionante y los derechos cuya protección se solicita, con el fin 

de comprobar si aquellos resultan eficaces para   la   protección de   los   derechos   

fundamentales.  Por ejemplo, en los asuntos que involucran derechos fundamentales 

de niños, niñas y adolescentes, el análisis del cumplimiento del requisito de 

subsidiariedad es menos riguroso, debido al interés superior de los menores de edad, 

garantizado por el artículo 44 de la Constitución (…). 

 

Por lo anterior, con el debido respeto elevo las siguientes: 

 

2. PETICIONES: 

 

Por lo expuesto, con base en los hechos, con fundamento en las pruebas que se aducen y  

conforme al derecho, debe entenderse que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  

- ICBF no ha dado el tratamiento que corresponde a la vacancia definitivas, o a los empleos 

que se encuentran provistos en provisionalidad, o por encargo  y que corresponden a un 

“mismo empleo” o también a uno empleo equivalente,  misma o similar  denominación,  

mismas  o  similares  funciones,  mismo o similar  grado,  y mismo o similar salario que el 

de los empleos contenidos en la Lista de Elegibles de la OPEC 39458 de la Convocatoria 

433 de 2016 de la CNSC, en la cual aparezco, sobre todo teniendo en cuenta que 

existen  empleos ocupados en provisionalidad o en Encargo que son equivalentes al 

empleo por el cual concursé y que incluso existe dos empleos considerados como  

“mismo empleo” 
 

Por todo lo expuesto, respetuosa y comedidamente me permito SOLICITARLE lo 

siguiente:  

 

1. Se protejan mis derechos fundamentales AL DEBIDO PROCESO (ART 29 C.P.), 

IGUALDAD (ART. 13 C.P.) Y AL ACCESO AL EMPLEO PUBLICO TRAS 

CONCURSO DE MERITO (ART 40 NUMERAL 7 Y ART 125 C.P.); PRINCIPIO 

DE LA CONFIANZA LEGITIMA (ART 29 C.P.); FUNDAMENTAL DE LOS 

NIÑOS (ARTICULO 44 C.P.) vulnerados por la Comisión Nacional del Servicio Civil 

y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.  

 



18 
 

2. Ruego a usted señor juez, INAPLÍCAR por inconstitucional el “Criterio unificado de 

“uso de listas de elegibles en el contexto de la ley 1960 de 27 de junio de 2019”, 

emanado de la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL el 16 de enero de 

2020, haciendo uso de la facultad que le otorga el articulo 4 superior (Excepción de 

inconstitucionalidad). 

3. Se ordene a las accionadas que en el término de 48 horas siguientes a la notificación 

del fallo, realicen los trámites administrativos pertinentes para dar cumplimiento a lo 

previsto en los artículos 6 y 7 de la Ley 1960 de 2019 y en consecuencia se autorice y 

use la lista de elegibles conformada mediante Resolución N° CNSC – 

20182230040585 del 26 de abril de 2018 respecto al cargo denominado 

PROFESIONAL UNIVERSITARIO GRADO 11 CÓDIGO 2044 en una de las 

vacantes que en provisionalidad, encargo o vacancia definitiva.  

 

4. Específicamente para lo anterior: ORDENAR que, en el plazo de 2 días contados a 

partir de la notificación de la sentencia, el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR verifique en su planta global los empleos que cumplen con 

las características de equivalencia o también de “mismo empleo” del cargo de 

PROFESIONAL UNIVERSITARIO, Código 2044, Grado 11 al que concursó FELIPE 

CHAVEZ CORAL, con estricto apego a los parámetros consignados en el artículo 

2.2.11.2.3. del Decreto 1083 de 2015, los cuales deben estar reportados o ser 

actualizados en el mismo lapso en el aplicativo sistema de apoyo para la igualdad, el 

mérito y la oportunidad (SIMO).  

 

Acto seguido, de hallarlos, en el término de 2 días hábiles contados a partir de 

realizado lo anterior, solicitará a la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 

el uso de la lista de elegibles donde FELIPE CHAVEZ CORAL ocupa el segundo 

lugar por recomposición automática de la lista, en todo caso la entidad a la que 

corresponda deberá elaborar la lista y entregarla a la otra, en armonía con la Ley. 

 

La CNSC informará dentro de los tres 2 hábiles siguientes si FELIPE CHAVEZ 

CORAL cumple los requisitos para el uso de su lista en los cargos que hayan sido 

identificados como equivalentes a aquel al que concursó o como del “mismo empleo”, 

y definirá la tarifa que debe pagar el ICBF por tal uso. Dentro de los tres días hábiles 

siguientes de obtenido el concepto favorable, el ICBF expedirá el respectivo 

certificado de disponibilidad presupuestal por la suma que soporta su uso, el cual 

enviará dentro de los tres días siguientes a la CNSC quien expedirá la autorización de 

uso de la lista de elegibles en otros tres días. 

 

Una vez la CNSC realice tal actividad, el ICBF contará con tres días hábiles para 

informar a FELIPE CHAVEZ CORAL las vacantes identificadas como equivalentes o 

también del mismo empleo para que de éstas elija una, para la cual ésta contará con 

diez días, elección con base en la cual el ICBF expedirá la respectiva resolución de 

nombramiento en periodo de prueba en un término de 2 días, y a partir de allí se 

adelantarán los trámites de aceptación y posesión y demás necesarios para concretar el 

derecho, de acuerdo con el Decreto 1083 de 2015, la sentencia T-340 de 2020, el 

artículo 6 de la Ley 1960 de 2019 y demás normas aplicables.  

 

En todo caso, que la actuación globalmente considerada no exceda una duración mayor 

de 15 días, y para su cabal realización las Accionadas deberán actuar de manera 

coordinada y colaborativa, en función del principio consignado en el artículo 113 de la 

Constitución Nacional. 

 

5. Se tomen las determinaciones que el señor Juez considere conducentes para la 

efectividad de la protección de los derechos vulnerados, para así obtener mi 

correspondiente nombramiento en periodo de prueba. 
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3. FUNDAMENTOS DE DERECHO: 

  

Tratándose de un concurso de méritos, son múltiples los pronunciamientos de la Corte 

Constitucional sobre la procedencia de la acción de tutela para la protección delos 

derechos fundamentales de quien ha participado en el mismo, a pesar de existir otro medio 

de defensa judicial como es el de nulidad y restablecimiento del derecho, por cuanto este 

es ineficaz, y deben observarse las circunstancias específicas del caso sometido a estudio 

para tal fin. 

 

Así lo ha establecido entre otras en sentencia SU-133 DE 1998 en que resaltó que en 

algunas ocasiones este medio de defensa no resulta idóneo para la protección delos 

derechos, y específicamente consignó: 

  

“4. Existencia de otro medio de defensa judicial 

“Tanto el artículo 86 de la Constitución Política como el inciso 1 del artículo 6 del Decreto 

2591 de 1991 consagran la improcedencia de la tutela cuando existe otro medio de defensa 

judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

  

“De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6 del mencionado Decreto y según 

reiteradísima jurisprudencia de esta Corte, el medio judicial suficiente para desplazar a la 

acción de tutela, mirado en relación con la certidumbre de los derechos fundamentales 

afectados, debe gozar de aptitud real para alcanzar el fin de efectividad que se propone la 

Constitución (arts. 2 y 86 C.P.). 

  

“En ese orden de ideas, la existencia del otro medio de defensa judicial debe ser apreciada 

en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias particulares en que se 

encuentre el solicitante. 

  

“En relación con la existencia del otro medio de defensa judicial a que alude el fallador en 

su providencia, en tratándose de concursos para proveer cargos de carrera, esta 

Corporación ha señalado: 

 

 "En conclusión, la Corte mantiene su doctrina, reiterando que: el juez de tutela debe 

examinar, en cada caso, si el mecanismo alternativo de defensa judicial que es aplicable al 

caso, es igual o más eficaz que aquella. 

  

La Corte, empero, encuentra necesario hacer la siguiente precisión: cuando el juez de 

tutela halle que existe otro mecanismo de defensa judicial aplicable al caso, debe evaluar 

si, conocidos los hechos en los que se basa la demanda y el alcance del derecho 

fundamental violado o amenazado, resultan debidamente incluidos TODOS los aspectos 

relevantes para la protección inmediata, eficaz y COMPLETA del derecho fundamental 

vulnerado, en el aspecto probatorio y en el de decisión del mecanismo alterno de defensa. 

Si no es así, si cualquier aspecto del derecho constitucional del actor, no puede ser 

examinado por el juez ordinario a través de los procedimientos previstos para la protección 

de los derechos de rango meramente legal, entonces, no sólo procede la acción de tutela, 

sino que ha de tramitarse como la vía procesal prevalente. Así como la Constitución no 

permite que se suplante al juez ordinario con el de tutela, para la protección de los 

derechos de rango legal, tampoco permite que la protección inmediata y eficaz de los 

derechos fundamentales, sea impedida o recortada por las reglas de competencia de las 

jurisdicciones ordinarias. 

  

En los casos en los que, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, la acción de 

tutela, por las razones anotadas, resulte prevalente, el juez de tutela podrá señalar en su 

fallo, la libertad del actor para acudir al otro medio de defensa del derecho, a fin de 
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reclamar la responsabilidad en que ya haya incurrido quien lo violó o amenazó". (Cfr. 

Corte Constitucional. Sentencia T-100 de 1994. M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz). 

 

“(…) 

 

“Así las cosas, esta Corporación ha considerado que la vulneración de los derechos a la 

igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son víctimas las personas acreedoras a un 

nombramiento en un cargo de carrera cuando no son designadas pese al hecho de haber 

obtenido el primer lugar en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva 

ni oportuna en un proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y 

demorados que los de la acción de tutela y por lo mismo dilatan  y mantienen en el tiempo 

la violación de un derecho fundamental que requiere protección inmediata. 

  

“La Corte estima que la satisfacción plena de los aludidos derechos no puede diferirse 

indefinidamente, hasta que culmine el proceso ordinario, probablemente cuando ya el 

período en disputa haya terminado. Se descarta entonces en este caso la alternativa de otro 

medio de defensa judicial como mecanismo de preservación de los derechos en juego, que 

son de rango constitucional, de aplicación inmediata (art. 85 C.P.) y que no pueden 

depender de un debate dado exclusivamente en el plano de la validez legal de una 

elección, sin relacionarlo con los postulados y normas de la Carta Política. 

  

En Sentencia SU-913 de 2009 la Corporación determinó que “…si bien, pueden existir 

otros mecanismos judiciales, estos deben ser eficaces y conducentes para tener la entidad 

de excluir al mecanismo de tutela en la protección de derechos en materia de concurso de 

méritos.  De lo contrario, esto es, acudir a un proceso ordinario o contencioso 

administrativo, se estaría obligando a soportar la vulneración de derechos que requieren 

atención inmediata”. 

  

En reciente pronunciamiento, sentencia T-160 DE 2018 señaló: 

  

“Esta sala de Revisión encuentra que la acción de amparo constitucional se convierte en el 

mecanismo idóneo de defensa judicial para resolver la controversia sometida a revisión, 

por una parte, porque las pretensiones de la accionante no se dirigen a determinar la 

legalidad de los actos administrativos expedidos en desarrollo de la convocatoria, 

pretensión para la cual puede acudir a los medios de control de la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, sino que pretende demostrar que la aplicación de esas normas, 

en su caso concreto, lesiona sus derechos fundamentales”. 

 

En concreto; en la reciente sentencia de la Corte Constitucional T-340 del 21 de Agosto 

del 2020; además de lo expuesto al inicio de esta acción, sobre este punto dijo: (…) Ahora 

bien, desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, pese a la existencia de las 

vías de reclamación en lo contencioso administrativo, existen dos hipótesis que permiten 

la procedencia excepcional de la acción de tutela. La primera, se presenta cuando existe el 

riesgo de ocurrencia de un perjuicio irremediable, causal que tiene plena legitimación a 

partir del contenido mismo del artículo 86 del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le 

ha reconocido su carácter de mecanismo subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, 

cuando el medio existente no brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para 

resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos del caso y de 

su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales (…). 

 

Y continua; (…) En el marco específico de las medidas cautelares, la Corte también ha 

dicho que el juez de tutela tiene la facultad de proteger los derechos fundamentales como 

objetivo prioritario de acción, y ello lo hace de forma inmediata y con medidas más 

amplías; y, además, precisó que, aunque se debe revisar dicha herramienta al hacer el 

estudio de subsidiariedad, lo cierto es que existen importantes diferencias entre la medida 

cautelar y la acción de tutela, las cuales pueden resumirse así: 
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“(i) es necesario seguir y ajustarse al procedimiento descrito en la norma y acudir 

mediante abogado debidamente acreditado, situación que no ocurre con la acción de 

tutela, como quiera que este es un instrumento que puede ser usado de manera personal 

por el titular de los derechos vulnerados, sin necesidad de seguir una forma 

preestablecida, (ii) por regla general, para que una medida cautelar sea decretada, es 

imperativo prestar caución para asegurar los posibles perjuicios que con ésta se puedan 

causar23 y, (iii) la suspensión de los actos que causen la vulneración de los derechos no 

es de carácter definitivo, puesto que estas herramientas son transitorias y, en esa medida, 

la orden final está sometida a las características propias de cada juicio, en contraposición 

con la protección que brinda el amparo constitucional, que en principio, es inmediato y 

definitivo.”
  

 

En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por vía de 

excepción para cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de un concurso de 

méritos, y que, más allá de la causal del perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia 

en concreto del medio existente y de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, 

teniendo en cuenta, como ya se dijo, la naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su 

impacto respecto de derechos, principios o garantías constitucionales, siendo, prevalente, 

en este escenario, la protección del mérito como principio fundante del Estado 

colombiano y del actual modelo democrático, como lo señaló expresamente Sentencia T-

059 de 2019”.(subrayado y en negrilla fuera de texto). 

 

PRINCIPIO DE INESCINDIBILIDAD NORMATIVA Y DE LEGALIDAD, LA 

CNSC-CRITERIO UNIFICADO DEL 16 DE ENERO DEL 2020 Y LA LEY 1960 

DE 2019. 

 

El Principio de inescindibilidad de la norma consiste en que, las normas jurídicas bajo las 

cuales ha de regirse un asunto concreto, deben ser aplicadas en su integridad, es decir, no 

pueden ser divididas o fragmentadas para resolver con parte de ellas y parte de otras el 

caso de que se trate. Entonces, cuanto la CNSC al tomar solo el concepto de mismos 

empleos  y  prescindir del concepto de cargos equivalentes, de que trata el artículo 6 de la 

Ley 1960 de 2019; aplicable a las convocatorias anteriores al 27 de junio de 2019, fecha 

de su expedición; no solo viola este principio sino que también el principio de legalidad 

que, como lo precisa la Corte Constitucional; desde el punto de vista objetivo, el principio 

de legalidad representa uno de los fundamentos “bajo los cuales está organizado 

constitucionalmente el ejercicio del poder en un Estado social de derecho.” Y desde el 

punto de vista subjetivo, “el respeto por el principio de legalidad constituye una garantía 

fundamental del derecho al debido proceso, que vincula a todas las autoridades del 

Estado y que se concreta en el respeto de los derechos adquiridos, de los procedimientos, 

y del derecho de defensa.  

 

Así, el principio de legalidad circunscribe el ejercicio del poder público al ordenamiento 

jurídico que lo rige, “de manera que los actos de las autoridades, las decisiones que 

profieran y las gestiones que realicen, estén en todo momento subordinadas a lo 

preceptuado y regulado previamente en la Constitución y las leyes.” Dicho en otras 

palabras, el principio de legalidad limita y somete el ejercicio del poder público a la ley. 

O sea, que las decisiones que adopten las autoridades y las gestiones que éstas realicen, 

estén en todo momento subordinadas a lo previsto previamente por la Constitución y la 

ley.   

 

UTILIZACION DE LAS LISTAS DE ELEGIBLES.- 

 

El Consejo de Estado, en sentencia 2019-00730 de 08 de agosto de 2019: Sala De Lo 

Contencioso Administrativo Sección Cuarta Radicación: 25000-23-42-000-2019-

00730-01(AC), estableció que: En los concursos públicos de empleo, le corresponde a la 

entidad continuar depurando la lista hasta proveer todas las vacantes ofertadas con las 

personas que ostentaran mejor derecho. Se precisa que la expiración de la lista no 
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constituye una justificación válida para abstenerse de proveer todas las vacantes ofertadas, 

cuando el interesado previamente ha solicitado su nombramiento antes del vencimiento de 

la lista para alguno de los cargos vacantes y además, admitir dicho razonamiento sería 

desconocer las finalidades de la carrera administrativa, el rol constitucional del principio al 

mérito y los esfuerzos económicos y organizacionales en que incurre el estado para que 

todos los cargos ofertados se provean con las personas merecedoras señaladas en la lista. 

En efecto, los empleos ofertados mediante el concurso de méritos deben proveerse con 

base en la lista de elegibles, en estricto orden descendente, hasta agotar todas las vacantes 

y una vez efectuado el nombramiento del concursante, este debe ser retirado de la lista, 

salvo que no haya aceptado o no se posesione por razones ajenas a su voluntad. Esto 

significa que le corresponde a la entidad continuar depurando la lista hasta proveer todas 

las vacantes ofertadas con las personas que ostentaran mejor derecho, de acuerdo con su 

posición en la lista, siendo su obligación analizar si persisten elegibles que no pueden 

aceptar el nombramiento o no se posesionaron por razones ajenas a su voluntad. En 

consecuencia, al encontrarse que la accionante de manera previa al vencimiento de la lista 

de elegibles hizo su solicitud para el nombramiento y que la entidad descuidó su deber de 

depurar la lista hasta proveer todas las vacantes ofertadas, se evidencia una vulneración a 

los derechos al debido proceso y el principio del mérito, siendo procedente ordenar a la 

entidad, que dentro de los quince (15) días contados a partir de la notificación de la 

providencia, nombre en período de prueba a la accionante en alguno de los cargos 

ofertados en la convocatoria 

 

En otro aparte de la sentencia, el H. Consejo de Estado dice: 

 

(…)4.3. Así las cosas, la Sala encuentra que la expiración de la lista no constituye una 

justificación válida para abstenerse de proveer todas las vacantes ofertadas, porque i) la 

accionante solicitó su nombramiento antes del vencimiento de la lista para alguno de los 

cargos vacantes y ii) admitir el razonamiento de la entidad accionada sería desconocer 

las finalidades de la carrera administrativa, el rol constitucional del principio al mérito y 

los esfuerzos económicos y organizacionales en que incurre el Estado para que todos los 

cargos ofertados se provean con las personas merecedoras señaladas en la lista. 

 

Por consiguiente, no es aceptable el argumento que se funda en la “imposibilidad” de 

proveer todas las vacantes ofertadas, por el vencimiento de la lista de elegibles. Motivo 

por el que la Sala procederá a estudiar si la Procuraduría General de la Nación vulneró 

el debido proceso y el principio al mérito de la accionante, en razón a que insistentemente 

se ha negado a nombrarla. (…).” 

 

En cuanto al vencimiento de listas y el caso que hoy nos ocupa; existen varios aspectos que 

su señoría habrá de sopesar; por una parte está el vencimiento de lista (Aspecto meramente 

formal), y por otra el mérito como  principio fundante del estado Colombiano (Aspecto 

sustancial). Dar prevalencia al primero de estos, sería, como lo dice el órgano de cierre de 

la jurisdicción contencioso administrativa desconocer las finalidades de la carrera 

administrativa, el rol constitucional del principio al mérito y los esfuerzos económicos y 

organizacionales en que incurre el Estado para que todos los cargos ofertados se provean 

con las personas merecedoras señaladas en la lista. Así entonces, debe hacerse claridad en 

algo; cuando aún la lista se encontraba vigente, el día 29 de Enero de 2020 mediante 

derecho de petición quien promueve esta acción solicito su nombramiento; seguidamente, 

el día 15 de Mayo de 2020 interpuse una  acción de tutela inicial con la que se interrumpió 

el termino de vencimiento de la lista, y así, sin solución de continuidad hasta el día de hoy 

19 de Octubre de 2020 fecha en la cual se instaura esta nueva acción por hechos nuevos que 

aquí se plantean. 

Ahora, si a lo anterior se le suma la mora imputable al tribunal y su actuar en la tutela 

inicial, además de los actos administrativos expedidos por la CNSC que arriba se 

referencian, donde suspendió los cronogramas y términos en los procesos de selección que 

adelanta dicha entidad, incluidas la firmeza individual y general de listas de elegibles. Estas 
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son circunstancias que su señoría tendrá en cuenta a la hora de fallar como juez 

constitucional. 

 

 

4. PRUEBAS Y ANEXOS: 

  

Solicito que se tengan como tal todas y cada una de las disposiciones aquí citadas, en 

especial la Ley 1960 de 2019. 

 

Igualmente adjunto para que sean valoradas como tal las siguientes: 

  

-     Resolución 20182230040585 del 26 de Abril del 2018 mediante la cual se conforma la 

lista de elegibles para proveer una (1) vacante del empleo identificado con el código OPEC 

39458 denominado PROFESIONAL UNIVERSITARIO CÓDIGO 2044, grado 11, del 

sistema General de Carrera Administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, convocatoria 433 de 2016, en que aparezco en el segundo lugar de la misma. 

  

-    Decreto 1479 de 2017, “Por medio del cual se suprime la planta de personal de carácter 

temporal y se modifica la planta de personal de carácter permanente del Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar “Cecilia de la Fuente de Lleras” y se dictan otras 

disposiciones.”, donde se suprimen 10 cargos de Profesional Grado 11 código 2044 y se 

crean 10 de igual denominación de carácter permanente, determinando que los mismos 

debían proveerse siguiendo el procedimiento establecido en el decreto ley 909 de 2004. 

 

-     Resolución número 20182230162005 del 4 de diciembre de 2018 “Por la cual se 

declara desierto el concurso para algunas vacantes ofertadas en el marco de la 

convocatoria No. 433 de 2016 – ICBF”, entre ellas 5 del cargo de PROFESIONAL 

UNIVERSITARIO CÓDIGO 2044 grado 11, que deben ser cubiertas con las listas de 

elegibles vigentes. 

  

-    Respuesta al derecho de petición. 

  

-   Copia de la(S) sentencia(s) T- 340 de la H. Corte Constitucional del 21 de Agosto del 

2020. 

 

-   Copia memorial enviado al Consejo Superior de la Judicatura del Valle del Cauca, 

donde se solicita vigilancia administrativa judicial. 

 

 -   Criterio unificado “Uso de lista de elegibles en el contexto de la ley 1960 de 2020 de 

Enero 16de 2020” emitido por la Comisión Nacional del Servicio Civil de fecha 19 de 

enero de 2020. 

-    Copia de mi cédula de ciudadanía. 

 

-    Registro Civil de mi Hija. 

 

-   Anexo técnico y respuesta dada al Señor Mena Zapata, de acuerdo a lo narrado en el 

numeral 28 de los hechos. 

 

Igualmente solicito que se oficie al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

solicitando la siguiente información:  

 

1. Un listado con todas los empleos, con fecha de corte al 20 de octubre, de los empleos 

Profesional Universitario Código 2044  grado 11 o empleos equivalentes o empleos  

1 grado superior o 1 grado inferior cuyo Estado de Provisión este en provisionalidad, 

en encargos y vacancia y que incluya los siguientes campos: “Cargo”, “Código”, 

“Grado”, “Regional”, “Municipio”, “Dependencia”, “Perfil OPEC Rol”,” Estado 

Provisión”, “Reten Social”, “Empleo Equivalente” , en el campo “empleo equivalente” 
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que escriban verdadero o falso, dependiendo si el INSTITUTO COLOMBIANO DE 

BIENESTAR FAMILIAR – ICBF considera que el empleo en mención es equivalente 

al de esta tutela; además que cargos se encuentran vacantes actualmente porque alguno 

a muerto, han renunciado, se ha jubilado u otra circunstancia. Esta prueba es 

importante para obtener información actualizada a la fecha. 
 

2. Se le informe al Despacho la actual situación jurídica de las vacantes del Profesional 

Universitario, identificado con el Código 2044 grado 11 declaradas desiertas o 

vacantes creadas, informe como están provistas, bajo que modalidad (carrera, encargo, 

provisionalidad, no provista u otros), y su respectiva ubicación geográfica. 

 

3. Me informe sobre las dos (2) vacantes que existen en Cali y que cumplen con el 

criterio de mismo empleo, que se hace mención en el numeral 28 de los hechos de esta 

acción, que se encuentran en un anexo técnico y en respuesta; 1 en Cali (V), Centro 

Zonal Suroriental y la 2 en Centro Zonal Centro, Cali (V); y sobre las otras dos que 

cumplen con el criterio de cargo equivalente que allí se mencionan, las cuales se 

encuentran en Bogotá, Centro Zonal Ciudad Bolívar y Risaralda Centro Zonal Pereira. 

Además, en dicho anexo técnico el ICBF informa que existen en la planta global 63 

vacantes definitivas, a nivel nacional. Anexo como prueba. 

 

4. Solicito al ICBF me informe que funcionarios se encuentran en edad de retiro forzoso 

o prepensionados, que tengan el mismo código y grado de mi OPEC. 

 

5. Circular Externa N° 0001 del 21 de febrero del año 2.020, mediante la cual, la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, procede a impartir lineamientos en relación a 

reporte de nuevas vacantes y utilización de lista de elegibles. 

 

6. Decreto N° 498 del 30 de marzo del año 2020., por medio del cual el Departamento 

Administrativo de la Función Pública, modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, 

Único Reglamentario del Sector de la Función Pública. 

 

7. De oficio las que su señoría considere. 

  

5. COMPETENCIA: 

  

En razón a mi lugar de residencia, que es en esta ciudad y por ende el lugar donde se 

producen los efectos de la vulneración de mis derechos, es competente usted señor Juez 

para conocer de esta acción, de conformidad con lo previsto en el artículo 37 del Decreto 

2591 de 1991 y el 86 de la Constitución Nacional. 

 

 

6. JURAMENTO: 

 

Para los efectos previstos en el Art. 37 del Decreto 2591 de 1991 manifiesto bajo la 

gravedad de juramento que no he instaurado Acción de Tutela por los mismos hechos y 

Derechos violados, ante ninguna autoridad judicial. 

 

7. NOTIFICACIONES: 

  

Recibo respuesta en la carrera 64A No. 13b-256 Apto 502H, Unidad los Caracolíes-

Cali (V). Correo electrónico   felipeernestochc@yahoo.es,  celular 3158304673. 

  

La demandada Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, en la carrera 16 N° 96-64, 

piso 7, en Bogotá D.C., Colombia. PBX 57 (1) 3259700 Fax 3259713.  

Correo para notificaciones judiciales: notificaciones.judiciales@cnsc.gov.co 

  

mailto:felipeernestochc@yahoo.es,
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El demandado Instituto Colombiano de Bienestar Familiar — ICBF, Sede Dirección 

General en Avenida carrera 68 N° 64C-75, en Bogotá D.C- Colombia. PBX (1) 437 76 30. 

Correo para notificaciones judiciales: notificaciones.judiciales@icbf.gov.co 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

FELIPE ERNESTO CHAVEZ CORAL 

C.C. No. 98.397.549 de Pasto (Nar.) 
 



LEY W 196021 JUN 2019 
"POR EL CUAL SE MODIFICAN LA LEY 909 DE 2004, EL 

DECRETO-LEY 1567 DE 1998 Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES" 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 10. El artículo 24 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

Artículo 24. Encargo. Mientras se surte el proceso de selección para 
proveer empleos de carrera administrativa, los empleados de carrera tendrán 
derecho a ser encargados en estos si acreditan los requisitos para su 
ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido 
sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del 
desempeño es sobresaliente. 

En el evento en que no haya empleados de carrera con evaluación 
sobresaliente, el encargo deberá recaer en quienes tengan las más altas 
calificaciones descendiendo del nivel sobresaliente al satisfactorio, de 
conformidad con el sistema de evaluación que estén aplicando las entidades. 
Adicionalmente el empleado a cumplir el encargo deberá reunir las 
condiciones y requisitos previstos en la ley. 

El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el 
cargo inmediatamente inferior de la planta de personal de la entidad. 

Los cargos de libre nombramiento y remoción, en caso de vacancia temporal 
o definitiva, pOdrán ser provistos a través del encargo de empleados de 
carrera o de libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el 
perfil para su desempeño. 

En caso de vacancia definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) 
meses, prorrogable por tres (3) meses más, vencidos los cuales el empleo 
deberá ser provisto en forma definitiva. 

Parágrafo 10. Lo dispuesto en este artículo se aplicará para los encargos 
que sean otorgados con posterioridad a la vigencia de esta ley. 

Parágrafo 2°. Previo a proveer vacantes definitivas mediante encargo o 
nombramiento provisional, el nominador o en quien este haya delegado, 
informará la existencia de la vacante a la Comisión Nacional del Servicio Civil 
a través del medio que esta indique .... 
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ARTICULO ~o. El artículo 29 de la Ley 909 de 2004 quedará así: 

, , 
Articulo 29. Concursos. La provisión definitiva de los empleos públicos de 
carrera adtninistrativa se hará mediante procesos de selección abiertos y de 
ascenso Iqs cuales adelantará la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 
entidad en la que esta delegue o desconcentre la función. 

En los pro~esos de selección o concursos abiertos para ingresar a la carrera 
podrán participar las personas que acrediten los requisitos y condiciones 
requeridos 'para el desempeño de los empleos. 

I 
El concursd de ascenso tiene como finalidad permitirla movilidad a un cargo 
superior d~ntro de la planta de personal de la misma entidad, del mismo 
sector administrativo o dentro del cuadro funcional de empleos. 

El 	concurso será de ascenso cuando: 

1. 	La vacan,te o vacantes a proveer pertenecen a la misma planta de personal, 
las plantas de personal del sector administrativo o cuadro funcional de 
empleos) en los niveles asesor, profesional, técnico o asistencial. 

2. 	Existen servidores públicos con derechos de carrera general o en los 
sistemas ' específicos o especiales de origen legal, que cumplan con los 
requisitos y condiciones para el desempeño de los empleos convocados a 
concurso:. 

3. 	El núme~o de los servidores con derechos de carrera en la entidad o en el 
sector administrativo que cumplen con los requisitos y condiciones para el 
desempeño de los empleos convocados a concurso es igualo superior al 
número de empleos a proveer. 

Si se cumple con los anteriores requisitos se convocará a concurso de 
ascenso el treinta (30%) de las vacantes a proveer. El setenta (70%) de las 
vacantes restantes se proveerán a través de concurso abierto de ingreso. 

Si en el desarrollo del concurso de ascenso no se inscribe un número igual de 
servidores ~on derechos de carrera por empleo convocado, el concurso se 
declarará d~sierto y la provisión de los cargos se realizará mediante concurso 
de ingreso qbierto. Quienes se hayan inscrito inicialmente para el concurso de 
ascenso continuarán en el concurso abierto de ingreso sin requerir una nueva 
inscripción. I 

Parágrafo.¡ La Comisión Nacional del Servicio Civil determinará, en el término 
máximo de 'seis (6) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la 
presente le~, el procedimiento para que las entidades y organismos reporten 
la Oferta P~blica de Empleos, con el fin de viabilizar el concurso de ascenso 
regulado en el presente artículo. 

60ARTÍCULO 3r. El literal g) del artículo del Decreto-ley 1567 de 1998 ' 
quedará así: i 

"g) profesibnalización del servidor público. Los servidores públicos, 
independien¡ emente de su tipo de vinculación con el Estado, podrán acceder 

I 	 ) 
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a los programas de capacitación y bienestar que adelante la entidad, 
atendiendo a las necesidades y al presupuesto asignado. En todo caso, si el 
presupuesto es insuficiente se dará prioridad af ias empleados con derechos 
de carrera administrativa". s, 

ARTÍCULO 4°. El Gobierno nacional desarrollará mecanismos de movilidad 
horizontal, que en ningún caso implicará cambio de empleo, con el propósito de 
evaluar de manera progresiva el mérito y garantizar la capacitación permanente 
de los servidores públicos, aspectos esenciales para su desarrollo, el 
mejoramiento de la calidad de los servicios prestados en las entidades públicas y 
la eficacia en el cumpl imiento de sus funciones. 

La movilidad deberá basarse en criterios de mérito, medido a través de pruebas 
de competencias, aplicadas por el Departamento Administrativo de la Función 
Pública, la permanencia en el servicio, la evaluación del desempeño, la 
capacitación y la formación adquiridas. 

Para el desarrollo de las modalidades de movilidad horizontal se deberá tener en 
cuenta el marco de gasto de mediano plazo y las disponibil idades 
presupuestales. 

Parágrafo. El Gobierno nacional contará con un plazo maxlmo de dieciocho 
(18) meses contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, para 
establecer los lineamientos de la movilidad horizontal. 

ARTÍCULO 5°. Las normas previstas en la presente ley relacionadas con los 
procesos de selección se aplicarán a los servidores que se rigen en materia de 
carrera por el sistema general y los sistemas específicos y especiales de origen 
legal. 

ARTÍCULO 6°. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

"Artículo 31. El Proceso de Selección comprende: 

1. ( ... ) 
2. ( ... ) 
3. (.. . ) 
4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o 
la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden 
de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con 
esta y en estricto orden de mérito se cubrirán las vacantes para las cuales se 
efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no 
convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso en la 
misma Entidad . 

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su publicación, modifica en lo 
pertinente la Ley 909 de 2004 y el Decreto-ley 1567 de 1998, y deroga las 
demás disposiciones que le sean contrarias. 

I 
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DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSP' ,teS" 

DECRETO NÚMEk~L 147 9 DE 2017 

( !I\!'ll1lII P2017 
Porel cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica la planta 

de personal de carácter permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en 
la Constitución Política y el artículo 115 de la Ley 489 de 1998, 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 3265 de 2002 se estableció la planta de personal del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de Lleras", y modificada mediante 
Decretos 1020 de 2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 
de 2010,988 de 2012 y 1928 de 2013. 

Que mediante Decreto 21.38 de 2016 se creó la planta temporal en el Instituto Colombiano 
de Bienestar Familiar dentro del periodo comprendido entre el 02 de enero de 2017 y el 
31 de diciembre de 2017, con cargo a los siguientes proyectos de inversión: "Asistencia 
al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000. 

Que mediante la Ley 1837 de 2017 "por la cual se efectúan unas modificaciones al 
Presupuesto General de la Nación para la vigencia fiscal" se contracreditaron los rubros 
de inversión del ICBF mediante los cuales se financian los proyectos de inversión 
"Asistencia al modelo de intervención social del ICBF a nivel nacional" con código BPIN 
2015011000182, Protección - Acciones para preservar y restituir el ejercicio integral de 
los derechos de la niñez y la familia con código BPIN 1004000480000 Y Asistencia a la 
Primera Infancia a Nivel Nacional con código BPIN 1004001210000, los cuales sustentan 
presupuestalmente la planta temporal creada mediante Decreto 2138 de 2016. 

Que con fundamento en el contracrédito antes citado, en la Ley 1837 de 2017 se acreditó 
el rubro de funcionamiento del ICBF; recursos que fueron asignados al rubro de gastos 
de personal, conforme se establece en el Decreto 1238 de 2017, con el propósito de 
ampliar con carácter permanente la planta de personal del Instituto. 

Que, en consecuencia de lo anterior, se encuentra necesario suprimir los empleos de 
carácter temporal creados mediante Decreto 2138 de 2016, y ampliar la planta de 
personal de carácter permanente del Instituto. 

, c,----------------------------------------------------------------~ 
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DECRETO No. Hoja No. 2 ) L '. 14.7 9 . DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

Que el Consejo Directivo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en sesión del 21 
de febrero de 2017 decidió someter a la aprobación del Gobierno Nacional la modificación 
de la planta de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la 
Fuente de Lleras". 

Que el ICBF presentó al Departamento Administrativo de la Función Pública, el 
correspondiente estudio técnico de que trata el artículo 46 de la Ley 909 de 2004 
modificado por el artículo 228 del Decreto- Ley 019 de 2012, y los artículos 2.2.12.1 a 
2.2.12.3 del Decreto 1083 de 2015, para efectos de modificar la planta de personal, 
obteniendo concepto técnico favorable. 

Que, la Dirección General de Presupuesto Público Nacional del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, otorgó viabilidad presupuestal para la modificación de la planta de 
personal deIICBF: 

Que por lo anteriormente expuesto, 

DECRETA: 

ARTíCULO 1. Suprimir los empleos de carácter temporal creados mediante Decreto 2138 
de 2016, los cuales se encuentran distribuidos así: 

A. Fuente de Financiación: Asistencia a la Primera Infancia a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

115 I Ciento quince Profesional Universitario 2044 7 

B. Fuente de Financiación: Protección - Acciones para preservar y restituir el 
ejercicio integral de los derechos de la niñez y la familia 

; ! 

" 

' ! 

1, ,1 

11 ! 


NUMERO DE CARGOS DENOMINACION 
CARGO 

Código Grado 

! 42 Cuarenta y Dos Profesional Universitario 2044 8 

! 2.565 Dos mil quinientos 
sesenta y cinco 

Profesional Universitario 2044 7 

373 Trescientos 
setenta y tres 

Profesional Universitario 2044 1 

328 Trescientos 
veintiocho 

Defensor de Familia 2125 17 

48 Cuarenta y Ocho Técnico Administrativo 3124 11 

0~------------------------------------------------------------~--~ 

~: 



DECRETO No. 	 Hoja No. 3 )C~ 1479 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

C. 	Fuente de Financiación: Asistencia al Modelo de Intervención Social dellCBF 
a Nivel Nacional 

NUMERO DE CARGOS DENOMINACION Código Grado· 
CARGO 

1 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

112 Doce Profesional Especializado 2028 15 

I 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

17 Siete Profesional Especializado 2028 i 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044­ 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 9 

.7 Siete Profesional Universitario 2044 8 

121 Ciento veintiuno 1 Profesional Universitario 2044 7 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

i 1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 . 15 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 2. Crear los siguientes empleos en la planta de personal de carácter 
permanente del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar "Cecilia de la Fuente de 
Lleras". 

PLANTA GLOBAL 

! ¡ 

I ¡ 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Profesional Especializado 2028 24 

12 Doce Profesional Especializado 2028 15 

6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

7 Siete Profesional Especializado 2028 13 

10 Diez Profesional Universitario 2044 11 

13 Trece Profesional Universitario 2044 09 

49 Cuarenta y nueve Profesional Universitario 2044 08 

2.801 
Dos mil ochocientos 

uno 
Profesional Universitario 2044 07 

373 

Trescientos setenta y 
tres 

Profesional Universitario 
2044 1 

328 Trescientos veintiocho Defensor de Familia 2125 17 



DECRETO No. Hoja No. 4 r. 1479 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

I NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN DEL EMPLEO Código Grado 

4 Cuatro Técnico Administrativo 3124 18 

1 Uno Técnico Administrativo 3124 16 

18 Dieciocho Técnico Administrativo 3124 15 

I 48 Cuarenta y ocho Técnico Administrativo 3124 11 

33 Treinta y tres Técnico Administrativo 3124 10 

30 Treinta Auxiliar Administrativo 4044 13 

ARTíCULO 3. Las funciones propias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia De la Fuente de Lleras" serán cumplidas por la planta de personal que se 
establece a continuación: 

DESPACHO DEL DIRECTOR 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

• 1 
¡ 

4 

Uno 

Cuatro 

Director General 

Asesor 

015 

1020 

25 

18 1 

1 

1 

9 Nueve Asesor 1020 16 

2 Dos Profesional Especializado 2028 24 

3 Tres Profesional Especializado 2028 19 
1 

2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 24 

1 Uno Conductor Mecánico 4103 17 

PLANTA GLOBAL 


NÚMERO DE CARGOS 

1 Uno 

• 1 Uno 
!5 Cinco 
! 23 Veintitrés 
i 5 Cinco 
·5 Cinco 

8 Ocho 

6 Seis 

16 Dieciséis 

2 Dos 

1 Uno 
! 1 Uno 

25 Veinticinco 

28 Veintiocho 

DENOMINACiÓN CARGO 

Subdirector General 

Secretario General 

Director Regional 

Director Regional 

Director Regional 

Jefe de Oficina 

Director Técnico 

Director Técnico 

Subdirector Técnico 

Jefe Oficina Asesora 

Asesor 

Asesor 

Profesional Especializado 

Profesional Especializado 

Código 

040 
037 
0042 
0042 
0042 
0137 
0100 
0100 
0150 
1045 
1020 
1020 
2028 
2028 

Grado 

24 
24 
19 
18 
9 
22 ! 

23 
22 
21 
16 
16 
15 
24 
21 i 

l' . 

I ,
l. f 

i 
l' 



DECRETO No. 1479 Hoja No. 5 DE 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

76 Setenta y Seis Profesional Especializado 2028 19 
591 Quinientos Profesional Especializado 2028 17 

i noventa y uno 

1417 Mil cuatrocientos Defensor de Familia 2125 17 
diecisiete 

51 Cincuenta y uno Profesional Especializado 2028 16 
94 Noventa y Cuatro Profesional Especializado 2028 15 
6 Seis Profesional Especializado 2028 14 

.138 Ciento treinta y Profesional Especializado 2028 13 

I ocho 

¡ 208 Doscientos ocho Profesional Universitario 2044 11 
377 Trescientos Profesional Universitario 2044 9 

setenta y siete 

628 Seiscientos Profesional Universitario 2044 8 
¡veintiocho 

3028 Tresmíl veintiocho Profesional Universitario 2044 7 
.373 Trescientos , Profesional Universitario 2044 1 

1 

i setenta y tres 

51 Cincuenta y uno Técnico Administrativo 3124 18 
41 Cuarenta y uno Técnico Administrativo 3124 17 

. 19 Diecinueve Técnico Administrativo 3124 16 
82 Ochenta y dos Técnico Administrativo 3124 15 

I 13 Trece Técnico Administrativo 3124 14 
98 Noventa y ocho Técnico Administrativo 3124 13 

1145 Ciento cuarenta y Técnico Administrativo 3124 12 
cinco 

286 Doscientos Técnico Administrativo 3124 11 
I 

ochenta y seis 

95 Noventa y cinco Técnico Administrativo ' 3124 10 i 

. 130 Ciento treinta Secretario 4178 14, 

31 Treinta y uno Secretario 4178 12 
6 Seis Secretario Ejecutivo ·4210 24 

6 Seis Secretario Ejecutivo 4210 22 I 
2 Dos Secretario Ejecutivo 4210 20 I 
42 Cuarenta y dos Secretario Ejecutivo 4210 19 ! 
3 Tres Secretario Ejecutivo 4210 17 
91 Noventa y uno Secretario Ejecutivo 4210 16 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 23 
2 Dos Auxiliar Administrativo 4044 22 
4 Cuatro A\.Ixiliar Administrativo 4044 18 
54 I Cincuenta y Auxiliar Administrativo 4044 17 

I 

I I Cuatro 

I 19 ¡Diecinueve Auxiliar Administrativo 4044 16 

83 Ochenta y tres Auxiliar Administrativo 4044 15 
57 Cincuenta y siet Auxiliar Administrativo 4044 14 



DECRETO No. ]f, 147~ DE Hoja No. 6 

Continuación del Decreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

NÚMERO DE CARGOS DENOMINACiÓN CARGO Código Grado 

88 Ochenta y ocho Auxiliar Administrativo 4044 13 

! 189 

i 

Ciento ochenta y ! Auxiliar Administrativo 

nueve 

4044 11 

.31 Treinta y uno Auxiliar Administrativo 4044 9 
13 Trece Conductor Mecánico 4103 17 I 

35 Treinta y cinco Conductor Mecánico • 4103 15 
9 Nueve Conductor Mecánico 4103 13 
1 Uno Conductor Mecánico 4103 11 

ARTíCULO 4. El Director General dellCBF, mediante resolución distribuirá los empleos 
de la planta global de que trata el presente decreto y ubicará al personal teniendo en 
cuenta la estructura, los procesos, los planes, los programas y las necesidades de la 
Entidad. 

ARrlCUlO 5. A los empleados cuyos cargos se suprimen en el presente decreto se les 
garantizarán los derechos y garantías laborales, en los términos previstos en la normativa 
vigente. 

ARTICULO 6. Los empleos que se crean en el presente decreto deberán proveerse 
siguiendo el procedimiento señalado en la Ley 909 de 2004 y en las normas que la 
modifiquen adicionen, sustituyan o reglamenten. 

ARTicULO 7. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y deroga el 
Decreto 2138 de 2016, y el Decreto 3265 de 2002 modificado por los Decretos 1020 de 
2003, 1359 de 2006, 1853 de 2007, 423 de 2008, 4482 de 2009, 118 de 2010,988 de 
2012 y 1928 de 2013 y las demás disposiciones que le sean contrarias. 

PUBliQUESE y CÚMPLASE. 
Dado en Bogotá, D.C. 

P2017 
EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, 

lÚ1 tMt.·ilM 
MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARíA 

, 1 
1" ; 

~ 
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DECRETO No. 1:", 1479 DE Hoja No. 7 

Continuación delDecreto "Por el cual se suprime la planta de personal de carácter temporal y se modifica 
la planta de personal de carácter permanente de personal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
"Cecilia de la Fuente de Lleras" y se dictan otras disposiciones.". 

LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO 

DE LA FUNCiÓN PÚBLICA, 


~ ~~ABALLERO DURAN 

. EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTOADMINISTRATIVO 
PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL, 

: ¡ 
¡ I 
1, 

, 
. ¡ , 
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k t 

















REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

 
 

CORTE CONSTITUCIONAL 

Sala Tercera de Revisión 

 

 

Sentencia T-340 de 2020 

 

Referencia: Expediente T-7.650.952 

 

Asunto: Acción de tutela instaurada 

por el señor José Fernando Ángel 

Porras contra el Instituto Colombiano 

de Bienestar Familiar y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil 

 

Magistrado Ponente: 

Luis Guillermo Guerrero Pérez 

 

Bogotá DC, veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020). 

 

La Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 

Magistrados Alejandro Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo y Luis 

Guillermo Guerrero Pérez, quien la preside, en ejercicio de sus competencias 

constitucionales y legales, específicamente las previstas en los artículos 86 y 

241.9 de la Constitución Política y 33 y subsiguientes del Decreto 2591 de 1991, 

ha pronunciado la siguiente: 

 

 

SENTENCIA 

 

En el proceso de revisión de los fallos de tutela proferidos por el Juzgado 

Tercero Administrativo del Circuito Judicial de San Gil y por el Tribunal 

Administrativo de Santander, correspondientes al trámite de la acción de 

amparo constitucional promovida por el señor José Fernando Ángel Porras 

contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la Comisión Nacional 

del Servicio Civil.  

 

 

I.  ANTECEDENTES 

 

1.1.  Hechos relevantes 

 

1.1.1. El señor José Fernando Ángel Porras afirma que participó en la 

Convocatoria 433 de 2016, realizada por la Comisión Nacional del Servicio 
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Civil (en adelante CNSC) para proveer dos empleos vacantes pertenecientes al 

sistema general de carrera administrativa del Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar (en adelante ICBF), denominados Defensor de Familia, código 2125, 

grado 17, en el centro zonal de San Gil, regional Santander, identificados con 

la OPEC 347821. Así mismo, indica que la Universidad de Medellín, encargada 

de diseñar y practicar las etapas del concurso de méritos, le asignó un puntaje 

general de 73.62, con lo cual ocupó el tercer lugar. 

 

1.1.2. Sostiene que, luego de que se surtieran todas las etapas del referido 

concurso, la CNSC, mediante Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio 

de 2018, publicada el día 23 del mismo mes y año, adoptó la lista de elegibles 

ocupando el tercer lugar. Refiere que en el artículo 4 del mencionado acto 

administrativo se advirtió que, una vez agotadas las listas de elegibles para cada 

ubicación geográfica de un mismo empleo, se consolidaría una lista general, en 

estricto orden de mérito, para proveer las vacantes que no se pudieran cubrir 

con la lista territorial y, asimismo, dispuso que esa lista de elegibles sería 

utilizada “para proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en 

los mismos empleos convocados”2.  

 

1.1.3. Afirma que, haciendo uso de la lista de elegibles, el 17 de agosto de 2018, 

el ICBF nombró y posesionó a las personas que ocuparon los dos primeros 

lugares en los empleos vacantes.  

 

1.1.4. Señala que, según consta en el expediente, en el centro zonal San Gil hay 

tres empleos con denominación de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, 

pero, asegura, al momento de la convocatoria una de ellas estaba ocupada en 

propiedad y por esto no fue ofertada. Sin embargo, este cargo, con posterioridad 

al concurso, quedó en vacancia definitiva por renuncia de su titular. Con 

fundamento en la anterior situación, en Resolución No. 910 del 21 de enero de 

2019, el Secretario General del ICBF decidió encargar a la señora Yaneth 

Benítez Vásquez en el empleo de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, 

que estaba en vacancia definitiva en el centro zonal de San Gil.  

 

1.1.5. El accionante relata que el 12 de febrero de 2019 solicitó al ICBF agotar 

la lista de elegibles que había sido adoptada en la Resolución del 18 de julio de 

2018 y, en consecuencia, lo nombrara en período de prueba en la vacante 

definitiva que, para ese momento, estaba provista mediante encargo. 

 

1.1.6. La anterior solicitud fue resuelta por el Director de Gestión Humana de 

la entidad el 28 de febrero del año en cita, en el sentido de indicarle que, en la 

Convocatoria 433 de 2016 para la OPEC 34782, solo se ofertaron dos vacantes 

y estas fueron provistas en el orden establecido en la lista de elegibles. Por lo 

demás, le informó al actor que el 22 de noviembre de 2018, en la Resolución 

No. 20182230156785, la Comisión Nacional del Servicio Civil revocó el 

artículo 4 de la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018, por 

 
1 La convocatoria se realizó a través del Acuerdo No. 20161000001376 de 2016. 
2 Folio 23 del cuaderno principal.  
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lo que “el uso de las listas de elegibles solo es aplicable respecto de la 

convocatoria en la que se hizo la oferta de empleo.”3 

 

En adición, explicó que el parágrafo 1 del artículo 1 del Decreto 1894 de 2012, 

que establece las reglas para la provisión definitiva de empleos de carrera, 

dispone que: “Una vez provistos en período de prueba los empleos convocados 

a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los 

procesos de selección, tales listas, durante su vigencia, sólo podrán ser 

utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas que se 

generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la 

configuración para su titular de alguna de las causales de retiro del servicio 

consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004.” De ahí que, reiteró, la 

lista solo es aplicable para proveer las vacantes específicamente ofertadas.  

 

1.1.7. El 5 de marzo de 2019, el señor Ángel Porras presentó recurso de 

reposición y en subsidio de apelación contra la anterior respuesta. En ella 

sostuvo que el acuerdo que abrió a concurso las vacantes, dispuso que las listas 

de elegibles se utilizarían para proveer los empleos reportados en la OPEC de 

esa convocatoria, de suerte que lo que sigue es efectuar su nombramiento, ya 

que el empleo que se reportó en esa OPEC, es el mismo que estaba vacante. 

Adicionalmente, señaló que la derogatoria del artículo 4 de la Resolución No. 

20182230073845 del 18 de julio de 2018 no modifica su situación, por cuanto, 

a su juicio, la disposición en mención aludía a la conformación de una lista de 

elegibles a nivel nacional, para proveer (i) las vacantes que no se pudieran surtir 

con la lista territorial y (ii) las nuevas vacantes que surgieran para los mismos 

empleos convocados. 

 

1.1.8. En oficio del 20 de abril del mismo año, el Director de Gestión Humana 

del ICBF le informó que no procedía el recurso de reposición contra la respuesta 

dada el pasado 28 de febrero, en la medida en que no es un acto administrativo, 

sino que constituye un acto de ejecución, mediante el cual se da respuesta a la 

situación planteada por el actor. Por lo demás, reiteró los argumentos expuestos 

en la primera respuesta.  

 

1.2.  Solicitud de amparo constitucional 

 

Con fundamento en los hechos descritos, el actor instauró la presente acción de 

tutela el día 6 de mayo de 2019, con el propósito de obtener el amparo de sus 

derechos al acceso a la carrera administrativa por meritocracia, a la igualdad, al 

trabajo y a la confianza legítima, los cuales estima vulnerados por el ICBF y la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, como consecuencia de la negativa de 

agotar la lista de elegibles de la OPEC 34782 para cubrir la vacante de Defensor 

de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil. Por lo anterior, 

exige ser nombrado y posesionado en período de prueba en el cargo de carrera 

previamente descrito. A ello agregó, como pretensión subsidiaria, ser nombrado 

y posesionado en el mismo cargo en provisionalidad.  

 

 
3 Folio 25 del cuaderno principal. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#41
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En cuanto a la procedencia de la acción de tutela para satisfacer las pretensiones 

expuestas, resalta que esta es el único mecanismo idóneo y eficaz para proteger 

sus derechos, en tanto el término de vigencia de la lista de elegibles es de dos 

años. En respaldo de lo anterior, cita distintas decisiones de la Corte Suprema 

de Justicia, el Consejo de Estado y la Corte Constitucional que avalan la 

procedencia excepcional del recurso de amparo para controvertir asuntos que 

refieren a la provisión de cargos de carrera.  

 

Desde el punto de vista normativo, para sustentar su solicitud de nombramiento 

y posesión, menciona que el Acuerdo No. 20161000001376 de 2016, a través 

del cual se reglamentó la Convocatoria 433 del ICBF, dispuso que las listas de 

elegibles, durante su vigencia, se utilizarían para proveer los empleos que sean 

reportados en la OPEC. Así, explica que la Oferta Pública de Empleos de 

Carrera incluía al Defensor de Familia, código 2125, grado 17, para el cual había 

762 vacantes. En este punto, explica la distinción entre vacante y empleo, ya 

que el este último es el de Defensor de Familia y bajo ese entendido, cualquier 

vacío que se presente en su titularidad, incluso con posterioridad al acto de 

convocatoria, debe ser provista de conformidad con la lista de elegibles vigente.   

 

1.3.  Trámite procesal  

 

El 6 de mayo de 2019, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial 

de San Gil admitió la acción de tutela y procedió a ordenar su notificación a la 

Comisión Nacional del Servicio Civil y al Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar. En esta misma providencia, dispuso dar a conocer el inicio de la 

actuación a la señora Yaneth Benítez Vásquez, quien había sido nombrada en 

encargo en el empleo reclamado, al tiempo que le ordenó a la citada Comisión 

que, mediante correo electrónico, remitiera copia de la demanda de amparo y 

de su auto admisorio a los aspirantes que hacían parte de la lista de elegibles 

contenida en la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018, para 

que, si lo consideraban pertinente, expresaran dicho interés dentro del proceso4. 

Por último, decretó la publicación de la acción y de la primera actuación judicial 

en la página Web de la Rama Judicial. 

 

1.4.  Contestación de las entidades accionadas y de personas vinculadas 

 

1.4.1.  Comisión Nacional del Servicio Civil 

 

El 9 de mayo de 2019, el Asesor Jurídico de la Comisión Nacional del Servicio 

Civil dio respuesta a la acción de tutela y afirmó que no ha vulnerado los 

derechos del actor, ya que no tiene competencia alguna respecto de la 

administración de la planta de personal del ICBF, por lo que solicita que, 

respecto de la entidad, se declare la falta de legitimación en la causa por pasiva.  

 

Sobre los hechos que fundamentan la acción, sostiene que, en efecto, el actor 

ocupó el tercer lugar en la lista de elegibles para dos cargos de Defensor de 

Familia, grado 17, código 2125, OPEC 34782, convocados mediante Acuerdo 

 
4 En el expediente no obra prueba de dichas comunicaciones. 
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No. 20161000001376 de 2016. Así las cosas, comoquiera que únicamente se 

ofertaron dos empleos, el señor Ángel Porras no fue nombrado en período de 

prueba.  

 

En este contexto, explica que mediante la Resolución No. 20182230156785 del 

22 de noviembre de 2018 se revocó el artículo 4 de la Resolución No. 

20182230073845 del 18 de julio de 2018, que establecía que, para cada 

ubicación geográfica de un mismo empleo, se consolidaría una lista general, en 

estricto orden de mérito, para proveer las vacantes que no se pudiesen cubrir 

con la lista territorial y, asimismo, que esa lista de elegibles sería utilizada “para 

proveer las nuevas vacantes que surjan durante su vigencia en los mismos 

empleos convocados”.  

 

Precisa que el fundamento de tal decisión fue, por una parte, lo previsto en el 

Acuerdo que convocó al concurso de méritos, cuyo artículo 62 dispone que las 

listas de elegibles solo serán utilizadas para proveer los empleos reportados en 

la OPEC de esa convocatoria, con base en lo señalado en el Decreto 1894 de 

2012, mientras él estuviese vigente. En este sentido, sostiene que dicho acto, 

compilado en el Decreto 1083 de 2015, en el artículo primero, inciso sexto, 

establece que, si se agotan los órdenes de previsión de empleos y éstos no se 

llenan con las vacantes respectivas, debe realizarse un proceso de selección 

específico para la entidad. A su vez, el parágrafo primero del mismo artículo 

señala que una vez que se provean en período de prueba los empleos 

convocados a concurso con las listas de elegibles, ellas, durante su vigencia, 

solo podrían ser utilizadas para proveer de forma específica las vacancias 

definitivas que se produzcan en los empleos inicialmente provistos. Y, por otra 

parte, aseveró que, en la Sentencia SU-446 de 2011, se estableció como regla 

de decisión “l1a imposibilidad de realizar uso de las listas de elegibles para 

plazas o vacantes diferentes a las inicialmente ofertadas, pues [de] hacerlo, 

implica[ría] un desconocimiento a las reglas de la convocatoria"5. 

 

Por último, cuestiona que la acción de tutela presentada por el señor Ángel 

Porras cumpla con el presupuesto de subsidiariedad, ya que el asunto debe ser 

resuelto por la jurisdicción de lo contencioso administrativo.  

 

1.4.2.  Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

 

La Jefe encargada de la Oficina Asesora Jurídica del Instituto pide que se niegue 

el amparo propuesto. Para fundamentar su solicitud hace un recuento de los 

hechos en los mismos términos que lo hizo la Comisión Nacional del Servicio 

Civil, luego de lo cual asevera que las listas de elegibles solo son aplicables para 

proveer las vacantes ofertadas y señaladas en el proceso de selección. De suerte 

que, al quedar el señor Ángel Porras en el tercer lugar, la consecuencia es que 

no puede ser nombrado, ya que solo se ofertaron dos vacantes.  

 

A continuación, anota que el derecho que tiene quien se encuentra en una lista 

de elegibles es a ser nombrado en el cargo para el cual concursó, lo cual está 

 
5 Folio 50 del cuaderno principal.  
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determinado por el lugar que se ocupa en la lista. De acuerdo con lo anterior, 

enfatiza que en el caso concreto no se vulneraron los derechos del actor, ya que 

el ICBF hizo los nombramientos correspondientes a las vacantes convocadas, 

en estricto orden de méritos.   

 

Por último, expresa que, atendiendo al principio de legalidad y a la forma de 

provisión de empleos de carrera, las entidades y aspirantes deben acogerse a lo 

dispuesto en el Acuerdo 20161000001376 del 5 de septiembre de 2016, cuyo 

artículo 62 dispone que la lista solo será utilizada para proveer las vacantes 

correspondientes a las OPEC de esa convocatoria, que –para el caso del centro 

zonal de San Gil– eran dos.  

 

1.4.3.  Yaneth Benítez Vásquez 

 

A pesar de haber sido debidamente notificada, la señora Benítez Vásquez 

guardó silencio.  

 

1.5.  Pruebas relevantes aportadas al proceso  

 

1.5.1. Copia de la Resolución No. 20182230073845 expedida el 18 de julio de 

2018 por la Comisión Nacional del Servicio Civil, por la cual se integra la lista 

de elegibles para proveer dos vacantes del empleo OPEC No. 34782, 

denominado Defensor de Familia, código 2125, grado 17, del Sistema General 

de Carrera Administrativa del ICBF. En el documento consta que el actor quedó 

en tercer lugar, con un puntaje de 73,62. 

 

1.5.2. Copia de la respuesta proferida por el ICBF el 28 de febrero de 2019, al 

requerimiento del accionante para que se agote la lista de elegibles contenida 

en la resolución citada en el numeral anterior, para nombrarlo en período de 

prueba en la vacante definitiva existente en el centro zonal de San Gil. En ella, 

el Instituto le señala que, para la OPEC No. 34782, únicamente se ofertaron dos 

vacantes, por lo que, al haber ocupado el tercer lugar, no procede su 

nombramiento. Asimismo, le informa que el uso de las listas de elegibles solo 

es aplicable para proveer las vacantes específicamente ofertadas. 

 

1.5.3. Copia de la respuesta proferida por el ICBF el 20 de marzo de 2019, al 

"recurso de reposición y en subsidio apelación" presentado por el actor, en 

contra de la respuesta contenida en el numeral anterior. En ella, se le explica al 

solicitante que no proceden dichos recursos, por cuanto no es un acto 

administrativo que haya creado, definido, modificado o extinguido una 

situación jurídica.  

 

1.5.4. Copia de la Resolución 0910 del 21 de enero de 2019, en la que el ICBF 

encarga el empleo de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro 

zonal de San Gil, a la señora Yaneth Benítez Vásquez.  

 

1.5.5. Copia de una respuesta proferida por el ICBF el 3 de octubre de 2018, en 

la que le informan al actor que, en el centro zonal San Gil, hay tres empleos con 

denominación Defensor de Familia, código 2125, grado 17. Asimismo, le 
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informaron que dos de ellos fueron reportados con la OPEC 34782 y fueron 

objeto de la Convocatoria 433 de 2016. En esos dos empleos se encuentran 

nombradas en período de prueba las personas que ocuparon los primeros 

puestos en la lista de elegibles correspondiente.  

 

1.5.6. Copia de la Resolución No. 20182230156785 del 22 de noviembre de 

2018 expedida por la Comisión Nacional del Servicio Civil, por la cual se 

revocó el artículo 4 de la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio del 

mismo año. 

 

1.5.7. Copia del Acuerdo No. 20161000001376 del 9 de septiembre de 2016 

proferido por la Comisión Nacional del Servicio Civil, mediante el cual se 

convoca a un concurso abierto de méritos para proveer definitivamente los 

empleos vacantes del Sistema General de Carrera Administrativa de la planta 

de personal del ICBF, Convocatoria No. 433 de 2016. 

 

1.5.8. Copia de la Resolución No. 10848 del 17 de agosto de 2018, mediante la 

cual el ICBF termina unos nombramientos y nombra en período de prueba a las 

dos personas que ocuparon los primeros lugares de la lista de elegibles integrada 

en la Resolución No. 20182230073845 expedida el 18 de julio de 2018, para el 

cargo de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, del centro zonal de San 

Gil, en la regional Santander.  

 

 

II.  SENTENCIAS OBJETO DE REVISIÓN 

 

2.1.  Primera instancia 

 

En sentencia del 20 de mayo de 2019, el Juzgado Tercero Administrativo del 

Circuito Judicial de San Gil declaró improcedente el amparo solicitado, al 

considerar que el ordenamiento jurídico prevé los medios de control de nulidad 

simple y de nulidad y restablecimiento del derecho para cuestionar los actos 

administrativos proferidos por la Comisión Nacional del Servicio Civil y por el 

ICBF, dentro del concurso de méritos. De hecho, en ejercicio de dichos medios 

de control el accionante puede solicitar al juez contencioso administrativo la 

suspensión de los actos cuestionados como medida cautelar. Para el a-quo, el 

peticionario no logró probar la ocurrencia de un perjuicio irremediable que 

desplace los mecanismos ordinarios de defensa, ello comoquiera que el único 

argumento que esgrimió fue la vigencia de la lista de elegibles, cuando lo cierto 

es que, para el momento de dicho fallo, aún quedaba un año de vencimiento. 

 

2.2.  Impugnación 

 

En escrito del 23 de mayo de 2018, el accionante impugnó la decisión del juez 

de primera instancia. En primer lugar, explicó que sí se encuentra ante la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable, ya que es el encargado de sostener a su 

familia de cuatro integrantes y de ayudar a su abuela, quien padece una 

enfermedad catastrófica. En este sentido, explica que en la actualidad ocupa un 

cargo en provisionalidad en la Rama Judicial, y puede ser desvinculado por un 
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funcionario de carrera, con lo cual quedaría sin ingresos económicos. 

Adicionalmente, señala que es posible que mientras se define un largo proceso 

contencioso –en el que, además, no existe garantía de que se decrete una medida 

provisional– es posible que el cargo al que aspira en el centro zonal San Gil, sea 

removido por una reestructuración administrativa, como ya lo ha hecho, el 

ICBF, en otras oportunidades.  

 

Por otra parte, reitera que la jurisprudencia del Consejo de Estado y de la Corte 

Constitucional ha admitido que, excepcionalmente, se decidan por vía de tutela 

asuntos relacionados con la provisión de cargos de carrera, cuando quiera que 

se esté rechazando el mérito como criterio relevante para acceder a un cargo. 

Ello, por cuanto en dichos eventos no solo se están protegiendo los derechos a 

la igualdad y al debido proceso, sino que se garantiza la vigencia del artículo 

125 constitucional, que establece –como regla general– que los empleos en el 

Estado deben ser de carrera administrativa.  

 

Por último, solicita que, como pretensión subsidiaria, se ordene al ICBF su 

nombramiento en provisionalidad en el cargo de Defensor de Familia, código 

2125, grado 17, que se encuentra en vacancia definitiva en el centro zonal de 

San Gil, en tanto es él quien ocupa el primer lugar en la lista de elegibles para 

la OPEC 34782. 

 

2.3.  Intervención de la señora Yaneth Benítez Vásquez 

 

En escrito del 5 de junio de 2019, la señora Benítez Vásquez intervino en la 

acción de tutela para solicitar que se confirme la decisión del a-quo. Como 

fundamento de su solicitud, explica que la acción de tutela es de carácter 

subsidiario, por lo que las pretensiones del actor deben ser discutidas en la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, a través de los medios de control 

de nulidad simple y de nulidad y restablecimiento del derecho, toda vez que no 

se demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable y, por el contrario, lo 

que se evidencia es la existencia de una discusión de orden legal y reglamentaria 

que no le compete al juez constitucional.  

 

2.3.  Segunda instancia6 

 

En sentencia del 3 de julio de 2019, el Tribunal Administrativo de Santander, 

decidió revocar la decisión del juez de primera instancia y, en su lugar, amparó 

los derechos invocados por el actor. En consecuencia, ordenó al ICBF que, en 

el término de 48 horas, nombrara y posesionara en período de prueba al señor 

Ángel Porras en el empleo identificado con el código OPEC No. 34782, 

denominado Defensor de Familia, código 2125, grado 17, del centro zonal de 

San Gil, de conformidad con la lista de elegibles establecida en la Resolución 

No. 20182230073845 expedida el 18 de julio de 2018. 

 

 
6 Una magistrada del Tribunal Administrativo de Santander salvó su voto, con fundamento en la imposibilidad 

legal de usar una lista de elegibles para proveer un empleo que no fue inicialmente ofertado.  
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Para fundamentar su decisión, el Tribunal encontró que la acción de tutela era 

procedente, ya que la vigencia de la lista de elegibles es de solo dos años, por 

lo que los mecanismos judiciales, si bien son idóneos, no son eficaces para 

proteger sus derechos. Además, explicó que, el parágrafo 1 del artículo 7 del 

Decreto 1227 de 2005, modificado por el Decreto 1894 de 20127, al establecer 

que las listas pueden ser usadas para proveer las vacantes que se generen en los 

mismos empleos inicialmente provistos, le da el derecho a ser nombrado en la 

"vacante adicional que se generó para el empleo identificado con el Código 

OPEC No. 34782 denominado Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17"8. 

De esta suerte, concluyó que al accionante le asiste un derecho adquirido a ser 

nombrado en el cargo para el cual concursó, lo cual hace viable acceder al 

amparo propuesto. 

 

2.4.  Solicitud de corrección y/o aclaración presentada por el ICBF 

 

La Jefe Encargada de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF, en escrito del 10 de 

julio de 2019, solicitó la corrección o aclaración de la sentencia de segundo 

grado. En primer lugar, sostiene que para dar cumplimiento a la orden del 

Tribunal, esto es, para usar una lista de elegibles para proveer un cargo diferente 

al contenido en el acuerdo de convocatoria, necesita la aprobación de la 

Comisión Nacional del Servicio Civil, lo cual no ha ocurrido en este caso. 

 

A su vez, solicita que aclare si el Tribunal deliberadamente decidió inaplicar la 

Resolución No. 20182230156785 de la CNSC que revocó el numeral 4 de todos 

los actos administrativos que emitieron listas de elegibles. En este punto reitera 

lo dicho en la contestación de la acción de tutela sobre que las listas de elegibles 

solo pueden ser usadas para proveer las vacantes ofertadas en el respectivo 

proceso de selección, que, en este caso, como lo reconoce el accionante, fueron 

dos.  

 

Por último, solicita aclarar si el nombramiento en período de prueba del 

accionante es procedente, cuando la norma que aplicó para adoptar la decisión, 

Decreto 1894 de 2012, fue derogado por el Decreto 1083 de 2015, norma 

aplicable para el momento de los hechos, según la cual la única forma para usar 

listas de elegibles para proveer otros cargos, es con la vinculación en 

provisionalidad para ocupar vacantes temporales y no vacantes definitivas, 

como lo ordena el Tribunal en su decisión. 

 

2.5.  Auto que resuelve la solicitud de aclaración y/o corrección de la 

sentencia 

 

En auto del 16 de julio de 2019, el Tribunal Administrativo de Santander 

resolvió negar la solicitud presentada por el ICBF, comoquiera que se evidenció 

 
7 Decreto 1227 de 2005. “Artículo 7. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo 

en cuenta el siguiente orden: (...) Parágrafo1. Una vez provistos en período de prueba los empleos convocados 

a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de selección, tales listas, 

durante su vigencia, sólo podrán ser utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas 

que se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su titular 

de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo41de la Ley 909 de 2004.”  
8 Folio 130 del cuaderno principal.  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#41
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que el propósito de la entidad demandada es que se vuelvan a estudiar los 

argumentos de defensa que fueron expuestos desde el inicio del trámite, lo cual 

no es procedente a través de la aclaración o corrección de la sentencia. 

 

2.6.  Solicitud de nulidad presentada por la señora Yaneth Benítez 

Vásquez 

 

En escrito del 5 de agosto de 2019, la señora Benítez Vásquez solicitó que se 

declarara la nulidad de lo resuelto por el Tribunal, con fundamento en que la 

sentencia del ad-quem no analizó la figura del encargo, mediante el cual había 

sido provisto el cargo en el que se decidió nombrar al accionante. Así, explica 

que debe revocarse lo decidido el 3 de julio de 2019, en aras de preservar sus 

derechos de carrera, a la seguridad jurídica y a la estabilidad laboral adquirida.  

 

2.7.  Auto que resuelve la solicitud de nulidad de la sentencia 

 

En decisión del 28 de agosto de 2019, el Tribunal Administrativo de Santander 

negó la solicitud presentada por la señora Benítez Vásquez, con fundamento en 

que no se configuró ninguna de las causales que dan lugar a la declaratoria de 

nulidad de la sentencia. Por el contrario, lo que se evidencia es que la citada 

señora pretende manifestar su inconformidad con la decisión, reclamo que no 

puede ser resuelto a través de la figura procesal invocada. 

 

 

III.  REVISIÓN POR PARTE DE LA CORTE CONSTITUCIONAL  

 

3.1. Competencia 

 

Esta Sala es competente para revisar las decisiones proferidas en la acción de 

tutela de la referencia, con fundamento en lo previsto en los artículos 86 y 241.9 

de la Constitución Política. El expediente fue seleccionado por medio de Auto 

del 31 de enero de 2020, proferido por la Sala de Selección Número Uno9, 

previa insistencia presentada el 18 de diciembre de 2019 por la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 

 

En la referida solicitud, la Agencia expone que el juez de segunda instancia hizo 

una errada interpretación de las reglas jurisprudenciales y de las normas que 

rigen los concursos de méritos. Al respecto, explica que el Acuerdo No. 

20161000001376 del 9 de septiembre de 2016 (mediante el cual se convocó el 

concurso de méritos) y el artículo 1 del Decreto 1894 de 2012 señalan que, para 

ser nombrada, la persona debe ocupar la primera posición de la lista de elegibles 

que esté en firme y ese empleo tuvo que haber sido ofertado.  

 
9 Durante el proceso de selección, el 18 de noviembre de 2019, el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF 

envió un escrito a la Sala de Selección, en el que solicitó que se revisara la decisión del Tribunal Administrativo 

de Santander. Además de reiterar lo expuesto durante todo el proceso, advirtió primero, que la acción no cumple 

el requisito de subdidiaridad y segundo, que el precedente fijado por el juez de segunda instancia, ha sido usado 

por otros aspirantes para ser nombrados en cargos que no fueron ofertados al inicio de la convocatoria. En este 

sentido, explica que futuras condenas al ICBF con fundamento en este precedente pueden generar afectaciones 

en el cumplimiento de la función misional de la entidad, por el impacto presupuestal que genera la ejecución 

de las órdenes impartidas.  
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Adicionalmente, reitera que según la jurisprudencia de la Corte, concretamente 

la Sentencia SU-446 de 2011, una lista de elegibles genera en las personas que 

hacen parte de ella un derecho de carácter subjetivo que consiste en ser 

nombrada en el cargo para el cual se concursó, y dicho derecho está determinado 

por el lugar ocupado en la lista y las plazas o vacantes a proveer. Afirma que en 

dicha sentencia también se advirtió que, en concordancia con la anterior regla, 

las listas de elegibles son inmodificables luego de ser publicadas y quedar en 

firmes. A renglón seguido, resalta que dicha sentencia de unificación dispuso 

que las reglas del concurso son invariables y que admitir la utilización de una 

lista de elegibles para proveer un número mayor de empleos a los ofertados, 

quebranta una de las normas que lo rigen. 

 

Por último, asevera que la Corte ya se ha pronunciado sobre los derechos de las 

personas que se han presentado a concursos para acceder a cargos de carrera 

administrativa, para salvaguardar sus derechos en los procedimientos como la 

realización de exámenes, revisión de documentos, entre otros. Asimismo, ha 

decidido casos en que quienes hacen parte de la listas de elegibles no han sido 

nombrados en estricto orden de mérito. Sin embargo, no ha precisado si existe 

un derecho de las personas que ocupan una lista de elegibles que aspiran a ser 

nombradas en vacantes definitivas distintas a las ofrecidas en la convocatoria, 

por lo que esta sería la oportunidad para realizar dichas precisiones.  

 

Lo anterior, también lo suma a la reciente expedición de la Ley 1960 de 2019, 

que modificó el numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, en el sentido 

de permitir que, con las listas de elegibles vigentes, se cubran las vacantes 

definitivas de cargos equivalentes no convocados. Sobre este punto, explica que 

la Comisión Nacional del Servicio Civil aprobó un criterio unificado, según el 

cual la referida ley, únicamente se aplicará para los procesos de selección cuyos 

acuerdos de convocatoria hayan sido aprobados después de su entrada en 

vigencia, esto es, el 27 de junio de 2019. Para el caso del accionante, la 

convocatoria fue anterior a esa fecha, por lo que no era posible su nombramiento 

en un cargo no convocado. 

 

Para la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, la decisión errada del 

Tribunal Administrativo de Santander ha generado un impacto en la litigiosidad 

del ICBF, pues otros aspirantes plantearon la misma tesis sostenida por ese 

Tribunal, por la vía de la aplicación retrospectiva de la Ley 1960 de 2019. Para 

concluir, sostiene que "el ICBF se verá expuesto a una litigiosidad que 

desconoce el precedente fijado por la Corte Constitucional"10 y que lo mismo 

podría ocurrir con cualquier otra entidad. 

 

3.2.  Esquema de resolución  

 

Inicialmente, esta Sala de Revisión adelantará el examen de procedencia de la 

acción de amparo constitucional y, en caso de superarse, fijará los temas que 

 
10 Folio 16 del cuaderno de revisión.  
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serán materia de examen, para, con fundamento en ellos, resolver el caso 

concreto.  

 

3.3.  Examen de procedencia 

 

3.3.1. En cuanto a la legitimación por activa, el artículo 86 de la Constitución 

Política reconoce el derecho de toda persona de reclamar mediante acción de 

tutela la protección inmediata de sus derechos fundamentales. Este precepto se 

desarrolla en el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, en el que se consagra que: 

“la acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por 

cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos 

fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los 

poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos 

ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su 

propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la 

solicitud”.  

 

En la acción de tutela que se revisa se considera que el señor José Fernando 

Ángel Porras se encuentra legitimado en la causa por activa para promover el 

amparo de sus derechos fundamentales, ya que afirma ser el directamente 

afectado con la decisión del ICBF. 

 

3.3.2. Respecto de la legitimación por pasiva, el artículo 86 del Texto Superior 

establece que la tutela tiene por objeto la protección efectiva e inmediata de los 

derechos fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o por el actuar 

de los particulares, en los casos previstos en la Constitución y en la ley11. En 

este contexto, según lo señalado de manera reiterada por la Corte, en lo que 

respecta a esta modalidad de legitimación, es necesario acreditar dos requisitos, 

por una parte, que se trate de uno de los sujetos respecto de los cuales procede 

el amparo; y por la otra, que la conducta que genera la vulneración o amenaza 

del derecho se pueda vincular, directa o indirectamente, con su acción u 

omisión12.  

 

En el asunto objeto de estudio, no cabe duda de que la acción de tutela es 

procedente contra el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, pues son autoridades públicas. Por lo demás, 

respecto de la primera, la negativa de nombrar y posesionar al accionante en el 

cargo de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San 

Gil, está vinculada con la función de administrar su planta de personal. Ahora 

bien, respecto de la Comisión, la Sala encuentra que la pretensión del actor se 

fundamenta en su posición en la lista de elegibles adoptada en Resolución No. 

20182230073845 expedida el 18 de julio de 2018, por lo que, su eventual uso 

 
11 El artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 consagra las hipótesis de procedencia de la acción de tutela contra 

particulares.  
12 Sobre el particular, en la Sentencia T-1001 de 2006, M.P. Jaime Araujo Rentería, se expuso que: “la 

legitimación en la causa como requisito de procedibilidad exige la presencia de un nexo de causalidad entre la 

vulneración de los derechos del demandante y la acción u omisión de la autoridad o el particular demandado, 

vínculo sin el cual la tutela se torna improcedente (…)”. 



Ref.: Expediente T-7.650.952 

 

 

13 

 

para proveer el cargo, involucra a la referida comisión, quien, por disposición 

de la Constitución13 y de la ley14, es la encargada de administrar, por regla 

general, las carreras administrativas y de adelantar los concursos para proveer 

estos cargos. 

 

Ahora bien, la Sala observa que el juez de primera instancia vinculó a la señora 

Yaneth Benítez Vásquez para que, si lo consideraba, se pronunciara sobre los 

hechos y pretensiones que dieron origen al amparo. A juicio de esta Sala, con 

dicha decisión, el juez integró debidamente el contradictorio, comoquiera que, 

al ser la persona que por encargo ocupaba el cargo al que aspira ser nombrado 

el accionante, una eventual decisión favorable a las pretensiones de este último, 

sería contraria a sus intereses, incluso porque en la práctica se está cuestionando 

la validez del acto que dispuso su nombramiento en encargo el día 21 de enero 

de 2019.  

 

Por último, se observa que el juez de primera instancia en el trámite de 

admisión, ordenó a la CNSC comunicar de la presente acción de tutela a los 

demás integrantes de la lista de elegibles adoptada en la resolución del 18 de 

julio de 2018, pero la oficiada no aportó prueba de tal actuación. En este caso, 

no se evidencia que la ausencia de tal elemento de convicción tenga alguna 

incidencia respecto de la debida integración del contradictorio, ya que la Corte 

ha considerado necesaria la vinculación de todas las personas de una lista de 

elegibles, cuando su posición original en ella “cambiaría por la modificación 

eventual de un criterio para fijar dicho orden”15, circunstancia que no tendría 

lugar en esta controversia, de conformidad con la materia objeto de litigio. En 

efecto, este Tribunal ha entendido que, cuando la decisión objeto de revisión se 

centra en analizar la situación específica del accionante, sin modificar los 

criterios que sirvieron de base para su elaboración, no existe un interés legítimo 

del resto de integrantes de la lista, que exija su notificación en el proceso16. 

 

3.3.3. Como requisito de procedibilidad, la acción de tutela también exige que 

su interposición se lleve a cabo dentro de un plazo razonable, contabilizado a 

partir del momento en el que se generó la vulneración o amenaza del derecho 

fundamental, de manera que el amparo responda a la exigencia constitucional 

de ser un instrumento judicial de aplicación inmediata y urgente (CP art. 86), 

con miras a asegurar la efectividad concreta y actual del derecho objeto de 

 
13 “Artículo 130. Habrá una Comisión Nacional del Servicio Civil responsable de la administración y 

vigilancia de las carreras de los servidores públicos, excepción hecha de las que tengan carácter especial.” 
14 Ley 909 de 2004. “Artículo 7o. Naturaleza de la Comisión Nacional del Servicio Civil. La Comisión 

Nacional del Servicio Civil prevista en el artículo 130 de la Constitución Política, responsable de la 

administración y vigilancia de las carreras, excepto de las carreras especiales, es un órgano de garantía y 

protección del sistema de mérito en el empleo público en los términos establecidos en la presente ley, de 

carácter permanente de nivel nacional, independiente de las ramas y órganos del poder público, dotada de 

personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. (...)” y “Artículo 30. Competencia para 

adelantar los concursos. Los concursos o procesos de selección serán adelantados por la Comisión Nacional 

del Servicio Civil, a través de contratos o convenios interadministrativos, suscritos con universidades públicas 

o privadas o instituciones de educación superior acreditadas por ella para tal fin. Los costos que genere la 

realización de los concursos serán con cargo a los presupuestos de las entidades que requieran la provisión 

de cargos.” 
15 Auto 193 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
16 Auto 049 de 2006, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, reiterado en el Auto 487 de 2019, M.P. Luis 

Guillermo Guerrero Pérez. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr004.html#130


Ref.: Expediente T-7.650.952 

 

 

14 

 

violación o amenaza. Este requisito ha sido identificado por la jurisprudencia 

de la Corte como el principio de inmediatez.  

 

En relación con el caso objeto de estudio, la Corte observa que se cumple con 

el citado requisito, en tanto la última respuesta del ICBF respecto de la solicitud 

de nombramiento y posesión del actor en el cargo de Defensor de Familia, 

código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, es del 20 de abril de 2019 

y la acción de tutela se presentó el 6 de mayo del mismo año, es decir, que 

transcurrió menos de un mes entre ellas, tiempo que, a juicio de la Sala de 

Revisión, es razonable.  

 

3.3.4. Finalmente, el artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción 

de amparo solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable17. Esto significa que la acción de tutela tiene un carácter 

residual o subsidiario, por virtud del cual “procede de manera excepcional para 

el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del 

supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales 

ordinarios para asegurar su protección”18. El carácter residual obedece a la 

necesidad de preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución 

Política y la ley a las diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los 

principios de independencia y autonomía de la actividad jurisdiccional.  

 

Dentro de este contexto, por regla general, la acción de tutela no procede contra 

los actos administrativos dictados dentro de un concurso de méritos, por cuanto 

el afectado puede acudir a los medios de defensa disponibles en la Jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo para el efecto. Incluso, con la expedición de 

la Ley 1437 de 2011, los demandantes pueden solicitar la adopción de medidas 

cautelares de todo tipo (preventivas, conservativas, anticipadas o de suspensión) 

cuyo contenido de protección es amplio y admiten su concurrencia dependiendo 

del caso (según la ley: “el juez o magistrado ponente podrá decretar una o 

varias” al mismo tiempo), con lo cual se pretende garantizar el acceso material 

y efectivo a la administración de justicia19. Esta circunstancia debe ser objeto de 

análisis en el estudio de procedencia de la acción de tutela. 

 

Ahora bien, desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, pese a la 

existencia de las vías de reclamación en lo contencioso administrativo, existen 

dos hipótesis que permiten la procedencia excepcional de la acción de tutela. La 

primera, se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de un perjuicio 

irremediable, causal que tiene plena legitimación a partir del contenido mismo 

 
17 Véanse, entre otras, las Sentencias T-336 de 2009, T-436 de 2009, T-785 de 2009, T-799 de 2009, T-130 de 

2010 y T-136 de 2010. 
18 Sentencia T-723 de 2010, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.  
19 Sobre la introducción al ordenamiento jurídico de estas medidas en la Ley 1437 de 2011, esta Corporación, 

en Sentencia T- 610 de 2017, M.P. Diana Fajardo Rivera, sostuvo que: "el legislador realizó un esfuerzo 

importante para que las medidas cautelares se concibieran como una garantía efectiva y material del acceso 

a la administración de justicia pretendiendo de esta manera irradiar el escenario administrativo de una 

perspectiva constitucional. Ello es razonable en la medida en que el carácter proteccionista de la Carta Política 

debe influir en todo el orden jurídico vigente como reflejo de su supremacía, lo que supone que las demás 

jurisdicciones aborden los asuntos puestos a su consideración desde una visión más garantista y menos formal 

del derecho."  
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del artículo 86 del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le ha reconocido 

su carácter de mecanismo subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, cuando 

el medio existente no brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia 

para resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos 

del caso y de su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales.  

 

Sobre esta última, en la Sentencia T-059 de 201920, en el marco de un concurso 

de méritos, la Corte manifestó que:  

 
“Las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos administrativos que se 

profieren en el marco de concursos de méritos, por regla general, son improcedentes, en 

tanto que existe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo y, en el marco de ésta, la posibilidad de solicitar medidas 

cautelares. Sin embargo, al juez constitucional le corresponde, establecer si esas medidas 

de defensa existentes en el ordenamiento jurídico son ineficaces, atendiendo a las 

particularidades del caso en concreto puesto en su conocimiento. (…)” 

 

“Particularmente, cuando se trata de concursos de méritos, la jurisprudencia ha sido 

consistente en afirmar que los medios de defensa existentes ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo no siempre son eficaces, en concreto, para resolver el 

problema jurídico planteado, pues generalmente implica someter a ciudadanos que se 

presentaron a un sistema de selección que se basa en el mérito a eventualidades, tales como 

que (i) la lista de elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de manera 

pronta o, (ii) se termine el período del cargo para el cual concursaron, cuando éste tiene un 

periodo fijo determinado en la Constitución o en la ley. En ese sentido, la orden del proceso 

de nulidad y restablecimiento del derecho no estaría relacionada con la efectividad del 

derecho al acceso de cargos públicos, sino que implicaría una compensación económica, 

situación que[,] a todas luces, no implica el ejercicio de la labor que se buscaba desempeñar 

y significa consolidar el derecho de otra persona que, de acuerdo con el mérito, no es quien 

debería estar desempeñando ese cargo en específico. (…)” 

 

“Por último, es importante poner de presente que, pese a que se podría sostener que la 

pretensión de la acción de tutela, se podría satisfacer mediante la solicitud de medidas 

cautelares, lo cierto es que en el fondo se plantea una tensión que involucra el principio de 

mérito como garantía de acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un 

ámbito  administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, que torna 

necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección de los derechos 

fundamentales. // Lo anterior, en la medida en que tal y como se estableció en las Sentencias 

C-645 de 2017, C-588 de 2009, C-553 de 2010, C-249 de 2012 y SU-539 de 2012, el mérito 

es un principio fundante del Estado colombiano y del actual modelo democrático, en la 

medida en que tiene un triple fundamento histórico, conceptual y teleológico. En efecto, el 

principio del mérito se estableció en el ordenamiento jurídico con la finalidad de proscribir 

las prácticas clientelistas, para garantizar un medio objetivo de acceso, permanencia y retiro 

del servicio público y, por último, para hacer efectivos otros derechos que encuentran 

garantía plena a través de éste, al tiempo que se materializan los principios de la función 

administrativa, previstos en el artículo 209 de la Constitución. (…)”21. 

 

En el marco específico de las medidas cautelares, la Corte también ha dicho que 

el juez de tutela tiene la facultad de proteger los derechos fundamentales como 

objetivo prioritario de acción, y ello lo hace de forma inmediata y con medidas 

más amplías22; y, además, precisó que, aunque se debe revisar dicha herramienta 

al hacer el estudio de subsidiariedad, lo cierto es que existen importantes 

diferencias entre la medida cautelar y la acción de tutela, las cuales pueden 

resumirse así: 
 

20 M.P. Alejandro Linares Cantillo.  
21 Énfasis por fuera del texto original.  
22 Sentencia C-284 de 2014, M.P. Mauricio González Cuervo. 



Ref.: Expediente T-7.650.952 

 

 

16 

 

 
“(i) es necesario seguir y ajustarse al procedimiento descrito en la norma y acudir mediante 

abogado debidamente acreditado, situación que no ocurre con la acción de tutela, como 

quiera que este es un instrumento que puede ser usado de manera personal por el titular de 

los derechos vulnerados, sin necesidad de seguir una forma preestablecida, (ii) por regla 

general, para que una medida cautelar sea decretada, es imperativo prestar caución para 

asegurar los posibles perjuicios que con ésta se puedan causar23 y, (iii) la suspensión de los 

actos que causen la vulneración de los derechos no es de carácter definitivo, puesto que 

estas herramientas son transitorias y, en esa medida, la orden final está sometida a las 

características propias de cada juicio, en contraposición con la protección que brinda el 

amparo constitucional, que en principio, es inmediato y definitivo.” 24 

 

En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por 

vía de excepción para cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de 

un concurso de méritos, y que, más allá de la causal del perjuicio irremediable, 

cabe examinar la eficacia en concreto del medio existente y de la viabilidad 

sumaria de las medidas cautelares, teniendo en cuenta, como ya se dijo, la 

naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su impacto respecto de derechos, 

principios o garantías constitucionales, siendo, prevalente, en este escenario, la 

protección del mérito como principio fundante del Estado colombiano y del 

actual modelo democrático, como lo señaló expresamente Sentencia T-059 de 

201925. 

 

Para la Sala, en este caso, la acción de tutela procede como mecanismo principal 

de protección de los derechos al trabajo y al acceso a cargos públicos26, en un 

contexto indefectible de amparo al mérito como principio fundante del orden 

constitucional. Por las razones que a continuación se exponen: 

 

En primer lugar, el accionante actualmente ocupa el primer lugar en la lista de 

elegibles, luego de haberse ocupado los dos empleos que inicialmente fueron 

objeto de convocatoria, por lo que, al haber quedado una vacante definitiva 

frente exactamente el mismo cargo para el cual él concursó, aparece la disputa 

que es objeto de revisión en esta tutela, consistente en determinar si cabía el 

encargo frente a un funcionario de la entidad, o si, por el contrario, debía hacerse 

uso de la lista de elegibles en el orden y conforme al mérito demostrado, por 

parte de las personas que concursaron para acceder a la función pública. Así las 

cosas, como lo manifestó este Tribunal en la citada Sentencia T-059 de 2019, 

se observa que, en esta oportunidad, la controversia implica verificar el “(…) 

principio de mérito como garantía de acceso a la función pública y ello, a todas 

luces, trasciende de un ámbito administrativo y se convierte en un asunto de 

carácter constitucional, que torna necesaria una decisión pronta, eficaz y que 

garantice la protección de los derechos fundamentales”27. 

 

 
23 De acuerdo con el artículo 232 de la Ley 1437/11 no se requerirá de caución cuando se trate de la suspensión 

provisional de los efectos de los actos administrativos, de los procesos que tengan por finalidad la defensa y 

protección de los derechos e intereses colectivos, ni cuando la solicitante de la medida cautelar sea una entidad 

pública. 
24 Sentencia T-376 de 2016, M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
25 M.P. Alejandro Linares Cantillo.  
26 Ver, entre otras, Sentencia T-654 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
27 Énfasis por fuera del texto original. 
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En segundo lugar, se avizora en este caso una de las causales mencionadas en 

la citada providencia, a fin de determinar que, en concreto, los medios ante lo 

contencioso administrativo no son siempre eficaces, concerniente a que “(…) 

la lista de elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de 

manera pronta”. Al respecto, como se mencionó en el acápite de antecedentes, 

su vigencia se limitó a dos años, por lo que si ella quedó en firme el día 31 de 

julio de 2018, la posibilidad de aplicarla se extendió hasta máximo el 30 del 

mismo mes pero de este año, de suerte que hoy en día no cabe proceder a su uso 

y, en caso de no asumir la revisión de lo resuelto por el juez de instancia y 

decretar la improcedencia de la acción de tutela, prácticamente el accionante no 

tendría mecanismo alguno para reclamar su acceso a la función pública, y se 

estaría, por razones meramente formales, excluyendo la verificación del mérito 

como principio fundante del Estado colombiano. No sobra recordar que el actor 

ocupa en la actualidad el cargo que reclama, en virtud de lo resuelto por el juez 

de segunda instancia en este trámite de amparo constitucional, por decisión del 

3 de julio de 2019.  

 

En tercer lugar, como ya se dijo, la exclusión de la procedencia del amparo 

llevaría a que, al momento de proferirse una decisión definitiva en sede de lo 

contencioso administrativo, la lista de elegibles definitivamente ya no estaría 

vigente y, por ende, el accionante no podría ocupar el cargo al que –según 

alega– tiene derecho, con lo cual únicamente podría recibir una compensación 

económica. Esta realidad descarta la eficacia de la garantía de acceso a cargos 

públicos y excluye la verificación del mérito, en contravía del mandato del 

artículo 2 del Texto Superior, que impone como obligación del Estado velar por 

el goce efectivo de los derechos, lo cual no se satisface con el reconocimiento 

de una compensación económica28.  

 

Lo anterior, en línea con la solicitud formulada por la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica del Estado, para la cual, desde la óptica constitucional, no se 

ha precisado si existe un derecho de las personas que ocupan una lista de 

elegibles que aspiran a ser nombradas en vacantes definitivas distintas a las 

ofrecidas en la convocatoria, por lo que esta sería la oportunidad para realizar 

esas precisiones.  

 

Además de las razones previamente expuestas, se considera que la pretensión 

del accionante no se enmarca dentro del escenario de efectividad de las medidas 

cautelares en el proceso contencioso administrativo, por las siguientes razones: 

 

Primero, porque la suspensión de un acto administrativo exige que se aprecie 

una posible violación de la ley, que surja del análisis del acto demandado y de 

su confrontación con las normas invocadas como vulneradas29. En este caso, no 

se advierte la existencia de una oposición normativa que sea evidente, como lo 

 
28 En un caso similar, en el que se cuestionaba la provisión de cargos de carrera de conformidad con los 

resultados publicados en las listas de elegibles, la Corte consideró que la acción de tutela es el mecanismo 

judicial eficaz e idóneo "cuando se corre el riesgo de que en el trámite de una de las vías con que pueda contar 

el tutelante, la lista de elegibles pierda vigencia y la hipotética protección que deba extenderse quede sin 

sustento". Sentencia T-319 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos.  
29 CPACA, art. 231. 
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demanda la ley y lo requiere la jurisprudencia del Consejo de Estado30, sino de 

una controversia en la que se solicita darle aplicación directa al criterio de 

mérito que introduce la Constitución, con la particularidad de que, en el curso 

de la tutela, se produjo un proceso de tránsito legislativo que, como lo advierte 

la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, contaba con un criterio 

unificado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, conforme al cual la Ley 

1960 de 2020, en cuyo artículo 6 se dispone que la lista de elegibles se aplicará 

“en estricto orden de méritos” para cubrir “las vacantes para las cuales se 

efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no 

convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la 

misma entidad”, únicamente se debía aplicar para los procesos de selección 

cuyos acuerdos de convocatoria hayan sido aprobados después de su entrada en 

vigor, esto es, el 27 de junio de 2019 y, en el caso bajo examen, tal actuación 

tiene su origen en el año 2016. Por consiguiente, no se trata de un caso en donde 

se advierta la simple confrontación de normas como supuesto legal que habilite 

la medida cautelar de suspensión provisional, en los términos del artículo 231 

del CPACA. 

 

Segundo, porque la discusión no permite una medida conservativa31, en tanto 

que lo que se busca es precisamente reclamar un derecho que había sido objeto 

de una respuesta negativa por parte de la administración. Y tampoco cabe la 

orden de adoptar una decisión administrativa32, por cuanto ella es el sustento 

propio de la controversia de fondo, y al tratarse de una medida anticipativa, solo 

se justifica ante la inminencia de un daño mayor33, hipótesis de apremio que no 

resulta evidente en este caso, al tener que verificarse el alcance de una garantía 

de raigambre constitucional y el tránsito legislativo ocurrido sobre la materia.  

 

Por el conjunto de razones expuestas, se advierte la falta de eficacia e idoneidad 

de las vías de lo contencioso administrativo para dar respuesta a la controversia 

planteada, lo que amerita su examen a través de la acción de tutela, como medio 

principal de protección de los derechos invocados. Por esta razón, se procederá 

a plantear el problema jurídico bajo examen y a determinar los aspectos que 

serán objeto de evaluación por parte de este Tribunal, con base en los cuales se 

adelantará el examen del caso concreto. 

 

 

 
30 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, Consejero 

Ponente: William Hernández Gómez, 16 de mayo de 2018, radicación 11001-03-25-000-2016-00178-00 (0882-

16). Textualmente, en este fallo se dice que: “(…) determinar si los apartes acusados del art. 3º del Decreto 

1507 de 2014, vulneran efectivamente los derechos contemplados en las normas constitucionales y pactos 

internacionales, invocados por el demandante, es un asunto que no se evidencia con la simple confrontación 

como lo dispone el art. 231 del CPACA, sino, que requiere el ejercicio de análisis ponderado en la sentencia.” 

Énfasis por fuera del texto original.  
31 El artículo 230 del CPACA establece que: “Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. 

(…) Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 1. 

Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se encontraba antes de la conducta 

vulnerable o amenazante, cuando fuere posible. (…)” 
32 El mismo artículo citado en la nota a pie anterior señala que: “Artículo 230. Contenido y alcance de las 

medidas cautelares. (…) Para el efecto, el juez o magistrado ponente podrá decretar una o varias de las 

siguientes medidas: (…) 4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa o la realización o demolición 

de una obra con el objeto de evitar o prevenir un perjuicio o la agravación de sus efectos. // 5. Impartir órdenes 

o imponerle a cualquier de las partes del proceso obligaciones de hacer o no hacer. (…)”. 
33 ARIAS GARCÍA, Fernando, Estudios de Derecho Procesal Administrativo, Ibáñez, Bogotá, 2013, p. 381.  
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3.4. Problema jurídico y temas a desarrollar 

 

A partir de las circunstancias que dieron lugar al ejercicio de la acción de tutela 

y de las decisiones adoptadas por los respectivos jueces de instancia, la Corte 

debe determinar si se configura una vulneración de los derechos del accionante 

al trabajo y al acceso y ejercicio de cargos públicos, como consecuencia de la 

decisión del ICBF de no acudir a la lista de elegibles contenida en la Resolución 

No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018 para ocupar la vacante de 

Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, que 

se generó con posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016. 

 

Para dar respuesta a este interrogante, se realizará una exposición de las normas 

y de la jurisprudencia sobre el derecho de quienes conforman una lista de 

elegibles a ser nombrados y posesionados en los cargos convocados, así como 

también se analizará la Ley 1960 de 2019 y su aplicación en el tiempo. 

 

3.5. El principio constitucional del mérito como principio rector del acceso 

al empleo público 

 

3.5.1. El artículo 125 de la Constitución Política elevó a un rango superior el 

principio de mérito como criterio predominante para la designación y 

promoción de servidores públicos. Así, consagró como regla general que los 

empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el ingreso a 

ella se hará mediante concurso público. Con esta norma el constituyente hizo 

explícita la prohibición de que factores distintos al mérito pudiesen determinar 

el ingreso y la permanencia en la carrera administrativa.  

 

Según lo ha explicado esta Corporación34, la constitucionalización de este 

principio busca tres propósitos fundamentales. El primero de ellos es asegurar 

el cumplimiento de los fines estatales y de la función administrativa previstos 

en los artículos 2 y 209 Superiores. En este sentido, se ha dicho que la prestación 

del servicio público por personas calificadas se traduce en eficacia y eficiencia 

de dicha actividad. Además, el mérito como criterio de selección provee de 

imparcialidad a la función pública. 

 

El segundo es materializar distintos derechos de la ciudadanía. Por ejemplo, el 

derecho de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos; el debido 

proceso, visto desde la fijación de reglas y criterios de selección objetivos y 

transparentes previamente conocidos por los aspirantes; y el derecho al trabajo, 

ya que una vez un servidor público adquiere derechos de carrera, solo la falta 

de mérito puede ser causal para su remoción.  

 

El tercer y último propósito perseguido por el artículo 125 Superior, es la 

igualdad de trato y oportunidades, ya que con el establecimiento de concursos 

públicos, en los que el mérito es el criterio determinante para acceder a un cargo, 

cualquier persona puede participar, sin que dentro de este esquema se toleren 

tratos diferenciados injustificados, así como la arbitrariedad del nominador. 

 
34 Ver Sentencias C-901 de 2008 y C-588 de 2009. 
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Concretamente, la Corte ha sostenido que el principio de mérito “constituye 

plena garantía que desarrolla el principio a la igualdad, en la medida en que 

contribuye a depurar las prácticas clientelistas o políticas en cuanto hace al 

nombramiento de los servidores públicos o cuando fuese necesario el ascenso 

o remoción de los mismos, lo que les permite brindarles protección y trato sin 

discriminación de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 

opinión política o filosófica.”35. 

 

3.5.2. El principio del mérito se concreta principalmente en la creación de 

sistemas de carrera y en el acceso a cargos públicos mediante la realización de 

concursos. Este último corresponde a los procesos en los que a través de 

criterios objetivos se busca determinar la idoneidad, capacidad y aptitud de los 

aspirantes para ocupar un cargo, teniendo en cuenta la categoría del empleo y 

las necesidades de la entidad. De suerte que, las etapas y pruebas en cada 

convocatoria deben estar dirigidas a identificar las cualidades, calidades y 

competencias de los candidatos, para, con dichos resultados, designar a quien 

mayor mérito tiene para ocupar el cargo.  

 

Respecto de la función del concurso público como garantía de cumplimiento 

del mérito, en la Sentencia C-588 de 200936, en la cual se declaró inexequible el 

Acto Legislativo 01 de 2008, “por medio del cual se adiciona el artículo 125 

de la Constitución Política”, esta Corporación afirmó que: 

 
"Estrechamente vinculado al mérito se encuentra el concurso público, pues el Constituyente 

lo previó como un mecanismo para establecer el mérito y evitar que criterios diferentes a 

él sean los factores determinantes del ingreso, la permanencia y el ascenso en carrera 

administrativa37. Así pues, el sistema de concurso ‘como regla general regula el ingreso y 

el ascenso’ dentro de la carrera38 y, por ello, ‘el proceso de selección entero se dirige a 

comprobar las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el 

desempeño de los empleos’, pues sólo de esta manera se da cumplimiento al precepto 

superior conforme al cual ‘el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se 

harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar 

los méritos y calidades de los aspirantes’39. 

 

El concurso es así un instrumento que garantiza la selección fundada en la evaluación y la 

determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante para desempeñar las funciones y 

asumir las responsabilidades propias de un cargo, e impide que prevalezca la arbitrariedad 

del nominador y que, en lugar del mérito, favorezca criterios ‘subjetivos e irrazonables, 

tales como la filiación política del aspirante, su lugar de origen (…), motivos ocultos, 

preferencias personales, animadversión o criterios tales como el sexo, la raza, el origen 

nacional o familiar, la lengua, la religión, o la opinión pública o filosófica, para descalificar 

al aspirante’40." 

 

3.5.3. En desarrollo del mandato constitucional expuesto, el legislador expidió 

la Ley 909 de 200441, entre otras, para regular el ingreso y ascenso a los empleos 

de carrera. El artículo 27 de esta ley definió la carrera administrativa como “un 

 
35 Sentencia SU-086 de 1999, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
36 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
37 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-901 de 2008. M. P. Mauricio González Cuervo. 
38 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-349 de 2004. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
39 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C.1122 de 2005. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
40 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-211 de 2007. M. P. Alvaro Tafur Galvis. 
41 "Por la cual se expiden normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública y 

se dictan otras disposiciones" 
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sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar 

la eficiencia de la administración pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de 

oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público”. Asimismo, 

estableció que, para lograr ese objetivo, el ingreso, permanencia y ascenso en 

estos empleos se hará exclusivamente por mérito, a través de procesos de 

selección en los que se garantice la transparencia y objetividad. Dentro de este 

contexto, el artículo 28 enlistó y definió los principios que deberán orientar la 

ejecución de dichos procesos, entre los que se encuentran: el mérito, la libre 

concurrencia e igualdad en el ingreso, la publicidad, la transparencia, la eficacia 

y la eficiencia.  

 

En la mencionada ley se dispuso que la Comisión Nacional del Servicio Civil 

es el ente encargado de la administración y vigilancia de las carreras, excepto 

aquellas que tengan carácter constitucional especial y que esta entidad también 

es la encargada de realizar los procesos de selección para la provisión definitiva 

de los empleos públicos de carrera administrativa.  

 

Así pues, en la Ley 909 de 2004 se establecieron las etapas del proceso de 

selección o concurso42, en los siguientes términos: La primera de ellas es la 

convocatoria, que debe ser suscrita por la CNSC y por el jefe de la entidad u 

organismo cuyas necesidades de personal se pretenden satisfacer, y que se 

convierte en el acto administrativo que regula todo el concurso. La segunda, es 

el reclutamiento, que tiene como objetivo atraer e inscribir a los aspirantes que 

cumplan con los requisitos para el desempeño del empleo convocado. La 

tercera, la constituyen las pruebas, cuyo fin es identificar la capacidad, aptitud, 

idoneidad y adecuación de los participantes y establecer una clasificación de 

candidatos. La cuarta, es la elaboración de la lista de elegibles, por estricto orden 

de mérito, la cual tendrá una vigencia de dos años y con la cual se cubrirán las 

vacantes. La quinta y última etapa, es el nombramiento en período de prueba de 

la persona que haya sido seleccionada por el concurso.  

 

Con posterioridad, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1227 de 2005, que 

reguló parcialmente la Ley 909 de 2004. El artículo 7, modificado por el 

Decreto 1894 de 201243, estableció el orden para la provisión definitiva de los 

empleos de carrera. En el parágrafo 1 de este artículo se dispuso que: “Una vez 

provistos en período de prueba los empleos convocados a concurso con las 

listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de selección, 

tales listas, durante su vigencia, sólo podrán ser utilizadas para proveer de 

manera específica las vacancias definitivas que se generen en los mismos 

empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su titular 

de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 

de la Ley 909 de 2004".  

 

3.5.4. En vigencia de estas normas, la Corte se pronunció varias veces sobre el 

problema jurídico sometido en esta ocasión a consideración de la Sala, esto es, 

 
42 Artículo 31 de la Ley 909 de 2004. 
43 Este artículo fue derogado y compilado en el artículo 2.2.5.3.2. Decreto 1083 de 2015, por el cual se expide 

el Decreto Único Reglamentario del Sector de Función Pública, el cual a su vez fue modificado por el Decreto 

498 de 2020. 
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la posibilidad de que una lista de elegibles fuera usada para proveer cargos de 

vacantes definitivas que no fueron convocadas inicialmente a concurso.  

 

Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 200944 estableció que una lista 

de elegibles genera en las personas un derecho de carácter subjetivo a ser 

nombradas en el cargo para el cual concursaron, cuando este quede vacante o 

esté siendo desempeñado por un funcionario en encargo o provisionalidad, de 

manera que la consolidación del derecho “se encuentra indisolublemente 

determinado por el lugar que se ocupó dentro de la lista y el número de plazas 

o vacantes a proveer”, razón por la cual, las listas de elegibles, una vez 

publicadas y en firme, son inmodificables. 

 

Posteriormente, en la Sentencia SU-446 de 201145 estudió el caso de algunos 

integrantes de listas de elegibles para ocupar cargos en la Fiscalía General de la 

Nación, que reclamaban ser nombrados en cargos no convocados inicialmente. 

En esta decisión se negaron las pretensiones de los accionantes, con fundamento 

en que el propósito de la lista de elegibles es que se provean las vacantes para 

los cuales se realizó el concurso, por lo que durante su vigencia solo puede ser 

usada para ocupar los empleos que queden vacantes en los cargos convocados 

y no en otros. Al respecto, en la referida sentencia se señaló que: 

 
"Cuando esta Corporación afirma que la lista o registro de elegibles tiene por vocación 

servir para que se provean las vacantes que se presenten durante su vigencia, se está 

refiriendo a los cargos objeto de la convocatoria y no a otros, pese a que estos últimos 

puedan tener la misma naturaleza e identidad de los ofrecidos. En otros términos, el acto 

administrativo en análisis tiene la finalidad de servir de soporte para la provisión de los 

empleos que fueron objeto de concurso y no de otros. En consecuencia, si en vigencia de 

la lista se presenta una vacante, ésta se podrá proveer con ella si la plaza vacante fue 

expresamente objeto de la convocatoria que le dio origen. Los cargos que se encuentren 

por fuera de ésta, requerirán de un concurso nuevo para su provisión.   

 

Fuerza concluir, entonces, que el uso del registro o lista de elegibles se impone sólo para 

proveer las vacantes y los cargos en provisionalidad que registre la entidad durante su 

vigencia, siempre y cuando se trate de las plazas ofertadas en el respectivo concurso." 

 

Esta postura fue reiterada en la Sentencia T-654 de 201146, al decidir sobre las 

pretensiones de una concursante que ocupó un lugar en la lista de elegibles que 

superaba el número de vacantes convocadas, pero que solicitó su nombramiento 

en un cargo equivalente que fue creado con posterioridad a la convocatoria.  

 

3.6. Ley 1960 de 2019 y su aplicación en el tiempo 

 

3.6.1. El 27 de junio de 2019, el Congreso de la República expidió la Ley 1960 

de 2019, "Por el cual se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto Ley 1567 de 

1998 y se dictan otras disposiciones". En ella se alteraron figuras como el 

encargo, se dispuso la profesionalización del servicio público, se reguló la 

movilidad horizontal en el servicio público y, en particular, respecto de los 

concursos de méritos, se hicieron dos cambios a la Ley 909 de 2004. El primero 

de ellos consistió en la creación de los concursos de ascenso, para permitir la 
 

44 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
45 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
46 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#909
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=1246#1567
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movilidad a cargos superiores de funcionarios de carrera dentro de la entidad, 

así, en la referida ley, se establecieron unas reglas puntuales para la procedencia 

de estos concursos y se dispuso que la Comisión Nacional del Servicio Civil, 

en los seis meses siguientes contados a partir de su expedición, debía determinar 

el procedimiento para que las entidades y organismos reportaran la OPEC, para 

viabilizar el referido concurso. 

 

El segundo cambio consistió en la modificación del artículo 31 de la Ley 909 

de 2004, en el sentido de establecer que, como se mencionó con anterioridad, 

con las listas de elegibles vigentes se cubrirían no solo las vacantes para las 

cuales se realizó el concurso, sino también aquellas “vacantes definitivas de 

cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la 

convocatoria de concurso en la misma entidad”. Por último, la normativa en 

comento dispuso que su vigencia se daría a partir de la fecha de publicación. 

 

Como se aprecia, el cambio incluido en el artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, 

comporta una variación en las reglas de los concursos de méritos, 

particularmente en relación con la utilización de las listas de elegibles. Así, la 

normativa anterior y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el tema, partían 

de la premisa de que la norma establecía que las listas de elegibles únicamente 

podrían usarse para los cargos convocados y no otros, a pesar de que con 

posterioridad a la convocatoria se generaran nuevas vacantes definitivas. Con 

ocasión de la referida modificación, esta Sala deberá definir la aplicación en el 

tiempo de dicha norma, comoquiera que, su uso, en el caso concreto, prima 

facie, proveería un resultado distinto de aquel que podía darse antes de su 

expedición, no solo debido al cambio normativo, sino también a la consecuente 

inaplicabilidad del precedente señalado de la Corte respecto del uso de la lista 

de elegibles, ya que la normativa en la cual se insertaron esos pronunciamientos 

varió sustancialmente.   

 

3.6.2. Previo a realizar este análisis, es preciso recordar que en otras ocasiones 

el legislador ha establecido, para casos concretos, que las listas de elegibles 

deben ser usadas para proveer los cargos convocados, así como aquellas 

vacantes de grado igual, correspondientes a la misma denominación. Este es el 

caso de la Ley 201 de 199547, que, para el caso de la Defensoría del Pueblo, 

estableció la aplicabilidad de dicha regla. Esta ley fue demandada en ejercicio 

de la acción pública de constitucionalidad y en la Sentencia C-319 de 201048 se 

decidió su exequibilidad49. Uno de los argumentos que explican la validez de la 

referida norma es que con ella se logran los principios de la función pública, 

particularmente los de economía, eficiencia y eficacia, en tanto permite hacer 

más eficiente el uso del talento humano y de los recursos públicos, ambos 

escasos para el caso de la Defensoría del Pueblo. Es innegable que la obligación 

de uso de listas de elegibles vigentes para proveer cargos de igual denominación 

pero no convocados, en el contexto expuesto, busca garantizar el mérito como 

 
47 “Por la cual se establece la estructura y organización de la Procuraduría General de la Nación, y se dictan 

otras disposiciones” 
48 M.P. Humberto Sierra Porto.  
49 En esta providencia se decidió declarar inexequible únicamente la expresión "inferior", que permitía que las 

listas de elegibles también fueran usadas para proveer cargos de este tipo. 
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criterio exclusivo de acceso a cargos públicos, ya que únicamente se podrá 

nombrar en las vacantes a las personas que hayan superado todas las etapas de 

la convocatoria y, además, sean los siguientes en orden de la lista, después de 

haberse nombrado a las personas que ocuparon los primeros lugares para 

proveer los cargos ofertados. Adicionalmente, ello permite un uso eficiente de 

los recursos públicos y del recurso humano, con lo cual se garantiza la plena 

vigencia los principios que rigen la función administrativa. 

 

3.6.3. Ahora bien, en lo que respecta a la aplicación del artículo 6 la Ley 1960 

de 2019 a las listas de elegibles conformadas por la Comisión Nacional del 

Servicio Civil y a aquellas que se expidan dentro de los procesos de selección 

aprobados antes del 27 de junio de 2019, sea lo primero advertir que, por regla 

general, esta disposición surte efectos sobre situaciones que acontecen con 

posterioridad a su vigencia. Sin embargo, el ordenamiento jurídico reconoce 

circunstancias que, por vía de excepción, pueden variar esta regla general dando 

lugar a una aplicación retroactiva, ultractiva o retrospectiva de la norma, por lo 

que se deberá definir si hay lugar a la aplicación de alguno de dichos fenómenos, 

respecto de la mencionada ley.  

 

El primero de estos fenómenos, esto es, la retroactividad, se configura cuando 

la norma expresamente permite su aplicación a situaciones de hecho ya 

consolidadas. Por regla general está prohibido que una ley regule situaciones 

jurídicas del pasado que ya se han definido o consolidado, en respeto de los 

principios de seguridad jurídica y buena fe50, así como del derecho de propiedad. 

 

Por otro lado, el fenómeno de la ultractividad consiste en que una norma sigue 

produciendo efectos jurídicos después de su derogatoria, es decir “se emplea la 

regla anterior para la protección de derechos adquiridos y expectativas 

legítimas de quienes desempeñaron ciertas conductas durante la vigencia de la 

norma derogada, no obstante existir una nueva que debería regir las 

situaciones que se configuren durante su período de eficacia por el principio 

de aplicación inmediata anteriormente expuesto”51. 

 

Ninguno de los anteriores efectos de la ley en el tiempo se aplica en el caso sub-

judice. El último fenómeno, que por sus características es el que podría ser 

utilizado en el caso concreto, es el de la retrospectividad, que ocurre cuando 

se aplica una norma a una situación de hecho que ocurrió con anterioridad a su 

entrada en vigencia, pero que nunca consolidó la situación jurídica que de ella 

se deriva, “pues sus efectos siguieron vigentes o no encontraron mecanismo 

alguno que permita su resolución en forma definitiva”52. Este fenómeno se 

presenta cuando la norma regula situaciones jurídicas que están en curso al 

momento de su entrada en vigencia.  

 

Para el caso de la modificación introducida al artículo 31 de la Ley 909 de 2004 

por la Ley 1960 de 2019, se tiene que la situación de hecho respecto de la cual 

 
50 Ver, Sentencia 402 de 1998, M.P. Fabio Morón Díaz y Sentencia T-389 de 2009, M.P. Humberto Sierra 

Porto. 
51 Sentencia T- 525 de 2017, M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 
52 Sentencia T-564 de 2015, M.P. Alberto Rojas Ríos. 
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cabe hacer el análisis para determinar si hay o no una situación jurídica 

consolidada es la inclusión en la lista de elegibles. De esta forma, deberá 

diferenciarse, por un lado, la situación de quienes ocuparon los lugares 

equivalentes al número de vacantes convocadas y que, en virtud de ello tienen 

derecho a ser nombrados en los cargos convocados y, por el otro, la situación 

de aquellas personas que, estando en la lista de elegibles, su lugar en ellas 

excedía el número de plazas convocadas. 

 

Como fue planteado en el capítulo anterior, la consolidación del derecho de 

quienes conforman una lista de elegibles “se encuentra indisolublemente 

determinado por el lugar que se ocupó dentro de la lista y el número de plazas 

o vacantes a proveer”53. Así las cosas, las personas que ocuparon los lugares 

equivalentes al número de vacantes convocadas tienen un derecho subjetivo y 

adquirido a ser nombrados en período de prueba en el cargo para el cual 

concursaron, de suerte que respecto de ellos existe una situación jurídica 

consolidada que impide la aplicación de una nueva ley que afecte o altere dicha 

condición. Sin embargo, no ocurre lo mismo respecto de quienes ocuparon un 

lugar en la lista que excedía el número de vacantes a proveer, por cuanto estos 

aspirantes únicamente tienen una expectativa de ser nombrados, cuando quiera 

que, quienes los antecedan en la lista, se encuentren en alguna de las causales 

de retiro contenidas en el artículo 41 de la Ley 909 de 200454.  

 

Para la Sala, el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la 

Ley 1960 de 2019, regula la situación jurídica no consolidada de las personas 

que ocupaban un lugar en una lista de elegibles vigente que excedía el número 

de vacantes ofertadas, por lo que las entidades u organismos que llevaron a cabo 

los concursos deberán hacer uso de estas, en estricto orden de méritos, para 

cubrir las vacantes definitivas en los términos expuestos en la referida ley. Lo 

anterior no implica que automáticamente se cree el derecho de quienes hacen 

parte de una lista de elegibles a ser nombrados, pues el ICBF y la CNSC deberán 

verificar, entre otras, que se den los supuestos que permiten el uso de una 

determinada lista de elegibles, esto es, el número de vacantes a proveer y el 

lugar ocupado en ella, además de que la entidad nominadora deberá adelantar 

 
53 Sentencia SU-913 de 2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 
54 La norma en cita dispone que: “ARTÍCULO 41. Causales de retiro del servicio. El retiro del servicio de 

quienes estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera administrativa se 

produce en los siguientes casos: a) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de 

libre nombramiento y remoción; // b) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento, como consecuencia 

del resultado no satisfactorio en la evaluación del desempeño laboral de un empleado de carrera 

administrativa; (…) d) Por renuncia regularmente aceptada; // e) Retiro por haber obtenido la pensión de 

jubilación o vejez [Declarado EXEQUIBLE por la Corte en Sentencia C-501 de 2005, en el entendido de que 

no se pueda dar por terminada la relación laboral sin que se le notifique debidamente su inclusión en la nómina 

de pensionados correspondiente.] // f) Por invalidez absoluta; // g) Por edad de retiro forzoso; // h) Por 

destitución, como consecuencia de proceso disciplinario; // i) Por declaratoria de vacancia del empleo en el 

caso de abandono del mismo [Declarado EXEQUIBLE por la Corte en Sentencia C-1189 de 2005, en el 

entendido que para aplicar esta causal, es requisito indispensable que se dé cumplimiento al procedimiento 

establecido en el inciso primero del artículo 35 del Código Contencioso Administrativo para la expedición de 

cualquier acto administrativo de carácter particular y concreto, esto es, que se permita al afectado el ejercicio 

de su derecho de defensa, previa la expedición del acto administrativo que declare el retiro del servicio.] // j) 

Por revocatoria del nombramiento por no acreditar los requisitos para el desempeño del empleo, de 

conformidad con el artículo 5 de la Ley 190 de 1995, y las normas que lo adicionen o modifiquen; // k) Por 

orden o decisión judicial; // l) Por supresión del empleo;// m) Por muerte; // n) Por las demás que determinen 

la Constitución Política y las leyes.” 
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los trámites administrativos, presupuestales y financieros a que haya lugar para 

su uso. 

 

Por último, se aclara que en este caso no se está haciendo una aplicación 

retroactiva de la norma respecto de los potenciales aspirantes que podrían 

presentarse a los concursos públicos de méritos para acceder a los cargos que 

ahora serán provistos con las listas de elegibles vigentes en aplicación de la 

nueva ley. En efecto, tanto la situación de quienes tienen derechos adquiridos 

como de quienes aún no han consolidado derecho alguno, están reservadas para 

las personas que conformaron las listas de elegibles vigentes al momento de 

expedición de la ley, de manera que el resto de la sociedad está sujeta a los 

cambios que pueda introducir la ley en cualquier tiempo, por cuanto, en esas 

personas indeterminadas no existe una situación jurídica consolidada ni en 

curso. 

 

3.6.4. Respecto de la aplicación de la Ley 1960 de 2019 para del uso de las listas 

de elegibles expedidas con anterioridad al 27 de junio del año en cita, la 

Comisión Nacional del Servicio Civil expidió un criterio unificado el 1° de 

agosto de 2019, en el que, de manera enfática, estableció que la modificación 

establecida en dicha ley únicamente sería aplicable a los acuerdos de 

convocatoria aprobados después de su entrada en vigencia. No obstante, 

posteriormente, el pasado 20 de enero, la misma Comisión dejó sin efectos el 

primer criterio y estableció que “las listas de elegibles conformadas por la 

CNSC y aquellas que sean expedidas el marco de los procesos de selección 

aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán usarse durante su 

vigencia para proveer las vacantes de los empleos que integraron la Oferta 

Pública de Empleos de Carrera –OPEC– de la respectiva convocatoria y para 

cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que correspondan 

a los "mismos empleos", entiéndase con igual denominación código, grado, 

asignación básica mensual, propósitos, funciones, ubicación geográfica y 

mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el proceso de selección se 

identifica el empleo con un número de OPEC.”55. 

 

3.6.5. En conclusión, con el cambio normativo surgido con ocasión de la 

expedición de la mencionada ley respecto del uso de la lista de elegibles, hay 

lugar a su aplicación retrospectiva, por lo que el precedente de la Corte que 

limitaba, con base en la normativa vigente en ese momento, el uso de las listas 

de elegibles a las vacantes ofertadas en la convocatoria, ya no se encuentra 

vigente, por el cambio normativo producido. De manera que, para el caso de las 

personas que ocupan un lugar en una lista, pero no fueron nombradas por cuanto 

su posición excedía el número de vacantes convocadas, es posible aplicar la 

regla contenida en la Ley 1960 de 2019, siempre que, para el caso concreto, se 

den los supuestos que habilitan el nombramiento de una persona que integra una 

lista de elegibles y ésta todavía se encuentre vigente.  

 

 

 
55 Énfasis por fuera del texto original, Consultado en: https://www.cnsc.gov.co/index.php/criterios-unificados-

provision-de-empleos. 

https://www.cnsc.gov.co/index.php/criterios-unificados-provision-de-empleos
https://www.cnsc.gov.co/index.php/criterios-unificados-provision-de-empleos
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3.7. Caso concreto 

 

3.7.1. El señor José Fernando Ángel Porras solicita la protección de sus 

derechos al trabajo y al acceso y ejercicio de cargos públicos, los cuales estima 

vulnerados como consecuencia de la decisión del ICBF de no agotar la lista de 

elegibles contenida en la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio de 

2018, para ocupar la vacante de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, 

en el centro zonal de San Gil, regional Santander, que se generó luego de la 

Convocatoria 433 de 2016. 

 

Tanto el ICBF como la Comisión Nacional del Servicio Civil alegaron durante 

el trámite de tutela que no había lugar al pretendido nombramiento, por cuanto 

el cargo al que hace referencia el accionante no fue convocado inicialmente. En 

efecto, para la OPEC 34782, en la que el accionante participó y quedó en tercer 

lugar, únicamente se estaban ofertando dos cargos de Defensor de Familia, 

código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, por lo que la vacante que 

se generó con posterioridad, fue ocupada mediante el encargo de la señora 

Yaneth Benítez Vásquez. 

 

El juez de primera instancia declaró la improcedencia de la acción. Sin 

embargo, el ad-quem amparó los derechos invocados y ordenó el nombramiento 

en período de prueba del señor Ángel Porras en el cargo de Defensor de Familia 

solicitado, de conformidad con la lista de elegibles contenida en la Resolución 

No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018 de la CNSC. Para este último juez, 

el parágrafo 1 del artículo 7 del Decreto 1227 de 2005, modificado por el 

Decreto 1894 de 201256, al establecer que las listas pueden ser usadas para 

proveer las vacantes que se generen en los mismos empleos inicialmente 

provistos, le da el derecho a ser nombrado en la “vacante adicional que se 

generó para el empleo identificado con el Código OPEC No. 34782 

denominado Defensor de Familia, Código 2125, Grado 17"57.  

 

3.7.2. Visto lo anterior, de conformidad con la Ley 909 de 2004 y la 

jurisprudencia unificada de esta Corporación antes de la entrada en vigencia de 

la Ley 1960 de 2019, habría que revocar la decisión del Tribunal Administrativo 

de Santander, comoquiera que la regla aplicable al caso permitía concluir que 

el ICBF solo podía hacer uso de la lista de elegibles contenida en la Resolución 

No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018, para proveer los dos cargos 

inicialmente ofertados en la OPEC No. 34782, como en efecto lo hizo. De forma 

que, una nueva vacante no convocada debería ser ocupada mediante la figura 

de encargo o de provisionalidad, mientras se adelantaba un nuevo concurso de 

méritos. Tal como en efecto ocurrió. 

 

 
56 Decreto 1227 de 2005. “Artículo 7. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo 

en cuenta el siguiente orden: (...) Parágrafo 1°. Una vez provistos en período de prueba los empleos 

convocados a concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de selección, 

tales listas, durante su vigencia, sólo podrán ser utilizadas para proveer de manera específica las vacancias 

definitivas que se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para 

su titular de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004.”  
57 Folio 130 del cuaderno principal.  

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#41
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Dicho esto, la Sala encuentra que en esa decisión el Tribunal no tuvo en cuenta, 

primero, la jurisprudencia reiterada de la Corte respecto de la utilización de las 

listas de elegibles únicamente para proveer los cargos inicialmente convocados. 

Segundo, que el numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, antes de su 

modificación, establecía que las listas de elegibles vigentes solo serían usadas 

para cubrir las vacantes inicialmente ofertadas58. Tercero, que el parágrafo 1 del 

artículo 2.2.5.3.2 del Decreto 1083 de 2015, que compiló el Decreto 1227 de 

2005, antes de ser modificado por el Decreto 498 de 202059, reafirmaba la 

prohibición de proveer vacancias definitivas de cargos no convocados. Y, 

cuarto, que se equiparó el término oferta pública de empleos de carrera (OPEC) 

al de empleo y, por tal razón, se ordenó el nombramiento del accionante "en el 

empleo identificado con el OPEC No. 34782", cuando lo cierto es que en la 

referida oferta pública únicamente se ofertaron dos cargos. 

 

Sin embargo, por el cambio normativo y la consecuente variación de los 

supuestos fácticos y jurídicos que dieron origen a la acción de tutela y que hacen 

inaplicable el precedente de esta Corte al sub-examine, se confirmará la orden 

de protección dictada por el Tribunal Administrativo de Santander el 3 de julio 

de 2019, bajo el entendido que, en aplicación de la Ley 1960 del año en cita, 

resultaba obligatorio utilizar la lista de elegibles contenida en la Resolución No. 

20182230073845 del 18 de julio de 2018, para proveer la vacante del cargo de 

Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, 

regional Santander, pues la misma tiene una aplicación retrospectiva e incluye 

la hipótesis que se alega por el actor, más allá de que ella no haya sido invocada 

en la demanda de tutela, al haberse presentado el cambio normativo durante el 

desarrollo del proceso, circunstancia que no afecta su pretensión, ya que, como 

se dijo, la Corte ha admitido que esa solución legal garantiza el principio del 

mérito y asegura la realización de los principios economía, eficiencia y eficacia 

de la función pública, lo cual resulta claramente concordante con la reclamación 

realizada por el accionante. 

 

Así las cosas, no cabe duda que de conformidad con el orden establecido en la 

lista de elegibles, el señor Ángel Porras tenía derecho a ser nombrado en período 

de prueba en el mencionado cargo y, por ende, procedía terminar el encargo de 

la señora Yaneth Benítez Vásquez, como a continuación se pasará a explicar. 

 

3.7.3. De acuerdo con lo expuesto el acápite 3.6 de esta providencia, la Ley 

1960 de 2019 modificó la Ley 909 de 2004, concretamente la regla referida al 

uso de las listas de elegibles vigentes, para permitir que con ellas también se 

provean las “vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 

surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma entidad”.  

 

 
58 Ley 909 de 2004. “Artículo 31. Etapas del proceso de selección o concurso. El proceso de selección 

comprende: (...) 4. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio 

Civil o la entidad contratada, por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de 

elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán las 

vacantes para las cuales se efectuó el concurso.” 
59 La modificación contenida en ese decreto, artículo 1, establece el uso de las listas de elegibles “para proveer 

las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria 

de concurso en la misma Entidad.” 
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Así las cosas, el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la 

mencionada ley aplica a la situación de las personas que ocupan un lugar en la 

lista de elegibles que excedía el número de vacantes ofertadas y por proveer. Es 

decir que, si son las siguientes en orden y existe una lista vigente, en caso de 

producirse una vacante para ese empleo, aun cuando no haya sido ofertado, 

tendrán derecho a ser nombradas en las vacantes definitivas que se vayan 

generando, de conformidad con lo dispuesto en la referida ley. Sin embargo, en 

cada caso concreto, la entidad cuyas necesidades de personal se pretenden 

satisfacer mediante el concurso deberá realizar los trámites administrativos para 

reportar las vacantes definitivas de los cargos a la CNSC, así como los trámites 

financieros y presupuestales para poder hacer uso de las referidas listas. 

 

De hecho, en este punto debe recordarse que la misma Comisión Nacional del 

Servicio Civil modificó su postura en torno a la aplicación de la referida ley y 

dispuso que las listas de elegibles y aquellas que sean expedidas en procesos de 

selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, deberán ser usadas 

durante su vigencia para cubrir las nuevas vacantes que se generen con 

posterioridad y que correspondan a los “mismos empleos”. En este punto no 

sobra recordar que el pronunciamiento de dicha autoridad goza de un valor 

especial, por ser el organismo que, por mandato constitucional, tiene la función 

de administrar las carreras de los servidores públicos (CP. art. 130).  

 

3.7.4. En el caso concreto del accionante, la Corte considera que hay lugar a 

aplicar retrospectivamente el numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, 

modificado por la Ley 1960 de 2019 y, en consecuencia, a aplicar directamente 

la lista de elegibles, por las siguientes razones:  

 

i. El 3 de julio de 2019, fecha en la cual el Tribunal Administrativo de 

Santander profirió la sentencia de segunda instancia, ya se había 

expedido la Ley 1960 del año en cita. 

ii. En esa misma fecha la lista de elegibles continuaba vigente, comoquiera 

que adquirió firmeza el 31 de julio de 2018, es decir, venció el 30 de julio 

de 2020. 

iii. De conformidad con la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio 

de 2018, en la cual la CNSC adoptó la lista de elegibles para el cargo de 

Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal San Gil, 

regional Santander, el accionante era el siguiente en el orden, luego de 

haberse producido el nombramiento de las dos vacantes convocadas 

inicialmente. 

iv. El cargo en el que solicita ser nombrado el señor Ángel Porras se 

encontraba en vacancia definitiva y estaba provisto en encargo, tal como 

lo reconoce el ICBF en la contestación de la acción de tutela. 

v. El referido cargo tiene la misma denominación, grado, código y 

asignación básica, además de presentarse en el centro zonal de San Gil, 

regional Santander, hecho que no fue controvertido por las partes durante 

el trámite de la acción de tutela.  
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Ante este panorama, cabe aclarar que el uso de la lista de elegibles por parte del 

juez de tutela, con fundamento en estas excepcionales razones, no obsta para 

que el ICBF adelante los trámites administrativos, financieros y presupuestales 

para legalizar su uso. Por otro lado, también advierte la Sala que, para el 

momento en que se cumplió con la orden de nombramiento en período de 

prueba del accionante (2 de septiembre de 201960), la Comisión Nacional del 

Servicio Civil no había dictado los lineamientos para la provisión de forma 

definitiva de los empleos públicos de carrera administrativa mediante concursos 

de ascenso, como lo ordena la Ley 1960 de 2019, por lo que se entiende que la 

vacante en la que fue nombrado el accionante estaba disponible para proveer. 

 

3.7.5. Por último, respecto del encargo hecho a la señora Benítez Vásquez, esta 

Corporación considera que se verificó uno de los supuestos de hecho que da 

lugar a su finalización, esto es, que el cargo sea provisto de forma definitiva por 

un funcionario de carrera61, supuesto que se configuró con la autorización que 

en este caso se dio por el juez de tutela para el uso de la lista de elegibles para 

cubrir una vacante definitiva generada con posterioridad a la Convocatoria 433 

de 2016, tal como lo permite la Ley 1960 de 2019.  

 

3.7.6. Siguiendo lo expuesto, se procederá a confirmar la decisión dictada por 

el Tribunal Administrativo de Santander el 3 de julio de 2019, pero por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.  

 

IV.  DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Revisión, administrando justicia 

en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución Política, 

 

 

RESUELVE 

 

 

Primero.- Por las razones expuestas en esta providencia, CONFIRMAR la 

sentencia proferida 3 de julio de 2019 por el Tribunal Administrativo de 

Santander, en la acción de amparo promovida por el señor José Fernando Ángel 

Porras en contra del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y de la 

Comisión Nacional del Servicio Civil.  

  

 
60 Según lo informó el ICBF en el escrito mediante el cual solicitó la revisión del expediente, el nombramiento 

y posesión del accionante se hizo efectivo en Resolución 7554 del 2 de septiembre de 2019. 
61 Decreto 1083 de 2015. “Artículo 2.2.5.3.1. Provisión de las vacancias definitivas. Las vacantes definitivas 

en empleos de libre nombramiento y remoción serán provistas mediante nombramiento ordinario o mediante 

encargo, previo cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del cargo. // Las vacantes 

definitivas en empleos de carrera se proveerán en periodo de prueba o en ascenso, con las personas que hayan 

sido seleccionadas mediante el sistema de mérito, de conformidad con lo establecido en la Ley 909 de 2004 o 

en las disposiciones que regulen los sistemas específicos de carrera, según corresponda. // Mientras se surte 

el proceso de selección, el empleo de carrera vacante de manera definitiva podrá proveerse transitoriamente 

a través de las figuras del encargo o del nombramiento provisional, en los términos señalados en la Ley 909 

de 2004 y en el Decreto Ley 760 de 2005 o en las disposiciones que regulen los sistemas específicos de carrera. 

// Las vacantes definitivas en empleo de periodo o de elección se proveerán siguiendo los procedimientos 

señalados en las leyes o decretos que los regulan.” 

 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#909
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=16124#750
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Segundo.- Por Secretaría General, LÍBRESE la comunicación prevista en el 

artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

 

Notifíquese, comuníquese, publíquese y cúmplase.  

 

 

 

 

LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ 

Magistrado Sustanciador 

 

 

 

 

ALEJANDRO LINARES CANTILLO 

Magistrado 

Con salvamento de voto 

 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO 

Magistrado 

 

 

 

 

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ 

Secretaria General 

 



Santiago de Cali, 7 de Octubre del 2020 

 

 

 

Señor(es): 

PRESIDENTE SALA ADMINISTRATIVA, CONSEJO SECCIONAL DE LA 

JUDICATURA DEL VALLE DEL CAUCA 

La Ciudad. 

 

 

 

FELIPE CHAVEZ CORAL, identificado con la cédula de ciudadanía número 98.397.549, 

expedida en la ciudad de Pasto (Nar.), con domicilio en la ciudad de Cali; encontrándome 

legitimado, me permito muy respetuosamente solicitar de esta entidad lo siguiente: 

 

Ejercer la Vigilancia Judicial Administrativa, por la mora judicial en la resolución de la 

solicitud de nulidad, elevada el día 25 de Agosto del presente año, dentro de la acción de 

amparo con Rad: 7600-31-05-017-2020-000178. 

 

Apoyo mi solicitud en las razones que paso a exponer:  

 

1. El día 18 de Agosto de 2020 el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, Sala Laboral; 

Magistrado Sustanciador, Antonio José Valencia Manzano; resolvió el recurso de apelación 

dentro de la acción de amparo ya referida; notifico la providencia el día 20 de Agosto de los 

cursantes. 

 

2. Dentro del término de ejecutoria, el suscrito eleva escrito de solicitud de nulidad. 

 

3. Hasta el día de hoy, 42 días; no sé ha resuelto tal petición. 

 

4. Frente a la mora judicial, el suscrito eleva petición con fecha del 15 de Septiembre de los 

cursantes, donde,  textualmente solicito: “Por medio de la presente me dirijo a Ud., con el 

fin de solicitarle me informe que trámite se le está dando a la solicitud de nulidad que radique 

en día 25 de Agosto de los cursantes, dentro de la acción de amparo con Rad.:76001-31-05-

017-2020-000178; en donde funjo como su promotor. Toda vez que hasta la fecha ya han 

transcurrido 22 días y que además no estamos frente a un proceso ordinario; donde los 

principios que gobierna a la misma es el de la celeridad y eficacia”. Sin obtener respuesta 

alguna.  

 

5. La referida corporación, me ha violado lo(s) derecho(s) al debido proceso (artículo 29 

superior), (artículo 228 ibídem), como también el derecho a la administración de justicia 

consagrado en el artículo 229 de la C.P, el cual preceptúa: “Se garantiza el derecho de toda 

persona para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá 

hacerlo sin la representación de abogado”. A causa de la mora judicial, me ha impedido; 

dado el carácter residual y subsidiaria de la acción de amparo, impetrar una nueva acción; 

que a mi juicio, considero procedente, teniendo en cuenta las irregularidades al interior de la 

acción Constitucional; y así, otras circunstancias que expongo en la solicitud de nulidad. 

 

Para lo pertinente, me permito citar un aparte de la sentencia  T-186/17 de la Corte 

Constitucional donde se dijo: “(…) Vulneración de los derechos al debido proceso y al acceso 

a la administración de justicia en casos de mora judicial: irrazonabilidad del plazo e 

injustificación del retardo 

  

11. El Constituyente de 1991 previó en el artículo 1 de la norma superior que el Estado era 

social de derecho, concibiendo una parte dogmática y otra orgánica tendentes a materializar 

tal configuración. Uno de los presupuestos que necesariamente deben satisfacerse para la 

afirmación de este diseño institucional, radica en la efectividad de los derechos 



fundamentales. Con tal objeto, era [y es] claro que la sola consagración de bienes con 

relevancia para el derecho[64] no era suficiente, sino que se requería, bajo el entendimiento 

de una Constitución con contenido normativo, y por lo tanto vinculante, establecer garantías 

a través de las cuales en el caso en que tales bienes fueran quebrantados o amenazados se 

lograra su efectiva protección. 

El acceso a la justicia, como servicio público y en su carácter de derecho fundamental 

autónomo [y a la vez instrumental[65]], ocupó un escenario de deliberación especial, pues 

no solamente debían establecerse mecanismos que de manera efectiva permitieran el amparo 

de los derechos constitucionales, sino que también era preciso incorporar los aspectos que, 

atendiendo al nivel normativo de la Carta Política, permitieran un adecuado funcionamiento 

de la labor judicial[66]. Sobre este último aserto en la sentencia T-431 de 1992[67], que 

abordó uno de los primeros casos de mora judicial, se afirmó: 

  

“La Constitución Política de 1991 está inspirada, entre otros muchos, en el propósito definido 

de erradicar la indeseable costumbre, extendida entre los jueces pero también entre otros 

funcionarios públicos, de incumplir los términos procesales acarreando a los destinatarios de 

la administración de justicia toda suerte de perjuicios en el ejercicio de sus más elementales 

derechos”[68]. 

  

12. Conforme al preámbulo, la Constitución Política de 1991 fue promulgada con la finalidad 

de asegurar a todos los integrantes del país la justicia y la paz, en un marco garantista de un 

orden social justo. Según el artículo 2, entre los fines esenciales del Estado se encuentran el 

de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes, y el de asegurar la vigencia 

de un orden justo. Dentro de los derechos el artículo 29 prevé el debido proceso sin dilaciones 

injustificadas, y el artículo 229 el acceso a la administración de justicia. Dentro de los deberes 

(i) a cargo del Estado se incluye, conforme al artículo 228 de la Constitución, la prestación 

eficiente del servicio público a la administración de justicia[69], pues establece que los 

términos procesales se observarán con diligencia[70] y su incumplimiento será sancionado; 

y, (ii) a cargo de toda la comunidad, el de colaborar para el buen funcionamiento de la 

administración de justicia según el artículo 95-7. Finalmente, el Constituyente creó un 

órgano con el objeto de propender administrativamente por el adecuado 

funcionamiento de la Rama Judicial, el Consejo Superior de la Judicatura, artículos 

256 y 257 ibídem [71]. (Negrilla fuera de texto) 

  

Los anteriores mandatos constitucionales, reproducidos y desarrollados con mayor detalle 

por normativas tales como la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y, actualmente, 

los Códigos General del Proceso y de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, entre otros, parten de la premisa según la cual la justicia no solo demanda la 

existencia de vías a través de las cuales se pueda obtener la definición de posiciones jurídicas, 

la solución de litigios; sino el respeto por parte de los funcionarios encargados de administrar 

el servicio público de justicia de los procedimientos, y concretamente, para el caso analizado, 

de los términos a los que se someten las diferentes etapas del trámite judicial[72], “no de 

cualquier manera el Estado debe asegurar a los integrantes de la sociedad colombiana la 

justicia, puesto que como queda visto debe hacerlo dentro de un marco jurídico, esto es, con 

observancia de las disposiciones constitucionales y legales vigentes.”[73]. 

  

Aunque es claro que los contenidos de los derechos al acceso a la administración de justicia 

y al debido proceso no pueden confundirse, su relación es incuestionable, pues tanto quienes 

acuden a la administración de justicia, como quienes están investidos para el cumplimiento 

de esta función estatal[74], deben atender a las reglas previstas para ello, que indican vías 

procesales adecuadas, oportunidades para ejercer el derecho de acción, personas habilitadas 

para demandar y ser demandadas, etapas dentro del procedimiento, términos, recursos, entre 

otros aspectos. El seguimiento por parte de los funcionarios judiciales de las sendas definidas 

normativamente no solo permite la satisfacción de los derechos al debido proceso y al acceso 

a la administración de justicia, sino de los derechos involucrados en el litigio; además, 

fortalece la legitimidad de la labor judicial y contribuye a la seguridad jurídica[75], pues los 



usuarios pueden confiar en que dentro de un lapso determinado  y atendiendo una reglas 

específicas obtendrán una solución a sus demandas. 

  

13. Ahora bien, en múltiples ocasiones la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la 

garantía de los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y al debido 

proceso, específicamente en cuanto a la prohibición de dilaciones injustificadas, en 

contextos, mayoritariamente, de control concreto de constitucionalidad. A continuación, la 

Sala hará referencia a las reglas construidas sobre la existencia de mora judicial injustificada 

y a la viabilidad de obtener una protección judicial por vía de tutela. Con tal objeto se tendrán 

en cuenta de manera relevante las sentencias T-190 de 1995[76], T-030 de 2005[77], T-803 

de 2012[78], T-230 de 2013[79] y SU-394 de 2016[80]. 

 

13.1. En providencias tales como la T-431 de 1992[81] se decidió amparar los derechos 

fundamentales del reclamante ante el vencimiento del término legal previsto para proferir 

decisión, sin consideración adicional alguna[82], ordenando (i) en el término de 48 horas, 

proferir la sentencia, y (ii) remitir la los antecedentes a la Procuraduría General de la Nación 

y al Consejo Superior de la Judicatura, para lo de su competencia. En la sentencia C-300 de 

1994[83], que declaró la inconstitucionalidad del estado de conmoción interior declarado por 

el Ejecutivo en el Decreto 874 de 1994, se afirmó que el concepto de “dilaciones 

injustificadas” a que hace referencia el artículo 29 de la Constitución Política, a falta de 

regulación legal, debía delimitarse en cada caso “con base en pautas objetivas que tomen en 

cuenta, entre otros factores, la complejidad del asunto, el tiempo promedio que demanda su 

trámite, el número de partes, el tipo de interés involucrado, las dificultades probatorias, el 

comportamiento procesal de los intervinientes, la diligencia de las autoridades judiciales 

etc.”. En esa oportunidad, además, la Sala llamó la atención sobre el hecho de que aunque en 

algunas ocasiones el desconocimiento del término no tenga consecuencias concretas y, por 

lo tanto, se permita una valoración judicial de cara a establecer sus efectos; en otros casos, el 

legislador sí prevé de manera general la consecuencia de tal incumplimiento, sin que sea 

válida excusa alguna, como ocurre por ejemplo con la libertad debida a la persona en estado 

de reclusión preventiva si dentro de un plazo legal no se define su situación jurídica. 

  

13.2. En la sentencia T-190 de 1995[84] se precisó que la obligatoriedad de seguir los 

términos judiciales admitía excepciones “circunstanciales”, en casos en los que no quedara 

duda del “carácter justiciado de la mora”. Las excepciones, se precisó en aquella oportunidad, 

debían ser restrictivas y obedecer a situaciones probada y objetivamente insuperables, y 

debidamente reguladas por el legislador. Se agregó que: “la sola referencia a una 

acumulación de procesos a conocimiento del juez o fiscal no constituye por sí misma, sin 

más evaluación, argumento suficiente para justificar la dilación en que se haya incurrido[85]. 

  

13.3. En la providencia T-030 de 2005[86] la Sala afirmó que la razonabilidad del plazo 

dentro del cual el funcionario judicial debía atender los asuntos sometidos a su jurisdicción 

era un asunto de competencia del legislador, sin perder de vista en todo caso que la relevancia 

constitucional de las formas estaba dotada de un contenido sustancial, dado por la 

materialización de la justicia en cada caso en concreto.  

  

Reiterando la regla prevista en la sentencia T-190 de 1995, la Sala afirmó que el mero 

vencimiento del término legal no implicaba la lesión de los derechos fundamentales al acceso 

a la administración de justicia y debido proceso [salvo la existencia de un perjuicio 

irremediable, se agregó en esta oportunidad], pues es válida la existencia de excepciones, 

siempre y cuando sean restrictivas y obedezcan a situaciones probada y objetivamente 

insuperables. En esas condiciones, precisó la Sala en la providencia T-030 de 2005 que la 

mora judicial objeto de reproche es aquella con un origen injustificado, esto es, cuya fuente 

es la falta de diligencia en el cumplimiento de los deberes por parte del funcionario 

judicial[87]. Agregó que la congestión  y acumulación significativa no es per se una 

justificación, pues, “el derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas no pierde 

efectividad ni siquiera en aquellos supuestos en que los retrasos se deben a los defectos 



estructurales de la organización y funcionamiento de la rama judicial; y, que, por lo tanto, 

deben evaluarse las circunstancias, situaciones objetivas imprevisibles e ineludibles[88]: 

  

“Desde esta perspectiva ha considerado esta Corporación que salvo en el caso que la persona 

se encuentre ante un perjuicio irremediable, “el mero incumplimiento de los plazos no 

constituye por sí mismo violación del derecho fundamental indicado, ya que la dilación de 

los plazos puede estar justificada por razones probadas y objetivamente insuperables que 

impidan al juez o fiscal adoptar oportunamente la decisión.” En otras palabras, “la mora 

judicial sólo se justificaría en el evento en que, ante la diligencia y celeridad judicial con la 

que actúe el juez correspondiente, surjan situaciones imprevisibles e ineludibles que no le 

permitan cumplir con los términos judiciales señalados por la ley.” 

  

En esta ocasión, finalmente, la Sala enfatizó en que el análisis para concluir si la mora era 

justificada o no, implicaba una valoración crítica del cumplimiento de los deberes por parte 

del funcionario judicial, entre los que se incluía la adopción de medidas tendentes a superar 

situaciones de congestión, acudiendo a los superiores y autoridades competentes dentro de la 

organización de la Rama Judicial, así como la información confiable y certera a los usuarios 

de la administración para que estuvieran enterados de las razones por las cuales sus trámites 

no habían podido resolverse a tiempo[89]. 

 

13.4. En la providencia T-803 de 2012[90], citando para el efecto la sentencia T-945A de 

2008[91],  se definió la mora judicial como “un fenómeno multicausal, muchas veces 

estructural, que impide el disfrute efectivo del derecho de acceso a la administración de 

justicia”, y que se presenta como “resultado de acumulaciones procesales estructurales que 

superan la capacidad humana de los funcionarios a cuyo cargo se encuentra la solución de 

los procesos”. 

  

Se reiteró que para definir la existencia de una lesión de los derechos fundamentales ante el 

retardo judicial, se requería valorar la razonabilidad del plazo y el carácter injustificado del 

incumplimiento, estableciendo que sí se da una mora lesiva del ordenamiento cuando se 

presenta: (i) el incumplimiento de los términos judiciales, (ii) el desbordamiento del plazo 

razonable, lo que implicaba valorar la complejidad del asunto, la actividad procesal del 

interesado, la conducta de la autoridad competente y la situación global del procedimiento, y 

(iii) la falta de motivo o justificación razonable de la demora[92]. Advirtió, además, que (iv) 

el funcionario incumplido debía demostrar el agotamiento de todos los medios posibles para 

evitar el detrimento de las garantías de acceso a la administración de justicia y debido 

proceso, concluyendo que: 

  

“existe una relación de conexidad necesaria entre la noción del plazo razonable y el concepto 

de dilación injustificada, al punto que son estos los criterios que se deben analizar para 

determinar si acontece o no una afectación o amenaza al debido proceso y por ende al acceso 

a la administración de justicia. En esa medida, la mora judicial se justifica cuando:  

-   Se está ante asuntos de alta complejidad en los que se demuestra de manera integral una 

diligencia razonable del juez que los atiende, 

-   Se constata la existencia de problemas estructurales, de exceso de carga laboral u otras 

circunstancias que pueden ser catalogadas como imprevisibles e ineludibles. 

Por el contrario, se considera que la mora es injustificada en aquellos eventos en los que se 

comprueba que el funcionario encargado no ha sido diligente y su comportamiento ha 

obedecido a una omisión sistemática de sus deberes.”[93]. 

  

13.5. En la providencia T-230 de 2013[94], que abordó un caso de presunta mora judicial 

injustificada por parte de la Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación Laboral dentro de 

un proceso ordinario que tenía por objeto el reconocimiento de una sustitución pensional, la 

Sala afirmó que tal fenómeno, contrario a los derechos fundamentales y debido proceso, se 

evidencia cuando: (i) se presenta un incumplimiento de los términos señalados en la ley para 

adelantar alguna actuación judicial; (ii) no existe un motivo razonable que justifique dicha 

demora, como lo es la congestión judicial o el volumen de trabajo; y (iii) la tardanza es 



imputable a la omisión en el cumplimiento de las funciones por parte de una autoridad 

judicial. Precisó la Sala, además, que ante casos de mora judicial injustificada, la acción de 

tutela era procedente cuando (1) se cumpliera el requisito de subsidiariedad y (2) se acreditara 

la existencia de un perjuicio irremediable, advirtiendo que, (iii) el remedio, consistente en la 

alteración del turno, era excepcional[95]. 

 

También hizo referencia la Sala de revisión a casos en los que la mora estaba justificada, 

encontrando que en algunos eventos la Corte (i) niega la protección constitucional[96], en 

otros, (ii) ordena la alteración del turno, cuando quiera que se está ante sujetos de especial 

protección y/o vulnerabilidad[97]; y, en otros, (iii) dispone un amparo transitorio[98]. 

13.6. Reiterando de manera importante el anterior precedente, la Sala Plena de la Corte 

Constitucional en la sentencia SU-394 de 2016[99], destacó que el derecho al debido proceso 

en un plazo razonable, por desconocimiento del término, es objeto de amparo constitucional 

cuando quiera que (i) se incurre en mora judicial injustificada y (ii) se está ante un caso en el 

que puede materializarse un daño que genera perjuicios no subsanables. 

  

La mora judicial injustificada, precisó, se presenta cuando quiera que (i) existe un 

incumplimiento objetivo del plazo judicial, (ii) no existe un motivo razonable que justifique 

la dilación; y, (iii) la tardanza sea imputable a la falta de diligencia y omisión sistemática de 

los deberes del funcionario judicial. 

  

Con apoyo en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de derechos humanos, que a su 

turno retomó inicialmente consideraciones provenientes del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos, se afirmó que la razonabilidad del plazo, concepto indeterminado pero 

determinable, debía valorarse atendiendo a los siguientes criterios: “i) las circunstancias 

generales del caso concreto (incluida la afectación actual que el procedimiento implica para 

los derechos y deberes del procesado), (ii) la complejidad del caso, (iii) la conducta procesal 

de las partes, (iv) la valoración global del procedimiento y (v) los intereses que se debaten en 

el trámite.”. Negrilla incorporadas en el texto original. 

  

13.7. Finalmente, en la sentencia T-565 de 2016[100] se indicó que la inobservancia de los 

términos podía justificarse en casos en los que, a pesar de la diligencia del funcionario, (1) la 

complejidad del asunto impide sujetarse estrictamente al término previsto por el legislador; 

(2) existen problemas estructurales que generan congestión y excesiva carga laboral; o, (3) 

se acreditan otras circunstancias imprevisibles o ineludibles que impiden adelantar las 

actuaciones judiciales con sujeción a los términos: “En consecuencia, en los demás casos en 

los que no se advierta una justificación de la tardanza en la emisión de la decisión judicial y 

la causa del incumplimiento de los términos procesales sea la incuria del juzgador resulta 

evidente la afectación de los derechos de acceso a la administración de justicia y debido 

proceso.” 

  

14. En el ámbito interamericano de protección de derechos humanos, el derecho a un plazo 

razonable se analiza teniendo como referente normativo principal el artículo 8.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos[101], que incluye tal aspecto dentro de las 

garantías judiciales[102]. Con fundamento en esta disposición, y en una interpretación 

sistemática de la Convención, en la sentencia proferida en el caso Genie Lacayo vs. 

Nicaragua[103], se afirmó: 

  

“77. El artículo 8.1 de la Convención también se refiere al plazo razonable. Este no es un 

concepto de sencilla definición. Se pueden invocar para precisarlo los elementos que ha 

señalado la Corte Europea de Derechos Humanos en varios fallos en los cuales se analizó 

este concepto, pues este artículo de la Convención Americana es equivalente en lo esencial, 

al 6 del Convenio Europeo para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales. De acuerdo con la Corte Europea, se deben tomar en cuenta tres elementos 

para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la 

complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta de las 

autoridades judiciales (Ver entre otros, Eur. Court H.R., Motta judgment of 19 February 



1991, Series A no. 195-A, párr. 30; Eur. Court H.R., Ruiz Mateos v. Spain judgment of 23 

June 1993, Series A no. 262, párr. 30).”. 

  

Esta tesis fue posteriormente acogida en las sentencias proferidas en los casos Valle 

Jaramillo[104] y otros vs. Colombia y Kawas Fernández Vs. Honduras[105], destacándose 

que el artículo 8.1 convencional establecía como garantía judicial el derecho a un plazo 

razonable y, por su parte, el artículo 25.1[106] establecía el derecho a un recurso judicial 

efectivo. En estas ocasiones, la Corte indicó que, además de los 3 requisitos previstos en el 

caso Genie Lacayo para valorar la razonabilidad del plazo, debía incluirse un cuarto, 

consistente en “la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en 

el proceso”. 

  

A los anteriores pronunciamientos, que han servido de referente para el análisis de la mora 

judicial por parte de la Corte Constitucional[107], es oportuno adicionar el efectuado en el 

caso Mémoli Vs. Argentina[108], en el que la Corte Interamericana precisó que, a diferencia 

de la generalidad de supuestos analizados previamente en los que el Estado era parte del 

proceso judicial, en este caso la violación a la garantía del plazo razonable se invocaba dentro 

de un litigio adelantado entre particulares. En esas condiciones, partiendo del presupuesto 

general según el cual la razonabilidad del plazo debe apreciarse en relación con la duración 

total del procedimiento, reiteró los cuatro elementos a los que se ha acudido para analizar 

esta garantía, esto es: a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) 

conducta de las autoridades judiciales, y d) afectación generada en la situación jurídica de la 

persona involucrada en el proceso. 

  

15. Precisiones adicionales y conclusiones 

  

15.1. Los derechos al acceso a la administración de justicia [a una justicia pronta y cumplida] 

y al debido proceso se encuentran íntimamente ligados, y su efectiva materialización depende 

en buena medida de la celeridad y eficiencia en el ejercicio de la jurisdicción. El 

sometimiento de las autoridades públicas encargadas de la función de administrar justicia a 

las reglas jurídicas, específicamente a aquellas establecidas para la tramitación y definición 

de los asuntos que son sujetos a su conocimiento, repercute en la materialización de valores 

como el de la justicia, así como en la eficacia de una amplia gama de derechos 

constitucionales, incluidos aquellos que a través de cada cauce procesal se pretende 

satisfacer.   

  

15.2. Atendiendo a la pretensión regulativa del derecho, es propio de la construcción de reglas 

acudir a un lenguaje general y clasificatorio, que permita proyectar su regulación, es decir, 

lo ordenado, prohibido o permitido, a espacios amplios de la vida social, mediante la idea de 

la generalidad de las normas. En ejercicio de la libertad de configuración, corresponde al 

legislador fijar los términos preclusivos para adelantar etapas y proferir decisiones en los 

trámites judiciales; además, también le corresponde establecer, previa valoración de los 

intereses subyacentes, las consecuencias concretas de su incumplimiento[109]. En muchos 

casos, empero, aunque se establecen plazos de actuación o decisión, su incumplimiento no 

deriva en una consecuencia jurídica determinada, de forma inmediata. 

  

15.3. En este marco, entonces, ¿qué sucede cuando un funcionario judicial desconoce las 

reglas de tiempo para la definición de un asunto y la consecuencia de tal inobservancia no 

está prevista expresamente en el ordenamiento? La respuesta a este interrogante exige tener 

en cuenta que el ejercicio legislativo está guiado por un principio de racionalidad, por lo 

tanto, se presume que la fijación de las etapas procesales pasa por una deliberación de 

sujeción a cánones constitucionales, oportunidad, conveniencia y, en general, de criterios que 

conceden razonabilidad a las decisiones, esto es, que justifican el por qué para decidir un 

asunto se prevé por ejemplo un lapso de un (1) año y no de cinco (5) años. Si  la configuración 

legislativa no es arbitraria, entonces, ¿por qué la jurisprudencia de la Corte Constitucional [y 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos] analizan el concepto de plazo razonable, 



como un criterio independiente o no siempre coincidente con el plazo previsto por el 

legislador? 

  

Dos eventos permiten entender la validez de tal aproximación. El primero, consiste en que el 

legislador prevé unos plazos perentorios, considerando los casos tipo que pueden presentarse, 

con un grado de dificultad que podría calificarse como promedio. No obstante, en la realidad 

existen eventos que exigen al juez y a las partes un despliegue más intenso de sus roles y 

funciones, lo que justifica una extensión razonable de la oportunidad para concluir el litigio 

pues, de no ser así, podría darse un sacrificio desproporcionado (y eventualmente definitivo) 

de la justicia material. 

  

Y, el segundo, ligado a los intereses existentes detrás de cada caso que se discute en la vía 

jurisdiccional y de las posiciones de los sujetos involucrados. Así, previa una evaluación 

sobre las características de las discusiones que se tramitan ante la jurisdicción, el legislador 

prevé un plazo determinado para la resolución de una misma categoría de asuntos. Ahora 

bien, partiendo del principio de igualdad, la regla general impone al funcionario judicial 

resolver los asuntos sometidos a su consideración atendiendo al orden de llegada, o sistema 

de turnos; no obstante, incluso dentro de la misma categoría de casos, y por tanto bajo el 

mismo cauce procesal, se impone que, en aplicación directa de los mandatos de igualdad 

material derivados de los incisos 2º y 3º del artículo 13 constitucional, se brinde una actividad 

más célere y, en consecuencia, pueda incluso alterarse el estricto orden del turno. 

  

15.4. La comprensión del derecho al debido proceso sin dilaciones injustificadas y de la 

prestación del servicio público a la administración de justicia con la observancia diligente de 

los términos procesales, so pena de sancionar su incumplimiento, ha determinado la 

construcción de una línea jurisprudencial sobre la mora judicial guiada, en últimas, por la 

necesidad de establecer si el incumplimiento objetivo de los plazos o términos  previstos por 

el legislador para adelantar una actuación es razonable o no, y para ello ha acudido a varios 

criterios. 

  

En síntesis, la mora judicial injustificada objeto de reproche constitucional parte del supuesto 

de que no todo incumplimiento de los términos procesales lesiona los derechos 

fundamentales, pues  para que ello ocurra se requiere verificar la superación del plazo 

razonable y la inexistencia de un motivo válido que lo justifique. Este análisis se adelanta 

teniendo en cuenta (i) la complejidad del caso, (ii) la conducta procesal de las partes, (iii) la 

valoración global del procedimiento y (iv) los intereses que se debaten en el trámite.  

  

La mora judicial injustificada, además, se ha construido alrededor de la valoración sobre el 

cumplimiento de los deberes a cargo del funcionario judicial, exigiendo para su configuración 

una actuación negligente o actitud omisiva de éste frente a sus obligaciones, por lo tanto, en 

los casos de procedencia del amparo se dispone, usual y paralelamente a la protección 

constitucional, la remisión de las actuaciones a las autoridades administrativas y 

disciplinarias pertinentes, para lo de su competencia. 

  

15.5. En esta línea, sin embargo, no se ha perdido de vista que incluso en casos en los que la 

mora está justificada puede haber una lesión intensa, no solo de los derechos fundamentales 

al acceso a la admiración de justicia, sino a aquellos involucrados en la definición del litigo, 

que exigen una actuación judicial en sede de tutela, so pena de permitir la consolidación de 

un perjuicio irremediable, y que, en consecuencia, no involucrará una consideración negativa 

sobre la actuación de la autoridad con funciones judiciales.  

  

15.6. De esta manera, el estudio del fenómeno de la mora judicial en la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional, teniendo en cuenta, además, la realidad judicial del país, pretende 

lograr un equilibrio garante de los valores, principios y derechos involucrados, en el que la 

diligencia del funcionario en el cumplimiento de sus deberes no implique el sacrificio de la 

celeridad y oportunidad de la justicia en los casos con mayor relevancia constitucional, 



viabilizando la posibilidad de que en estos casos también pueda efectuarse una intervención 

por parte del juez de tutela(…)”. 

 

A efectos de sustentar la solicitud efectuada me permito acompañar los siguientes 

documentos: 

 

1. Solicitud de nulidad fechada del 25 de Agosto de los cursantes. 

2. Pantallazo respuesta acuso de recibido. 

3. Solicitud fechada del 16 de Septiembre de los cursantes. 

4. Pantallazo respuesta acuso de recibido. 

5. De oficio las que Ud(s)., consideren. 

 

Espero la pronta resolución de la presente petición. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

FELIPE CHAVEZ CORAL 

C.C. No. 98.397.549 de Pasto (Nar.) 

 

Notificaciones: Correo electrónico: felipeernestochc@yahoo.es 

Teléfono: 3158304673. 

Dirección: Cra. 64ª No. 13b-256, Apto 502H, Unidad Los Coracolies-Cali. 
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CRITERIO UNIFICADO 
"USO DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DE 27 

DE JUN10 DE 2019" 

Ponente: Comisionado Fridole Ballén Duque. 
Fecha de sesiOn: 16 do enero de 2020. 

La Sala Plena de Ia CNSC, en sesiOn del 16 de enero de 2020, aprobô el Criterlo Unificado U.SO 
DE LISTAS DE ELEGIBLES EN EL CONTEXTO DE LA LEY 1960 DEL 27 DE JUN10 DE 2019. 

MARCO JURIDICO 

El uso de Listas de Elegibles se encuentra regulado por las siguientes disposiciones legales y 
reglamentarias: 

Ley 909 de 2004 
Decretos 1083 de 2015 y 648 de 2017 
Ley 1960 de 2019 

PROBLEMAS JURIDICOS PLANTEADOS 

1. tCuãl es el regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas yen firme en los procesos 
de selecciOn convocados con anterioridad a Ia entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 de 
junlo de 2019? 

2. tCuál es el regimen aplicable a las listas de elegibles que se conformen en los procesos de 
selección convocados con posterioridad ala entrada en vigencia de Ia Ley 1960 del 27 dejunlo 
do 2019? 

RESPUESTA AL PRIMER PROBLEMA JURIDICO: 

El artIculo 6 do Ia Ley 1960 de 20191,  modificO el numeral 4° del artIculo 31 de La Ley 909 do 2004, 
previendo lo siguiente: 

Cf( 

4. Con los resultados do las pruebas ía ComisiOn Nacional del Seniicio Civil o Ia entidad 
contratada por delegacion de aque/la e/aborara en estricto orden de mOdto Ia lista do 
ele gm/es quo tendra una vigoncia do dos (2) aflos. Con esta v en estricto orden de 
méritos se cubriran las vacantes para las cuales se efectuo el concurso v las 
vacantes definitivas de carqos equivalentes no convocados, que surjan con 
posterioridad a ía convocatoria de concurso en ía misma Entidad.  (Resaltado fuera 
do texto) 

La CNSC y el Departamento Administrativo do Ia FunciOn PUblica -DAFP-, a través de Ia Circular 
Conjunta No. 20191000000117 de 29 de Julio do 20192,  numeral 6°, impartieron instrucciones sobre 

"Pore! cua! so modi!ican (a Ley 909 do 2004, el bocrolo Loy 1567 do 1998 y so dictan otms disposicionos' 
2 'Por Ia cua! so impa ilon (inoamientos frento a (a aplicaciOn do las disposiciones contonidas en Ia Ley 1960 do 27 do junta do 2019, on 
re!acion con Ia vigoncia do Ia ley-procosos do so!eccion, infomio do (as vacantos dotinitivas y oncargof 

Soda principal: Carrera 16 N" 96- 64, Piso 70  Bogota D.c., Colombia 
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Ia aplicacion de Ley 1960 de 2019 a partir de su entrada en vigencia yen relación con los procesos 
de selecciona a los que aplica, asi: 

"(...) El adieu/a 70  de Ia Ley 1960 de 2019, prove: "(.,.) Ia presente 1ev riqe a partir S su 
publicaciôn  (.. ./ hecho quo acaeciO con Ia pub/icaeion realizada en el Diarlo Of/c/al No. 50997 
del 27 de jun/ode 2019. 

Con forme con las etapas definidas en el articulo 31 de Ia Ley 909 do 2004 y el precedente 
judsprudencial, los procesos de seleccion existen juridicamente desde el momonto en quo son 
aprobadosporla Sala Plona dc/a CNSC, coma consecuencia del agotamiento dc/a etapa pre via 
de planeacion y coordinaciOn interinstitucional. 

Los pmcesos aprobados en sesiOn de Comision haste antos del 27 de junlo de 2019, podran ser 
modificados, corregidos o aclarados en cualquiera do sus aspectos en los términos de ía 
normatividad que se oncontraba vigente antos do Ia oxpediciOn de Ia Ley 1960 do 2019. 

Con fundamento en /0 antes citado, los procosos do selecciOn aprobados antes del 27 dejunio 
do 2019 so rogiran par el articu/o 29 de Ia Loy 909 de 2004 vigente antes de su modificac/on. 
(...)" 

Lo anterior, en concordancia con el Principio de Ultractividad de Ia Ley, mismo que en Ia doctrina 
de Ia Carte Constitucional, Sentencia C-763 de 2002, M.P. Jaime Araujo Renterla, fue enunciado 
en los términos que a continuacián se exponen: 

U!.. .1 

Dentro de Ia Teorla General dol Dorecho, os clara Ia apl/cacion "Tempus rogit actus' 
que se traduce en quo Ia norma vigente a! momenta de sucederso los hechos par 
el/a pre vista, es/a que so ap/ica a osos hochos, aunque ía norma haya s/do derogada 
despues. Esto os Jo quo explica Ia Tear/a del Derocho, Ia denominada ultractividad 
de las normas, que son derogadas, que se siguen aplicando a los hechos ocurridos 
durante su v/gone/a. Este fenomeno so presenta en rolación con todas las normas 
juridicas, cualquiera sea su naturaleza: civil, comercial, penal, etc. [...j' 

En virtud de los apartes jurisprudenciales en cita y teniendo en cuenta que el concurso está 
integrado par diferentes actos administrativos iniciando con el de convocatoria al proceso de 
seleccion y cuiminando con el de evaluacion del periodo de prueba, se concluye que las 
convocatorias para proveer vacantes definitivas de empleos de carrera, iniciadas antes de Ia 
entrada en vigencia de Ia Ley 1960 de 2019, deberthn agotarel procedimiento conforme alas reglas 
previamente establecidas en Ia convocatoria y en las normas que le sirvieron de sustento, con el 
fin de garantizar seguridad juridica a las entidades y a los aspirantes. 

Las Listas de Elegibles que adquirieron firmeza, asi coma aquellas (listas de elegibles) expedidas 
coma consecuencia de una convocatoria aprobada con antelación a Ia entrada en vigencia de Ia 
Ley 1960 de 2019, seguirán las reglas previstas antes de Ia modificacion de Ia Ley 909 de 2004 y 
las establecidas en los respectivos Acuerdos de Convocatoria. 
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De conformidad con to expuesto, tas listas de elegibtes conformadas por ta CNJSC y aquallas qua 
sean expedidas en el marco de los procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 dejunio 
de 2019, deberan usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los empleos qua 
integraron Ia Oferta Pübtica de Empleos de Carrera -OPEC- de Ia respectiva convocatoria y para 
cubrir nuevas vacantes que se generen con posterioridad y que corraspondan a los "mismos 
emp!eos' entiéndase, con igual denominacion, cOdigo, grado, asignación básica mensual, 
propósito, funciones, ubicación geogrâfica y mismo grupo de aspirantes; critarios con tos que en el 
proceso de selecciOn se identifica el empteo con un nCimero de OPEC. 

RESPUESTA AL SEGUNDO PROBLEMA JURIDtCO: 

El enfoque dado por Ia Lay 1960 de 2019, para los procesos de seleccion, implica qua éstos 
deberán ser astructurados considerando el posibte uso qua pueda hacerse de las listas de alegibles 
para empleos aquivalentas, con el objeto da lograr qua ellos sean equiparablas desde al proceso 
de setección. 

Por tanto, el nuevo regimen aplicable a las listas de elegibles conformadas por Ia CNSC en et marco 
de los procesos de selecciOn aprobados con posterioridad al 27 de junlo da 2019, deberán usarse 
durante su vigencia para proveer tas vacantas de tos empleos que integraron Ia Oferta PUblica de 
Empleos de Carrera -OPEC- de Ia raspectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes de los 
"mismos empleos" o vacantas en cargos da empleos equivalentes. 

Se deja sin efecto el Criterio Unificado de fecha I da agosto de 2019, "Listas do clog/b/es en ci 
contoxto dc/a Icy 1960 dcl 27 do junlo do 2019", junto con su ActaraciOn. 

Et presente Criterio Unificado fua aprobado en sesiOn de Sala Plena de Ia CNSC celebrada et dia 
16 de enero de 2020. 

!Inii 
I II I 
((Qo flQo.f 

u 

FRIDOLE BALLEN DUQUE 
Presidente 

Prosenlado por Cornislonado Fridole Ballan 0uqu0 
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ANEXO TECNICO OPEC No. 39458

Una vez emitida la lista de elegibles No. 20182230040585 de 2018 correspondiente al empleo 
Profesional Universitario Código: 2044 Grado: 11 con funciones de Apoyo o Soporte en Centro 
Zonal, ofertado en la Convocatoria 433 de 2016 con ubicación geográfica en la ciudad de Cali 

Valle, la accionante Manuel Orlando Mena Zapata se encuentra en estricto orden mérito 
teniendo en cuenta el puntaje obtenido por cada aspirante dentro del proceso de convocatoria 
433 de 2016 al superar todas las etapas de selección de 3 elegibles el accionante ocupa la 
posición 2.

Para la OPEC 39458 se ofertó (01) vacante la cual a la fecha se encuentra provista por la
persona que en orden de mérito conforma la lista de elegibles y cuya posición se encuentra 
en el No. 1 así:

NO. DE LA 
LISTA DE 

ELEGIBLES
OPEC CEDULA

NOMBRES Y 
APELLIDOS

P
O

S
IC

IO
N

V
A

C
A

N
T

E
S

RESOLUCION DE 
NOMBRAMIENTO

FECHA RES 
NOMBRAMIENTO

POSESION OBSERVACIONES

1 39458 34639693
ADRIANA DAZA 
DORADO

1 1 6771-18 30/05/2018 9/07/2018

Servidor con 
Derechos de 
Carrera 
Administrativa

Teniendo en cuenta lo anterior, y dado que a la fecha no se han generado vacantes con 
posterioridad a las ofertadas en la Convocatoria 433 de 2016 que cumplan con todos los
parámetros establecidos en el Criterio Unificado de la CNSC correspondiente al mismo empleo
(igual denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito, funciones,
ubicación geográfica) para la OPEC 39458, no es posible solicitar el uso de listas de elegibles
por Criterio Unificado.

El nombramiento del elegible autorizado por la CNSC se ha adelantado hasta la posición No. 
1, es decir que actualmente el accionante al ocupar la posición 2 presentaba una 
expectativa de ser nombrada.

Una vez verificada la Planta Global del Instituto, se evidencia que de sesenta y tres (63) 
vacantes definitivas a nivel nacional, a trece (13) vacantes definitivas se le aplico el Criterio 

vacantes definitivas restantes que tienen varios perfiles y ubicaciones, y teniendo en cuenta 
que el accionante desea conocer los posibles empleos equivalentes que tengan relación con lo 



ofertado en la Convocatoria 433 de 2016 para la OPEC 39458, en la siguiente tabla solo se 
reportan las vacantes definitivas para el empleo Profesional Universitario Código 2044 Grado 
11, con funciones de Apoyo o Soporte en Centro Zonal, teniendo en cuenta que son los 
mismos criterios (igual denominación, código, grado, asignación básica mensual, propósito,
funciones) pero con diferente ubicación geográfica de la OPEC 39458 a la cual se presentó el 
accionante:

OPEC 
NUEVA 

EN SIMO

PLANTA 
REGIONAL 

ICBF

MUNICIPI
O

DEPENDENCIA 
PLANTA ICBF

CARGO

C
O

D
IG

O

G
R

A
D

O

PROFESION
ESTADO 
EMPLEO

SERVIDOR 
PUBLICO

CORREO 
ELECTRONICO

S131581 BOGOTA BOGOTA
C.Z. CIUDAD 
BOLIVAR

PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO

2044 11 ADMINISTRATIVOS
ENCARG
O

LINARES 
PINEDA 
SHIRLEY 
CAROLINA

SHIRLEY.LINARE
S@icbf.gov.co

S131580 VALLE CALI
C.Z. 
SURORIENTAL

PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO

2044 11 ADMINISTRATIVOS VACANTE

S123984 RISARALDA PEREIRA C.Z. PEREIRA
PROFESIONAL 
UNIVERSITARIO

2044 11 ADMINISTRATIVOS VACANTE

De igual forma, y teniendo en cuenta que, al finalizar el proceso de conformación de las listas 
de elegibles, la CNSC declaró desiertas mediante la Resolución 20182230162005 de 04 de
diciembre de 2018, las OPEC que no tuvieron elegibles que hayan superado dicho proceso, 
razón por la cual en la siguiente tabla se relaciona el estado de provisión de las vacantes 
desiertas solicitadas en el fallo judicial:

OPEC
CONV 
433-16

NUEVA 
OPEC 
SIMO

REGION
AL

MUNICIPIO
DEPENDENCI

A
CARGO

C
O

D
IG

O

G
R

A
D

O

ESTADO 
VACANTE

COD 
PROFESION

SERVIDOR 
PUBLICO

CORREO 
ELECTRONICO

39518 123823 CAUCA POPAYAN
C.Z. 
POPAYAN

PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11 VACANTE
NUTRICION Y 
DIETETICA

39519 123833
LA 
GUAJIRA

FONSECA
C.Z. 
FONSECA

PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11 VACANTE
NUTRICION Y 
DIETETICA

39604 124028

DIRECCI
ON 
GENERA
L

BOGOTA

GRUPO DE 
REPRESENT
ACION 
JUDICIAL

PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11 ENCARGO DERECHO

GONZALEZ 
BUITRAGO 
JAVIER

Javier.Gonzalez
@icbf.gov.co

39597 123883
VICHAD
A

PUERTO 
CARREÑO

C.Z. PUERTO 
CARREÑO

PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11

PROVISIO
NAL -
PREPENSI
ONADO

TRABAJO 
SOCIAL

RODRIGUE
Z
RODRIGUE
Z TERESA

Teresa.Rodrigue
z@icbf.gov.co

39517 123824
CUNDIN
AMARCA

PACHO C.Z. PACHO
PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11
PROVISIO
NAL

NUTRICION Y 
DIETETICA

DIAZ 
LOZANO 
OTILIA 
BERENA

OTILIA.DIAZ@ic
bf.gov.co

39598 123935 SUCRE
SINCELEJ
O

GRUPO DE 
ASISTENCIA 
TECNICA

PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11 VACANTE
TRABAJO 
SOCIAL

39543 123882 VALLE BUGA C.Z. BUGA
PROFESIONAL 
UNIVERSITARI
O

2044 11 ENCARGO
TRABAJO 
SOCIAL

BUITRAGO 
GARCIA 
GLORIA 
INES

Gloria.BuitragoG
@icbf.gov.co

Ahora bien, mediante Decreto 1479 de 2017 fueron creados diez (10) para el empleo 
Profesional Universitario Código 2044 Grado 11, a las cuales no fue posible aplicar el criterio 
unificado ya que las vacantes generadas tenían Rol Recaudo y ubicación diferente a las 
ofertadas en las OPEC de la Convocatoria 433 de 2016.



OPEC 
NUEVA 

EN SIMO
REGIONAL

MUNICIP
IO

DEPENDE
NCIA CARGO

C
O

D
IG

O

G
R

A
D

O

ROL
NOMBRE 

SERVIDORES

E
S

T
A

D
O

E
M

P
L

E
O

RETEN 
SOCIAL

CORREO 
ELECTRONICO

S123976
CUNDINAM
ARCA

BOGOTA
GRUPO 
FINANCIER
O

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

VACANTE VACANTE

S124003
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
CONTABILI
DAD

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

GARCIA 
GUATAMA 
CLAUDIA 
PATRICIA

PROVISIO
NAL

MADRE 
CABEZA DE 
FAMILIA

Claudia.GarciaG
@icbf.gov.co

S124003
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
CONTABILI
DAD

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO VACANTE VACANTE

S124003
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
CONTABILI
DAD

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

ÑUNGO 
CASTILLO 
EDGAR

ENCARGO
Edgar.Nungo@ic
bf.gov.co

S124004
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA

GRUPO DE 
PLANEACI
ON Y 
SEGUIMIE
NTO 
FINANCIER
O Y DE 
GESTION

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11 RECA
UDO

DIAZ PAJARO 
ANGELICA 
ISABEL

ENCARGO Angelica.Diaz@i
cbf.gov.co

S124008
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
PRESUPU
ESTO

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

FORERO ROSA 
MARIA

ENCARGO
RosaM.Forero@i
cbf.gov.co

S124009
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA GRUPO DE 
RECAUDO

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11 RECA
UDO

BARROS 
SIERRA JAIRO 
ALBERTO

PROVISIO
NAL

PREPENSIO
NADO

Jairo.Barros@ic
bf.gov.co

S124009
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
RECAUDO

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

MENDOZA 
CAMACHO 
ANGELA MARIA

PROVISIO
NAL

MADRE 
CABEZA DE 
FAMILIA

Angela.Mendoza
@icbf.gov.co

S124010
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
TESORERI
A

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

ARISTIZABAL 
RODRIGUEZ 
BLANCA ROCIO

ENCARGO
Blanca.Aristizab
al@icbf.gov.co

S124010
DIRECCIO
N
GENERAL

BOGOTA
GRUPO DE 
TESORERI
A

PROFESION
AL 
UNIVERSITA
RIO

2044 11
RECA
UDO

SALAS ACOSTA 
CIBELES 
MARIA

ENCARGO
Cibeles.Salas@i
cbf.gov.co

























CNSC
comisiOn nacional
DEL SERVICIO CIVIL
Igualdad, Merito y Oportunidad

20201000000017

Bogota D.C., 21-02-2020

CIRCULAR EXTERNA Ns 0001 DE 2020

Representantes Legales y Jefes de Unidades de Personal de las entidades del 
Sistema General de Carrera Administrativa, de los Sistemas Espedficos y Especiales 
de Creacion Legal que cuentan con listas de elegibles vigentes.

PARA:

ASUNTO: Instrucciones para la aplicacion del Criterio Unificado “Uso de Listas de Elegibles en 
el contexto de la Ley 1960 de 27 de junio de 2019”, en procesos de seleccion que 
cuentan con listas de elegibles vigentes.

De conformidad con el Criterio Unificado “Uso de Listas de Elegibles en el contexto de la Ley 
1960 de 27 de junio de 2019”\ el cual establece que las listas de elegibles conformadas por esta 
Comision Nacional y aquellas que sean expedidas en el marco de los procesos de seleccion 
aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, deberan usarse durante su vigencia para 
proveer las vacantes de los empleos que integraron la Oferta Publica de Empleos de Carrera 
(OPEC) de la respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes que se generen con 
posterioridad y que corresponden a los “mismos empleos”2 ofertados.

La CNSC en ejercicio de las competencias atribuidas en los literales a) y h) del articulo 11 de la 
Ley 909 de 2004, con el proposito de garantizar y proteger el sistema de merito en el empleo 
publico, precede a impartir los siguientes lineamientos, en lo relacionado al reporte de las nuevas 
vacantes que corresponden a los mismos empleos, para lo cual las entidades deberan:

Solicitar apertura de la etapa OPEC en el Sistema de Apoyo para la Igualdad el Merito 
y la Oportunidad (SIMO)3.

1.

El Jefe de la Unidad de Personal, o quien haga sus veces, debera solicitar al Gerente del 
respective proceso de seleccion, la habilitacion de la etapa OPEC en SIMO con el fin de 
adicionar la informacion de la nueva vacante definitiva.

Crear el nuevo registro de vacante.2.

El servidor responsable del rol “cargador” de la entidad, debera ingresar con su usuario y 
contrasena a SIMO, al modulo “Convocatoria”, seleccionar el proceso de seleccion 
correspondiente y dar clic en la opcion “Empleos”.

1 Expedido por la Comision Nacional del Servicio Civil (CNSC) el 16 de enero de 2020 y publicado en la p^gina web enlace “Criterios 
y Doctrina".
2 Entiendase por “mismos empleos”, los que corresponden a igual denominacidn, eddigo, grado, asignacidn bdsica mensual, 
proposito, funciones, ubicacibn geografica y mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el proceso de seleccion se identifica 
el empleo con un numero OPEC.
3 Aplica unicamente a los procesos de seleccion finalizados que cuentan con lista de elegibles vigentes, toda vez que para el reporte 
de las nuevas vacantes definitivas la etapa OPEC se mantiene habilitada las 24 boras.
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Posteriormente debera ubicar el numero OPEC en el cual se adicionara la vacante y 
seleccionar la opcion “Ver empleo”.

m Listado de empleos
TEE

Ingiroe rf grado^ ingrese ni'igicro OPFC '

; Ingnsse denomfnadfin cmplag i

Irt^rew el codigo del empleoNumofo OPEC: COdtoo;

f Ingrese nlgun texto del v
Denomineddn: ProDdsiTO: propo

I

■ o Cmr imoito*

0
’ss? ;i^s.fwimore CAd-JO Oe'iort-nccUo SrMo
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Al ingresar, ubicar la seccion “Vacantes” y seleccionar el boton “Crear” para adicionar la nueva 
vacante que corresponde al mismo empleo.

l

■=> O Crear

listado de vacantes por municipw)

redia enque 
vaca

erwroiasep
nleDepart omanto Nunkipio DecondeivM b*t.9i tin matEstado Cargo

Ofidna asesora de 
INFRAESTRUCRIRA ✓Bogoti, D.C. En ProvisionatidadBogota O.C 2 2019-n-ll £aioa

1 • 1 de 1 resultados « < i > »

V>

Se generara automaticamente la ventana emergente “Vacantes” donde se debera registrar la 
informacion relacionada a “Estado”, “Departamento”, “Municipio”, “Dependencia” “Fecha en 
la que se genero la vacante” y “Numero de vacantes”.
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Campos requeridos **

D(Estado • Seleccione eJ fzstado
f

(^Seleccione el Departamentc !Departamento -

{ Seleccione elMoniclplo * Mtjnicipio . V
-)Seleccione la dependencia fDependencia *

f
Fecha en que se generd ia ^ dd/MM/vVVV 
vacante: * 1 v . iJ
NCtmero vacantes •

= !;
CfifaL^vAGeptaraiaM^ ^ Carx:elar ^ :!

f!

Si las fechas de generacion de las nuevas vacantes son diferentes, debera realizar un registro 
en el boton “Crear” por cada una de ellas.

Se precisa que la informacion relacionada al departamento, municipio y dependencia de la o 
las vacantes por adicionar, debe ser la misma a la reportada en el proceso de seleccion que 
cuenta con listas de elegibles vigentes.

Si la vacante se encuentra provista transitoriamente, en encargo o provisionalidad, 
adicionalmente debera incluir la informacion de los servidores que tengan esta condicion, 
seleccionando el enlace “cargo”.

]

0 l° i:*
fIfeuaode maxes cor 'nunitioio
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f
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MfTTROCnjRJ

/ f«n EncifpC20:>02-l0 C*fOTCg«n«T!<t* ;

Para registrar la informacion correspondiente en la ventana “Informacion Complementaria 
Vacante” debera seleccionar el icono “Crear”.

I;c=> rih Informaddn Complementaria Vacante

5

iMons ■<»«<'• iwnAf:er«uc.r\mA

Orim’tamrmu

£=> O —
I
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En la ventana emergente denominada “Detalle” diligenciar el nombre, apellido, tipo y numero 
de identificacion, genero, fecha de nacimiento y en el campo “Condicion especial” debera 
seleccionar la opcion “No aplica”.

1
Osmpos 'equcrtdo* "*

Mom br*a *

L
Ap«llido* 4

T»po de tdentlflc»ctdn *

IdomlOcacldn *

CScicccione

n*clml«nto * dd/MM/yvVV 1

Condictdn etpecial •

A continuacidn, debe dar clic en el botdn “Aceptar” con lo cual finalizara el proceso de 
actualizacidn.

Una vez registrada la informacidn, debera dar clic en el botdn “Empleo” ubicado en la barra 
superior de la ventana.

Panel de control: Convoeacoras: ustado dc empteos^ Empleo: pnlormaddn Comptemenurta vacante

O A Informacion Complementaria Vacante

Posterior a ello, en la seccidn “Informacidn del empleo” debera dar clic en el botdn 
“Confirmar Reporte OPEC”, con el fin de generar la certificacidn del empleo reportado.

* tMI’LtU

uoMads oar* to* i

La certificacidn podra ser consultada en el modulo “Convocatorias”, pantalla “Listado de 
empleos”, seccidn “Descripcidn” seleccionando en botdn “Reporte OPEC”.
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|* Listado de empleos| \i
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; infires" cl <,lrado; Ir«jC«se si txSdiy. del smidcoi li^iCRve cl OPECNvmero OPEC: Cddigo:

de: pcopo :' liisrese dcnormiiariCMS cinplcc ' : Iiiai'i-se ntynr:OenommacISn: ProDosito:

’•*' f!oiin»rCr^Kention OWE
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3. Solicitar uso de listas de elegibles.

El Jefe de la Unidad de Personal o quien haga sus veces, debera solicitar a esta Comision 
Nacional la autorizacion para el uso de las listas de elegibles, con el proposito de cubrir las 
nuevas vacantes definitivas que corresponden a los “mismos empleos” identificados con un 
numero OPEC.

Las solicitudes para el uso de listas deberan ser remitidas a traves de la ventanilla unica de la 
CNSC, ingresando a la pagina web https://www.cnsc.aov.co/ enlace “Ingrese a la Ventanilla 
Unica de la CNSC” o “PQRS”.

o©o©©oa©©^€.;-
P | PQRS j

J
En la opcion “Ventanilla Unica”, pestaha “Tipo solicitud” seleccionar la opcion “Peticion” y 
posteriormente “Listas de Elegibles”; alii se debera ingresar los demas datos que solicita el 
aplicativo y por ultimo adjuntar la solicitud de la autorizacion de las listas de elegibles, junto 
con el certificado del empleo al cual se le adiciono la nueva vacante.

Finalmente se recuerda que tanto el Representante Legal de la entidad y el Jefe de la Unidad de 
Personal o quien haga sus veces, seran los responsables del reporte de la OPEC y que el no 
reporte oportuno del mismo constituye una omision administrativa que podra ser sancionada por 
la CNSC, de conformidad cofT ^blecido en la Ley 909 de 2004.

I/
________ ^-rmPOLlTBALLEN DUQU

Presidente

Elabord: DirecdU>\de Administracidn de Carrera Administrativa. 
Revisd: Piedad*Torres, Asesora Presidencia

Clara P. Despacho Comisionado Fridole

T
Sede principal: Carrera 12 N° 97 - 80, Rise 5°
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PRESIDENCIA DE U\ REPÚBLICA 
SECRETARíA JURíDICA 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

RevIso l • .. 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCiÓN PÚBLICA 

DECRETO NÚMERO • 498 DE 2020 

( j~) (U) f\\jiIA"R 2,020)
"i_,. ~,," 1'" ~ 

Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del 
Sector de Función Pública 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales y en especial las que le 
confieren el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política y en desarrollo 

del Decreto ley 2400 de 1968 y la Ley 909 de 2004, y 

CONSIDERANDO: 

Que en el marco del fortalecimiento del diálogo social, el 24 de mayo de 2019 se 
firmó entre el Gobierno Nacional y las organizaciones sindicales CUT, CGT, CTC, 
CNT, UTC, CSPC, CTU USCTRAB y la federación UNETE el Acuerdo de la 
Negociación Colectiva como resultado de la negociación del pliego de solicitudes 
presentado por las citadas centrales de confomidad con las disposiciones 
contenidas en el Capítulo 4 del Título 2 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1072 de 
2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Trabajo. 

Que en el Acuerdo Colectivo se pactó expedir decretos reglamentarios que 
desarrollen las siguientes materias: i) la protección especial para los empleados que 
se encuentren en situación de especial protección constitucional, ii) los requisitos 
para el desempeño de los cargos que se deben acreditar para participar en los 
procesos de selección cuando estos han variado, iii) regular la participación de los 
empleados de la entidad independientemente de su forma de vinculación en relación 
con la elección de los representantes de los empleados de carrera en la comisión de 
personal, iv) la participación de las organizaciones sindicales en los temas que 
afecten sus condiciones laborales y, v) las comisiones de servicios para que los 
líderes sindicales puedan participar en foros, congresos y cursos al interior o exterior 
en materias relacionadas con su actividad. 

Que el presente decreto se expide para dar cumplimiento a los puntos 5,11,12,17, 
23 Y 31 del Acuerdo Colectivo suscrito en el año 2019 entre el gobierno nacional y 
las organizaciones sindicales citadas en el primer considerando. 

Que en mérito de lo expuesto, 

DECRETA: 

Artículo 1. Modificar el artículo 2.2.5.3.2 del Capítulo 3 del Título 5 de la Parte 2 del 
Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector de Función 
Pública, el cual quedará así: 



DECRETO NÚMERO. 4 9 8 DE HOJA No 2 

Continuación del decreto "Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector de Función Pública". 

"Artículo 2.2.5.3.2. Orden para la provisión definitiva de los empleos de 
carrera. La provisión definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en 
cuenta el siguiente orden: 

1. Con la persona que al momento de su retiro ostentaba derechos de carrera y 
cuyo reintegro haya sido ordenado por autoridad judicial. 

2. Por traslado del empleado con derechos de carrera que demuestre su condición 
de desplazado por razones de violencia en los términos de la Ley 387 de 1997, una 
vez impartida la orden por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

3. Con la persona de carrera administrativa a la cual se le haya suprimido el cargo y 
que hubiere optado por el derecho preferencial a ser reincorporado a empleos 
iguales o equivalentes, conforme con las reglas establecidas en el presente decreto 
y de acuerdo con lo ordenado por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

4. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento ocupe 
el primer puesto en lista de elegibles para el empleo ofertado que fue objeto de 
convocatoria para la respectiva entidad . 

Si agotadas las anteriores opciones no fuere posible la provisión del empleo deberá 
adelantarse proceso de selección específico para la respectiva entidad. 

Parágrafo 1°. Una vez provistos en período de prueba los empleos convocados a 
concurso con las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de 
selección, tales listas, durante su vigencia, podrán ser utilizadas para proveer de 
manera específica las vacancias definitivas que se generen en los mismos empleos 
inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su titular de alguna de 
las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 
2004 y para proveer las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, 
que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad. 

Lo anterior sin perjuicio de lo señalado en el numeral 3 del artículo 21 de la Ley 909 
de 2004. 

Parágrafo 2°. Cuando la lista de elegibles elaborada como resultado de un proceso 
de selección esté conformada por un número menor de aspirantes al de empleos 
ofertados a proveer, la administración , antes de efectuar los respectivos 
nombramientos en período de prueba y retirar del servicio a los provisionales, 
deberá tener en cuenta el siguiente orden de protección generado por: 

1. Enfermedad catastrófica o algún tipo de discapacidad. 

2. Acreditar la condición de padre o madre cabeza de familia en los términos 
señalados en las normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

3. Ostentar la condición de prepensionados en los términos señalados en las 
normas vigentes y la jurisprudencia sobre la materia. 

4. Tener la condición de empleado amparado con fuero sindical. 



Artículo 3. Modificar el artículo 14.1.1 Capítulo 1 Título 14 Parte 2 
Libro 2 del Decreto 1083 de 15, Único Reglamentario del .......... ,J.v. 

Pública el cual quedará así: 

DECRETO NÚMERO ~ 498 DE HOJA No 3 

Continuación del decreto el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de Único 
Reglamentario del Sector de Función Pública". 

Parágrafo Cuando la lista de elegibles conformada por un número igualo 
superior al número empleos a proveer, administración deberá adelantar 
acciones afirmativas para que en lo posible los servidores que se encuentren en las 
condiciones señaladas en el parágrafo anterior sean reubicados en otros empleos 

carrera o temporales que se encuentren vacantes, y para los cuales cumplan 
requisitos, en la respectiva entidad o en entidades que integran el sector 
administrativo. 

Parágrafo 4. La administración de ofertar los empleos a la Comisión Nacional 
Servicio Civil, deberá identificar los empleos están ocupados por personas 

en condición de prepensionados para dar aplicación a lo señalado en el parágrafo 2 
del artículo 263 de la 1 de 201 " 

Artículo Adicionar el artículo 2.2.2.4.11 al Capítulo 4 del Título 2 de la 2 
Libro 2 del Decreto 1083 de 201 Único Reglamentario del de Función 
Pública el cual quedará así: 

"Artículo 2.2.2.4.11 Requisitos ya acreditados de los niveles asistencial y 
técnico. A los servidores públicos del nivel asistencial y técnico que hayan sido 
vinculados con anterioridad a la expedición de los 770 y de 2005 que 
participen en procesos de se les exigirán como requisitos para el al 
que concursan, los mismos que se encontraban vigentes al momento de su 
vinculación, siempre que dichos servidores concursen para mismo empleo en 
que fueron vinculados. entidad deberá hacer la precisión en el momento de 
reportar los cargos en la Oferta Pública de Empleos de que 
administra la Comisión Nacional del Servicio Civil entidad que viabilízará su 
participación." 

"Artículo 2.2.14.1.1 Conformación la Comisión de Personal. 

organismos y regulados por la Ley 909 de 2004 deberá existir una 

Comisión de Personal conformada por dos (2) representantes del organismo o 

entidad, designados por nominador o por quien haga sus veces y dos (2) 


de los empleados quienes deben ser carrera administrativa. 

Los dos representantes que para el efecto designe el del organismo o entidad 
empleados públicos de libre nombramiento y remoción o de carrera 

administrativa. 

Los dos representantes de los empleados serán elegidos por votación directa los 
empleados públicos del organismo o entidad y cada uno tendrá un suplente que 
deberá los mismos requisitos y condiciones del titular. las votaciones 

se adelanten la elección los representantes de Comisión de Personal, 
podrán participar todos los que ocupen empleos de carrera administrativa 
independientemente su forma de vinculación y empleados vinculados en 
empleos que conforman plantas temporales. 

http:2.2.2.4.11
http:2.2.2.4.11
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Continuación del decreto "Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector Función Pública" 

En igual forma se integrarán Comisiones de Personal en cada una de las 
dependencias regionales o de los organismos o entidades. 

Parágrafo. Las Comisiones de Personal establecerán su reglamento de 
funcionamiento." 

Artículo 4. Modificar el artículo 2.2.2.6.1 del capítulo 6, del Título 2 de la Parte 2 del 
Libro 2 del Decreto 1 083 201 Reglamentario Único del Sector la Función 
Pública, cual quedará así: 

"Artículo 2.2.2.6.1 Expedición. organismos y entidades a los cuales se refiere 
el Título expedirán el manual específico de funciones y de competencias 
laborales describiendo las funciones que correspondan a los empleos la planta 

personal y determinando requisitos exigidos para su ejercicio. 

La adopción, adición, modificación o actualización del manual específico se 
efectuará mediante resolución interna jefe organismo o entidad, de acuerdo 
con las disposiciones contenidas en el presente Título. 

Corresponde a la unidad de personal, o a la haga sus veces, en cada 
organismo o entidad, adelantar los para la elaboración, actualización, 
modificación o adición del manual de funciones y de competencias laborales y velar 
por el cumplimiento las disposiciones aquí previstas. 

Parágrafo 1°. La certificación las funciones y competencias asignadas a un 
determinado empleo ser expedida únicamente por el del organismo, por 
jefe personal o por quien tenga delegada esta competencia. 

Parágrafo 2°. Departamento Administrativo de la Función Pública brindará la 
técnica necesaria y señalará pautas e instrucciones carácter general 

para la adopción, adición, modificación o actualización los manuales específicos. 

Igualmente, Departamento Administrativo adelantará una revisión selectiva de 
los manuales específicos de funciones y de competencias laborales de los 
organismos y entidades la Rama Ejecutiva Orden Nacional, verificar 

cumplimiento lo dispuesto en presente artículo. Las entidades deberán 
atender observaciones que se efectúen al respecto y suministrar la información 
que se les solicite. 

Parágrafo 3°, administración de publicar acto administrativo que adopta 
o modifica el manual de funciones y competencias y su estudio técnico, en 
aplicación numeral 8 artículo 8° la Ley 1437 de 2011, deberá adelantar un 
proceso consulta en todas sus etapas con las organizaciones sindicales 
presentes en la respectiva entidad, en el cual se dará conocer el alcance de la 
modificación o actualización, escuchando sus observaciones e inquietudes, lo 
cual se dejará constancia. Lo anterior sin perjuicio de la facultad de la administración 

la adopción y expedición respectivo acto administrativo." 

Artículo 5. Modificar el artículo 12.1 del Título 12 la 2 del Libro 2 del 
Decreto 1083 2015, Reglamentario Único del Sector de la Función Pública, el 

quedará así: 
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Continuación del decreto "Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Único 
Reglamentario del Sector de Función Pública". 

"Artículo 2.2.12.1 Reformas de las plantas de empleos. Las reformas de las 
plantas de empleos de las entidades de la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional y 
territorial deberán motivarse en necesidades del servicio o en razones de 
modernización de la administración y contar con estudios técnicos de análisis de 
cargas de trabajo e impacto en la modernización que así lo demuestren. 

Las solicitudes para la modificación de las plantas de empleos, además de lo 
anterior, deberán contener: i) costos comparativos de la planta vigente y la 
propuesta, ii) efectos sobre la adquisición de bienes y servicios de la entidad, iii) 
concepto del Departamento Nacional de Planeación si se afecta el presupuesto de 
inversión y, iv) los demás que la Dirección General de Presupuesto Público Nacional 
considere pertinentes. 

Parágrafo 1. Toda modificación a las plantas de empleos y de las estructuras de los 
organismos y entidades de la Rama Ejecutiva del poder público del orden nacional 
deberán contar con el concepto técnico favorable del Departamento Administrativo 
de la Función Pública. 

Parágrafo 2. La administración antes de la expedición del acto administrativo que 
adopta o modifica las plantas de empleos y de las estructuras de los organismos y 
entidades de la Rama Ejecutiva del poder público del orden nacional y su 
justificación, deberá adelantar un proceso de consulta en todas sus etapas con las 
organizaciones sindicales presentes en la respectiva entidad, en el cual se dará a 
conocer el alcance de las modificaciones o actualizaciones, escuchando sus 
observaciones e inquietudes, de lo cual se dejará constancia. Lo anterior sin 
perjuicio de la facultad de la administración para la adopción y expedición del 
respectivo acto administrativo." 

Artículo 6. Modificar el artículo 2.2.5.5.25 del Capítulo 5 del Título 5 de la Parte 2 
del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario del Sector de Función 
Pública el cual quedará así: 

"Artículo 2.2.5.5.25. Comisiones de servicios. La comisión de servicios se puede 
conferir al interior o al exterior del país, no constituye forma de provisión de 
empleos, se otorga para ejercer las funciones propias del empleo en un lugar 
diferente al de la sede del cargo, cumplir misiones especiales conferidas por los 
superiores, asistir a reuniones, conferencias o seminarios, realizar visitas de 
observación que interesen a la administración y que se relacionen con el ramo en 
que presta sus servicios el empleado. 

Esta comisión hace parte de los deberes de todo empleado, por tanto, no puede 
rehusarse a su cumplimiento. 

Parágrafo. Se podrá otorgar comlslon de servicIos a los líderes sindicales 
debidamente acreditados por las organizaciones sindicales firmantes del Acuerdo 
Colectivo de contenido general, para que puedan participar en foros, congresos, 
cursos al interior o al exterior en materias relacionadas con su actividad, de acuerdo 
con las disponibilidades presupuesta les de cada entidad." 

http:2.2.5.5.25
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Continuación del decreto "Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 
2015, Único Reglamentario del Sector de Función Pública". 

Artículo 7°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su expedición, 
y modifica y adiciona en lo pertinente el Decreto 1083 de 2015, Único Reglamentario 
del Sector Función Pública. 

Dado en Bogotá D. C., 

EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚ 

[~

ALBERTO CARRASQUILLA BARRERA 

EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE LA FUNCION PÚBLICA, 

~,Svq 
FERNANIJOGRILLO RUBIANO 
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